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Presentación

25 años de descentralización en Colombia – un proceso complejo 
con éxitos pero también con problemas. La descentralización en Co-
lombia es un tema que no está en la agenda nacional, a pesar de mu-
chos debates útiles y necesarios. El estudio presente quiere cambiar 
esta situación. Además aspira a contribuir para que la temática de la 
descentralización se pueda discutir de una manera abierta, clara pero 
objetiva, para buscar conjuntamente una solución ante el trasfondo 
de las experiencias, tanto positivas como negativas de los últimos 25 
años. 

El objetivo de los autores es llamar la atención sobre aspectos crí-
ticos pero frecuentemente descuidados o aquellos que ni siquiera se 
discuten. Los autores de las cuatro contribuciones  abordan el tema 
con una exigencia científica, pero no evitan un lenguaje claro si se 
trata de destacar factores y desarrollos que según ellos pueden ser 
problemáticos. Ellos presentan un análisis abierto y hasta despiadado 
del proceso de descentralización, nombran defectos y ponen el dedo 
en la llaga abierta y doliente. Pero ellos no se limitan a una crítica 
sin especificar, sino que nombran también los principios de un futuro 
debate sobre el planteamiento de la descentralización y muestran po-
sibles caminos de solución. Los autores definen ejes temáticos cen-
trales y campos de acción para la política nacional, regional y local, y 
también formulan propuestas temáticas e institucionales concretas. 
Eso ofrece una base excelente para la elaboración de un programa de 
trabajo diferenciado y pensado a largo plazo.

Se trata de llevar entonces una discusión amplia y fundada sobre 
el tema –Descentralización en Colombia–. Esto no se puede lograr 
solamente en Bogotá. La Fundación Konrad Adenauer presentará 
este estudio también en otras ciudades de Colombia por medio de 
foros de discusión e invitará a una reflexión crítica sobre los temas 
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del estudio. El objetivo es enriquecer el presente documento por me-
dio de estos debates regionales y en el siguiente paso, definir una 
agenda de la política de descentralización, y de esta manera enfocar 
el debate político en Colombia y la priorización temática de la agenda 
nacional a la problemática de la descentralización.

Estoy convencido de que este estudio no se va a empolvar en los 
estantes sino que iniciará en Colombia un amplio debate. Esta publi-
cación  se volverá un punto de referencia indispensable en el debate 
por la futura configuración de la descentralización.

Profesor Dr. Stefan Jost

Representante de la Fundación Konrad Adenauer en Colombia  
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Introducción

Colombia en el continente sur americano se destaca por su pro-
ceso descentralizador, más radical inclusive del que conocen países 
con organización federal. Sin embargo, hay conciencia de que el pro-
ceso, luego de 25 años de existencia, enfrenta crecientes dificultades 
como: 

El persistente déficit fiscal de la Nación y su posible relación •	
con las transferencias generadas por la descentralización, en 
un escenario en donde aún no se han aclarado plenamente las 
competencias de la nación y las entidades territoriales, y la 
correspondiente asignación de recursos.

La inversión pública local sigue sin reflejar las prioridades, •	
necesidades y posibilidades de las entidades territoriales. Se 
destaca el caso extremo de las regalías. 

La corrupción en el manejo de recursos de inversión y la debi-•	
lidad o ausencia de un efectivo control ciudadano, así como la 
inoperancia de las veedurías ciudadanas y de los organismos 
de control territorial, capturados por la politiquería y por los 
intereses privados. La participación ciudadana, complemento 
necesario de la descentralización, no ha logrado el posiciona-
miento requerido.

La ilegitimidad de las instancias de representación y gobier-•	
no - territoriales y aún nacional -, como consecuencia de la 
vinculación de alcaldes, gobernadores, concejales, diputados, 
representantes a la Cámara y senadores de la República con 
grupos armados.

El avance y los precarios logros alcanzados en el desarrollo de •	
formas de asociatividad territorial y la no definición de la instan-
cia intermedia de gobierno, entre la Nación y los municipios.



8 25 años de la descentralización en Colombia

La descentralización, con sus logros y sus fracasos en estos años, 
y con sus posibilidades de futuro si se reorienta, ha salido de la dis-
cusión pública, de la agenda nacional. La proximidad de la campaña 
electoral para la presidencia de la República y para el Congreso, es 
una buena ocasión para que el país retome el tema, lo cual se verá 
facilitado si se facilitan análisis e informaciones comprehensivas e in-
tegradas que permitan tener una visión clara y coherente de la reali-
dad de la descentralización que se vive en los territorios de la Nación. 
Es necesario que en el país se discuta la viabilidad y la conveniencia 
o no de continuar con ella y la manera de hacerlo. 

La publicación que acá se presenta, producto del análisis realizado 
por consultores especializados y de su discusión en mesas de trabajo, 
contiene elementos para facilitar la discusión y la evaluación de los 
impactos y de los cambios que en la política y en la gobernabilidad de 
las entidades territoriales y de la nación ha originado la descentrali-
zación, y  su impacto en el fortalecimiento o no de la democracia. 

Los principales temas que abordan los cuatro documentos que 
conforman el presente libro son:

La descentralización y su impacto en el quehacer político lo-•	
cal.

La estructuración local de las políticas y estrategias de desa-•	
rrollo territoriales.

La configuración y ejecución de la inversión pública territorial.•	

El futuro de los departamentos y de la regionalización.•	

La asociatividad territorial para potenciar la descentralización •	
y el reordenamiento territorial.

La corrupción y la descentralización y el papel de los organis-•	
mos de control y del control ciudadano.

La seguridad ciudadana en los escenarios locales. •	

El  debate sobre los logros y limitaciones del proceso descentrali-
zador colombiano, aunque aplazado, conserva su pertinencia. Es un 
debate sobre el futuro de la descentralización en el país, asumida 
desde su perspectiva política y de su impacto sobre la gobernabilidad 
territorial y sobre la política en general. Con la presente publica-
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ción se espera aportar al mismo elementos analíticos y conceptuales 
que permitan sacar la discusión del enfrentamiento que conoce entre 
posiciones simplistas y un tanto ingenuas de defensa de la descen-
tralización  y otras, que bajo el argumento de la necesaria crítica al 
proceso descentralizador, apuntan no a su perfeccionamiento sino  a 
justificar el regreso disimulado al viejo centralismo.
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Instituciones y territorio
La descentralización en Colombia

Francisco Gutiérrez Sanín1

1.	 Introducción

Todo estado en un país en desarrollo confronta la siguiente ten-
sión. Por una parte, debe ampliar la base de poder de su aparato 
burocrático-universalista, y por consiguiente minar el de las élites 
regionales y locales. Por otra, debe procurar enraizarse en todos los 
sectores significativos de la población2, evitar a toda costa las con-
frontaciones alrededor de bienes indivisibles, o el desencadenamien-
to de conflictos con sectores poderosos y con capacidad de deses-
tabilización. La estructura del poder territorial del estado está en el 
centro de esta tensión: la refleja de manera transparente, pero a la 
vez produce una estructura de incentivos y de costos y beneficios di-
ferenciales que marcan las principales actividades de la vida pública. 
Se trata de un problema fundamental y difícil de resolver. No tiene 
nada de raro, entonces, que en nuestro país los debates alrededor 
de él hayan tenido un carácter fundacional3 y sigan todavía cerca del 
primer lugar de la agenda política.

El problema se puede plantear en los siguientes términos. Una de 
las dimensiones fundamentales de la noción de estado es el control  

1	 Profesor del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales – Uni-
versidad Nacional de Colombia.  Gracias a la Fundación Konrad Adenauer, que 
financió la realización de este texto. Incorporo a la argumentación resultados de 
investigación de varios proyectos llevados a cabo en el contexto del Crisis States 
Programme – DESTIN, LSE. Gracias a Andrea González Peña por sus aportes a 
este texto.

2	 Ver  Migdal, 1988.
3	 Ver reflexiones de Nariño en La Bagatela. Tomo I, 1811.
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territorial (Tilly, 1985; Rosenvallon, 2000). Al tratar de ampliar su 
alcance territorial, el estado puede relacionarse con las élites regio-
nales de distintas maneras: dejándolas hacer, cediendo ante ellas, 
coordinándolas, cooptándolas, poniéndolas a su servicio, quebrando 
su poder o reemplazándolas por otras conectadas orgánicamente con 
aquel (el Estado).  Estas formas pueden constituir una secuencia 
histórica, como en los relatos de construcción del Estado en Europa 
(García, 2008; Tilly, 1975,1990; Mann,  2006), o pueden coexistir. Es 
fundamental comprender la naturaleza de esa relación –que consti-
tuye el núcleo de la estructura territorial de poder del estado--, y la 
manera en que diversos diseños institucionales influyen en ella. Este 
texto evalúa las relaciones entre la estructura de poder territorial de 
nuestro estado y las reformas descentralizadoras que comenzaron en 
1983. Sus proposiciones básicas son las siguientes:

a)	 La relación entre el estado colombiano y las élites regionales 
está caracterizada por un modelo de intermediación; es decir, 
hay un centro que coordina y gobierna a las regiones a través 
de las élites regionales y locales.

b)	 Las reformas descentralizadoras habían sido largamente re-
presadas y eran necesarias, pero la forma específica que to-
maron resultó de: b1) un cambio profundo en la estructura 
del poder territorial del estado colombiano; b2) una confluen-
cia contingente de factores

c)	 Ellas (las reformas descentralizadoras) fueron un factor fun-
damental para cambiar el tipo de intermediación. Sugiere que 
pasamos de una intermediación bipartidista a una extorsiva, y 
muestra tanto los factores como los mecanismos que explican 
ese cambio.

La exposición procede en la siguiente manera. La primera parte 
está dedicada a una breve descripción de los tres grandes componen-
tes de la descentralización “realmente existente” que se produjo en 
Colombia: elección popular de gobernantes subnacionales (alcaldes 
en 1988 y gobernadores en 1992) y creación de mecanismos de de-
mocracia participativa atados a instancias subnacionales; un paquete 
fiscal (mayor autonomía y un sistema de transferencias eventual-
mente constitucionalizado) que realmente inició en 1983; y provisión 
de servicios. Por la magnitud de los cambios implicados me limito a 
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presentar un esbozo de las medidas básicas y de las grandes tenden-
cias. La segunda ofrece una explicación de por qué se produjeron las 
reformas. No es obvio que tuvieran que hacerse, al fin y al cabo, se 
habían mantenido represadas durante décadas4. Sugiero que conflu-
yeron tres grandes fuerzas: transformaciones en gran escala del sis-
tema político colombiano, en la dirección de una descentralización de 
facto asociada a un cambio, también cualitativo, del tipo de inserción 
de Colombia en el mundo; el descubrimiento por parte de agencias 
multilaterales de las bondades de la descentralización, como promo-
tora de la eficiencia, la transparencia y la legitimidad; y una oleada 
de protestas –los “movimientos cívicos”—que exigían al estado la 
prestación adecuada de servicios. Gracias a ello, repentinamente la 
descentralización llegó a ser popular e intelectualmente aceptable, 
en prácticamente todos los puntos del espectro político. En la tercera 
parte, me concentro en los efectos de la descentralización sobre el 
sistema político. Sorprendentemente, hay muy pocas investigaciones 
sobre un tema que se prestaría tanto para tratamientos monográ-
ficos como cuantitativos. Muestro (siguiendo 2007) cómo la lógica 
de “lo pequeño es hermoso” produjo múltiples resultados laterales 
inesperados. La cuarta se concentra en las maneras en que la des-
centralización pudo haber cambiado las lógicas de “construcción del 
estado”, del sistema político y del conflicto armado, no siempre en 
el sentido esperado por los arquitectos de los nuevos diseños. Utilizo 
dos ejemplos básicos, la Ley 100 y los impuestos, pero sugiero que 
hay muchos más. En la quinta hago una recapitulación y propongo 
algunas salidas.

2.	 La descentralización colombiana

La descentralización colombiana tiene tres grandes dimensiones5. 
Esto se observa de manera transparente en la constitución de 1991, 
por ejemplo en su artículo 287 (“Sobre la organización territorial dis-
pone”), “Las entidades territoriales gozan de autonomía para la ges-

4	 Colombia fue el último país andino en adoptar la elección popular de alcaldes. 
Para establecer el contraste necesario, fue por mucho el primero en instituciona-
lizar el sufragio universal masculino.

5	 Parto aquí de la premisa de que la descentralización administrativa pasa trans-
versalmente por las tres –es decir, más que una dimensión autónoma es un com-
ponente de cada una de las descentralizaciones que describo.



14 25 años de la descentralización en Colombia

tión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la 
ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 1. Gobernarse por 
autoridades propias. 2. Ejercer las competencias que les correspon-
dan. 3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios 
para el cumplimiento de sus funciones. 4. Participar en las rentas 
nacionales.”6 

Cronológicamente, la que primero llegó fue la fiscal. La misión 
Bird-Wiesner había llegado a la conclusión de que tanto en los de-
partamentos como en los municipios el estado colombiano estaba 
afectado por una severa pereza fiscal, y que el gasto estaba mal 
estructurado7, inspirando así la ley 14 de 1983 que estableció nue-
vas normas sobre avalúo catastral, impuesto predial e impuesto de 
renta, con la intención de fortalecer el recaudo de recursos propios 
de las entidades territoriales8.  Posteriormente, en 1986 se promulgó 
la Ley 12 de 1986,  cuyos objetivos eran:  “i) fortalecer los fiscos de 
los municipios, complementando lo dispuesto en la Ley 14 de 1983; 
ii) fortalecer los municipios con menos de 100.000 habitantes, otor-
gándoles una porción adicional de la cesión del IVA;   iii) propiciar 
un aumento de eficiencia administrativa y fiscal en los municipios, 
con incremento en los recaudos en sus impuestos; iv) asignar a la 
administración municipal funciones correspondientes al ámbito local, 
y complementar las demás reformas políticas, fiscales y administra-
tivas descentralistas ; v) garantizar la destinación a inversión de una 
porción de las transferencias del IVA a los municipios, y dar impulso 
a entidades de apoyo a los municipios en capacitación, asistencia 
técnica y crédito (ESAP, IGAC y FFDU)” (Cifuentes, 1994).

Como en las otras dos descentralizaciones (política y de servicios), 
la Constitución de 1991 refrendó y escaló a la fiscal.   Ejemplo  de 
esto es el artículo 209 donde se plantean los principios de la función 
administrativa  “igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, 
imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delega-

6	 http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Colombia/colombia91.pdf
7	 Ver Cifuentes, 1994. 
8	 “El sistema nacional de financiación de las entidades territoriales se ha con-

formado entonces en una forma múltiple que comprende tres subsistemas: El 
subsistema de transferencias automáticas ( Ley 60 de 1993); El subsistema de 
co-financiación (Decreto Ley 2132 de 1992);  El subsistema de crédito (Ley 57 
de 1989).” (Cifuentes, 1994)
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ción y la desconcentración de funciones”9 . La descentralización fiscal 
fue tratada directamente en el título XII, capítulo 4  (del régimen 
económico y de la hacienda pública) y en los artículos 356 al 364. La 
Constitución (artículos 360 y 361) también creó el Fondo Nacional de 
Regalías, que “reconoce como beneficiarias de las regalías directas 
a las entidades territoriales en las cuales se explotan y a los puertos 
marítimos o fluviales por donde se transportan los recursos naturales 
no renovables”.

Diez años después de la expedición de la constitución del 91, em-
pezó a aparecer una tendencia re-centralizadora. En 2001, mediante 
el acto legislativo 01, se modificaron los artículos 356 (servicios a 
cargo de la nación y de las entidades territoriales) y 357 (participa-
ción en los ingresos corrientes de la Nación) con el objetivo de sanear 
las finanzas públicas del nivel central y contribuir a la estabilidad 
macroeconómica del país. Para la presentación de este proyecto el 
gobierno resaltó la problemática de inequidad, asimetría, inestabili-
dad y fluctuaciones entre los ingresos y los gastos del nivel central y 
las entidades territoriales. Los problemas básicos, en la perspectiva 
gubernamental, se detallan en la Tabla 1. El acto legislativo No. 4 
de 2007 “modificó el destino  y la asignación de los recursos del sis-
tema general de participaciones, creando un sistema de monitoreo, 
seguimiento y control al gasto de las entidades territoriales”10 .  Esta 
reforma se dio en el marco de crecientes tensiones fiscales alrededor 
de la descentralización (Sánchez, 2001). 

La segunda descentralización fue la política. En 1986, se adoptó 
la medida trascendental de que los alcaldes fueran elegidos popular-
mente. Aunque desde distintos lados del espectro político (por ejem-
plo, el conservador Álvaro Gómez Hurtado y el liberal Jaime Castro) 
se habían escuchado voces a favor de dicha reforma, por lo menos 
al principio no dejó de ser polémica, sobre todo por sus potenciales 
impactos fiscales (Rosas Vega, 1995) y de seguridad. Además, se 
expidió la ley 11 de 1986, que “dicta el estatuto básico de la admi-
nistración municipal y… ordena la participación de la comunidad en 
el manejo de los asuntos locales”. En 1988 se llevó a cabo la primera 

9	  http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Colombia/colombia91.pdf
10	 http://www.presidencia.gov.co/prensa_new/leyes/2007/jul io/acto_

legislativo_04110707.pdf
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elección de alcaldes. Se crearon también entonces las primeras jun-
tas administradoras locales. La Constitución de 1991 amplió la elec-
ción de mandatarios subnacionales a la de gobernadores, expandió 
vigorosamente la descentralización política, y la ató de manera clara 
y distinta a diversas formas de participación ciudadana (Gutiérrez, 
2009). Según su artículo 260, “Los ciudadanos eligen en forma direc-
ta Presidente y Vicepresidente de la República, Senadores, Represen-
tantes, Gobernadores, Diputados, Alcaldes, Concejales municipales y 
distritales, miembros de las juntas administradoras locales, y en su 
oportunidad, los miembros de la Asamblea Constituyente y las demás 
autoridades o funcionarios que la Constitución señale.”11  El menú de 
nuevos instrumentos de participación que se fue desarrollando desde 
1991 es demasiado amplio como para siquiera intentar un esbozo 
aquí (Velásquez, 2003; Maldonado, 2002; Gutiérrez, 2007). Por otra 
parte, muchos analistas consideran que la ley 134 de 1994 (de parti-
cipación ciudadana), en lugar de desarrollarla la congeló (Gutiérrez, 
Acevedo, Viatela, 2008). 

Desde el principio, una dimensión muy importante de la descen-
tralización política fue la reforma (territorial) del manejo de la se-
guridad. Por una parte, una de las consideraciones centrales que la 
inspiraron fue que, al acercar el Estado al ciudadano, se potenciaba 
significativamente la legitimidad de aquel (Castro, 1998). Por la otra, 
en 1991 el país estaba sumido en una aterradora crisis de violencia, 
que dificultaba la entrega de funciones de seguridad a entes subna-
cionales. La solución fue establecer una suerte de división del traba-
jo, en la que el estado central se encargaba del crimen organizado 
y la subversión, mientras que los municipios se concentraban en la 
“seguridad ciudadana”, es decir, en fenómenos crónicos que no estu-
vieran relacionados con grandes organizaciones o redes con conexio-
nes transnacionales.

La descentralización fiscal y política implicó la de servicios. Desde 
el diagnóstico inicial de Wiesner, una de las principales debilidades 
del esquema centralista que se había identificado era su incapacidad 
de proveer servicios ágil y eficientemente. A esto se le sumaba un 
problema de corrupción o, de manera algo más general, de la forma 
en que el sistema político colombiano se había construido desde el 

11	 http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Colombia/colombia91.pdf
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papel clave de intermediarios bipartidistas que cobraban un “peaje” 
–en deferencia, apoyo electoral y crecientemente económico—por 
hacer de correa de transmisión entre el Estado y los ciudadanos. Por 
ello, al constitucionalizar transferencias –que en principio tenían que 
ser crecientes— desde el estado central a los municipios se quiso que 
ellas fueran de destinación específica. Todo esto fue cristalizado en 
diseños que se encuentran tanto en la constitución como en la ley 60 
de 1993.  El sistema de transferencias quedó conformado por  el si-
tuado fiscal12(SF)  y la participación de los municipios en los ingresos 
corrientes de la Nación (PICN), que de manera proporcional repartía 
los ingresos corrientes del nivel central y el cual debía ser invertido de 
la siguiente manera: “en educación, el 30 por ciento. En salud, el 25 
por ciento. En agua potable y saneamiento básico, el 20 por ciento, 
En educación física, recreación, deporte, cultura, y aprovechamiento 
del tiempo libre, el 5 por ciento. En libre inversión, el 20 por ciento”13 
“El diseño constitucional de 1991 hacía depender las transferencias 
territoriales  de los ingresos corrientes de la Nación: a mayores ingre-
sos de la Nación mayores eran las transferencias”(Conpes, 2002). El 
acto legislativo 04 de 2007 reformó el Sistema General de Participa-
ciones; a través del Decreto 28 de 2008 el gobierno creó un sistema 
de seguimiento y control del uso de los recursos de las transferencias 
por parte de los entes subnacionales.

3.	 Las causas

Sugiero aquí que la descentralización colombiana estuvo alimen-
tada por tres grandes componentes. Primero, las transformaciones 
que se produjeron dentro del sistema político, que dieron ventaja a 
los operadores regionales sobre el centro político. Segundo, el redes-
cubrimiento de la descentralización y del espíritu de que “lo pequeño 
es hermoso” por parte de agencias multilaterales, como por ejemplo 

12	 “Es el porcentaje de los ingresos corrientes de la Nación que será cedido a los 
departamentos, el Distrito Capital y los distritos especiales de Cartagena y San-
ta Marta, para la atención de los servicios públicos de educación y salud de la 
población y de conformidad con lo dispuesto en los artículos 49, 67 y 365 de la 
Constitución Política. El Situado fiscal será administrado bajo responsabilidad de 
los departamentos y distritos de conformidad con la Constitución Política.” Hay 
que advertir que la noción ya había sido introducida por la reforma constitucional 
de 1968.

13	  http://cabildo.com.co/Articulos/ley_60_1993.htm



18 25 años de la descentralización en Colombia

el Banco Mundial. El supuesto del que partían es que la descentra-
lización incrementaría la legitimidad del sistema político, al acercar 
la toma de decisiones al ciudadano, lo que por otra parte permitiría 
incorporar a la vida pública a nuevos sectores ciudadanos, no sólo 
reforzando el efecto legitimador sino también mejorando la calidad 
de las políticas públicas. Este último efecto tendría lugar, se supo-
nía, porque las políticas estarían sometidas a mayor control ciudada-
no, pero también porque tendrían más contenido social y pro-pobre 
(pues en lugar de ser producto de una clase política con múltiples 
vínculos ya establecidos con los proverbiales “intereses creados”, 
ahora tendrían que tener en cuenta la voz directa de los ciudadanos 
del común). La tercera vertiente estuvo constituida por una oleada de 
protestas sociales conocidas en la década de los 80 como “movimien-
tos cívicos”, que convocaron a amplios sectores a movilizarse contra 
la falta de provisión de servicios públicos por parte del Estado.  Los 
movimientos cívicos tuvieron como escenario privilegiado pequeñas 
poblaciones, pero también lograron hacer presencia en algunas ciu-
dades intermedias.

A.	 Las transformaciones del sistema político

Desde el nacimiento de la República, el debate público colom-
biano estuvo relacionado con la estructura territorial de la Nación. 
Comenzando por La Bagatela de Antonio Nariño –que evalúaba con 
gran maestría las implicaciones de una u otra estructura sobre los 
ciudadanos de las regiones apartadas--, se construyó en el país una 
tradición intelectual y de gobierno sobre el tema. Después de la ex-
periencia federalista de los Estados Unidos de Colombia, la constitu-
ción de 1886 entronizó el principio de “centralización política y des-
centralización administrativa”. Independientemente de la voluntad y 
capacidad que tuvieran sucesivos gobernantes de cumplir el principio 
al pie de la letra, éste se morigeró a partir de la reforma constitucio-
nal de 1910, que le dio diversas atribuciones a los departamentos y a 
los municipios. Sucesivas reformas –por ejemplo, las de Concha con 
respecto a la policía-- reforzaron esta tendencia. El país se dotó así 
de una estructura territorial que tenía las siguientes características:

a.	 La entidad fundamental por debajo de la Nación era el depar-
tamento
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b.	 Los cuerpos colegiados eran –al menos en el papel, aunque 
esto no correspondía a la realidad14—entes administrativos, y 
tenían grandes poderes (sobre todo las asambleas departa-
mentales)

c.	 Todo el conjunto era coordinado por el centro político, resi-
dente en Bogotá, y dueño del poder de designación sobre 
todos los cargos de importancia en el país.

A partir de aquí, se desarrolló un nuevo esquema: El centro se 
ocupaba de los problemas nacionales, mientras que los políticos re-
gionales disputaban las peleas por los votos en los departamentos 
y municipios, y se distribuían rentas en esos escenarios. Cada tipo 
de actor tenía poderes y capacidades diferentes. El centro, como se 
acaba de ver, contaba con el as ganador de la capacidad de designa-
ción, y además con una amplia iniciativa legislativa, que fue aumen-
tando con el tiempo a medida que el abismo en capacidad técnica 
entre el ejecutivo y el legislativo se iba profundizando. Pero los re-
presentantes de la política subnacional no eran impotentes. Tenían al 
menos tres grandes armas. La primera era la capacidad de bloqueo 
selectivo (Stokes,1999) al ejecutivo. Debido a ella, los presidentes 
finalmente preferían un “mal arreglo a un buen pleito”, y terminaban 
distribuyendo incentivos a los políticos para que no entorpecieran 
las iniciativas. La segunda era el poder de castigo a representantes 
díscolos del Ejecutivo. En la medida en que asambleas y consejos, 
por ser entes administrativos, tenían la capacidad de fijar sueldos 
de los funcionarios departamentales y municipales, podían llegar al 
extremo de castigar a gobernadores y alcaldes fijándoles, a ellos y a 
sus más importantes colaboradores, un sueldo puramente simbólico. 
Semejantes travesuras no fueron infrecuentes, y las encontramos 
desde 1930 hasta bien entrada la década del 70.  Tercero, tomaban 
posiciones en las luchas faccionales, cuyas fidelidades eran mucho 
más fluctuantes que las partidistas, enviando señales a los políticos 
del centro. Si estos últimos querían sobrevivir tenían que tener una 
base de apoyo regional, y la única manera de conquistarla era dando 
juego al político regional. A pesar de todas las “vueltas y revueltas” 
–según la expresión de Mauricio Archila (2003) aplicada a otro pro-

14	 Por ejemplo, las asambleas tenían la función –eminentemente política, y vital—de 
elegir al senado de la república.  (Hernández, 2005)
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blema– que se produjeron dentro del régimen político colombiano, 
esta modalidad de interacción permaneció básicamente sin cambios.  
Si acaso la violencia generó modalidades de ascenso social acelerado 
y dinámicas de descentralización de facto –que pronto veremos ope-
rando en un nuevo contexto--, que de hecho estuvieron relacionadas 
con el debilitamiento del régimen conservador y la solución golpista 
de Rojas Pinilla (ver Ortiz Carlos Miguel, 1985).

El Frente Nacional –que tuvo el triple propósito de servir de pacto 
de paz, de programa de desarrollo y de transición democrática (Gu-
tiérrez, 2007)-- se inició con el mismo andamiaje institucional, pero 
con algunos cambios significativos. Por un lado, las asambleas ya 
no elegían al Senado. Pero por otro, los acuerdos que dieron origen 
al pacto instituyeron el reparto de todos los cargos del Estado –ele-
gidos o no—entre los dos partidos y eventualmente la alternación 
forzada en la presidencia. Al bloquear la lucha inter-partidista, esto 
trasladó el peso de la competencia política a las intra-partidistas. 
Pero en este terreno, como se ha visto en los párrafos anteriores, 
los capitanes de las regiones tenían todas las de ganar. Más aún, en 
la medida en que las seguridades para la principal minoría política 
–uno de los diseños clave del Frente—implicaban someter la apro-
bación de la legislación a super-mayorías de dos terceras partes15, 
las pequeñas disidencias adquirieron un poder mucho más grande 
que su verdadero peso electoral (Gutiérrez , 2007): se convirtieron 
en actores de veto (Tsebelis, 2002). Todo ello permitió que los pe-
queños poderes fueran adquiriendo un poder renovado, e inédito, 
dentro del sistema político.

Esto se puede ver a través de la fragmentación electoral, que 
constituye un rico terreno desde el cual pensar la evolución del siste-
ma político colombiano. Al comienzo del FN, el partido liberal consti-
tuía un bloque relativamente unitario, y aunque pronto enfrentó una 
disidencia significativa –el Movimiento Revolucionario Liberal (MRL 
mantuvo al principio a más del 80 por ciento de sus huestes unidas. 
El conservatismo, en cambio, estaba roto16 entre ospinistas y laure-
anistas, con varias facciones menores terciando en una agria disputa. 

15	 Hasta la reforma constitucional de 1968.
16	 Lo que obligó a introducir la disposición adicional de alternación presidencial for-

zada, para que el primer presidente pudiera ser un liberal.
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Esto tiene una expresión cuantitativa: los conservadores presenta-
ron sistemáticamente más listas por elección/circunscripción en las 
elecciones para Congreso que los liberales. Al final de la experiencia 
frentenacionalista, esta relación se había invertido dramáticamente: 
los liberales no sólo presentaban muchas más listas por elección/cir-
cunscripción que los conservadores, sino que presentaban más listas 
que cargos por proveer, lo que sugiere que ya el partido no era la 
unidad de análisis para la maximización de resultados, sino el político 
individual (Gutiérrez, 2007).

Este proceso aupó dentro del liberalismo a una oleada de políti-
cos regionales que reivindicaban  el ascenso social y “el pueblo y la 
provincia”, según un lema caro a su partido,  pero que a la vez eran 
profundamente reaccionarios y poco sensibles a la separación entre 
intereses públicos e intereses privados17.  La mayoría de aquellos 
terminaron fortaleciendo una tendencia del partido liberal, el turba-
yismo, que acordó con otras tendencias, sobre todo el llerismo, las 
reglas de juego para dirimir la supremacía en las elecciones de 1978 
(el consenso de San Carlos). El turbayismo terminaría ganando am-
pliamente.

Nótese que esta tensión entre política presentable y representa-
ble, entre política para la opinión y que pone votos, de alguna ma-
nera ha marcado al sistema político colombiano. Por ejemplo, ya en 
la novela de mediados del siglo 19 de don Eugenio Díaz, La Manuela, 
la hallamos expresada vigorosamente. Sin embargo, solamente es 
en el Frente cuando –debido a los efectos de acuerdos para pacifi-
car el país y acceder a la “convalecencia democrática”, para usar la 
terminología de la época—el sistema de incentivos cambia significa-
tivamente en contra del centro partidista. El triunfo del turbayismo 
derivó en una plena autonomización de los barones electorales del 
partido liberal, que por entonces constituían, de lejos, la fuerza más 
importante de nuestro sistema político. Esto sucedió justo cuando 
Colombia se articulaba con el mercado global de la cocaína –en par-
ticular, en el momento en que el País se estaba transformando de 
un país rural y cafetero a un país urbano, minero y cocalero. La su-
perposición del triunfo del turbayismo con la entrada de Colombia a 

17	 Un proceso similar se dio dentro del partido conservador, sólo que con un rezago 
temporal.
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un vigoroso mercado mundial ilegal tuvo consecuencias profundas 
sobre las dinámicas que alimentaron nuestra descentralización. Esto, 
de hecho, puede verse con gran plasticidad en la evolución de las 
posturas del oficialismo liberal (el heredero del turbayismo) frente a 
el. Mientras que durante el gobierno de Belisario Betancur se opuso 
con fuerza18, a veces promoviendo la sospecha de que estuviera de 
alguna manera vinculada con la subversión, pocos años después se 
convirtió en su apoyo más entusiasta, contra la relativa frialdad del 
Nuevo Liberalismo, un entusiasta temprano de la descentralización 
que eventualmente terminaría viendo en ella una posible amenaza 
fiscal (Rosas, 1995).  

B.	 Los movimientos cívicos

En la década de los 80 el sistema político colombiano se cerró se-
veramente, en el doble sentido de los desenlaces (predominio amplio 
del oficialismo liberal) como en el de las barreras al acceso (brutales 
niveles de represión contra la oposición no perteneciente a los parti-
dos tradicionales). Esto pudo haber desplazado a los empresarios de 
la movilización social19 hacia áreas en donde esta fuera más factible 
y menos vulnerable. La lucha por los servicios tenía grandes ventajas 
en este sentido, en la medida en que incorporaba a los notablatos de 
los pueblos, tenía una suerte de legitimidad básica que era difícil de 
disputar (¿cómo alegar públicamente que pedir agua o luz es parte 
de una conspiración subversiva), y de hecho servía como “sistema de 
notificación” a un estado que pasaba por dos guerras globales (contra 
la guerrilla y contra el narcotráfico) y que tenía severos problemas 
informacionales para saber dónde poner el dinero para políticas so-
ciales profilácticas.

En la medida en que la oleada de movimientos cívicos pudo ha-
cer lo que otras formas de protesta no lograron –obtener victorias 
concretas, y evitar convertirse en blanco de las proverbiales “fuerzas 
oscuras” que estaban asesinando a líderes de la izquierda legal y de 

18	 Me refiero a los parlamentarios. El Ministro de Gobierno, Jaime Castro, era ya 
entonces un apasionado y brillante defensor de la descentralización. No debe 
olvidarse, que estaba en su cargo “a título técnico” y no como representante de 
su partido.

19	 No utilizo este término en un sentido peyorativo. Ver Tarrow,1994.
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las organizaciones sociales—se convirtió muy pronto en foco de aten-
ción de un conjunto de intelectuales.  Esto ocurría en el momento en 
que la izquierda global se hallaba en crisis por el derrumbe de los sis-
temas socialistas europeos. En varios países latinoamericanos, no sólo 
Colombia, la descentralización permitió que la izquierda adquiriera un 
nuevo lenguaje e intentara nuevas formas, menos doctrinarias, de vin-
cularse con la población. En Colombia este fenómeno se expresó con 
particular fuerza, debido al contexto de violencia y confrontación.

C.	 Las agencias multilaterales

Coincidiendo con la “tercera oleada de democratización” y el in-
tento de promover la triple apertura de la sociedad, el sistema po-
lítico y el mercado, las agencias internacionales se involucraron en 
la promoción de la participación ciudadana y de la descentralización. 
Esta convirtió en una suerte de bandera del Banco Mundial y de otras 
instituciones (Stiles, 2002; Platteau y Gaspart, 2003).  Por ejemplo, 
el World Bank Poverty Reduction Strategy Paper Sourcebook (Don-
gier y colaboradores, 2001) y el  World Bank Comprehensive Deve-
lopment Framework (Dongier, 2001) ponen en el primer lugar de la 
agenda la promoción de la democracia participativa, como un bien 
en sí pero también como una herramienta para impulsar y gestionar 
efectivamente políticas públicas.  En particular se esperaba, como 
es natural, que la participación desde abajo potenciara las políticas 
pro-pobres.

Las ideas20

En Colombia esta corriente confluyó con las tradiciones endó-
genas que describí en los acápites anteriores.  La unión de las ex-
pectativas que podríamos llamar globales con las nacionales gene-
ró una “promesa descentralizadora”, compuesta por las siguientes 
ideas centrales:

a.	 La descentralización contribuiría a un aumento de la legi-
timidad y a la superación de los déficits democráticos21.  

20	 Para detalles ver Gutiérrez, 2007.
21	 Effective political participation is crucial for engaging the electorate, linking citi-

zens and state institutions (FOCAL & FLACSO, 2004).
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Como lo muestran evaluaciones tempranas, esto sin duda 
tuvo lugar22.

b.	 Promovería políticas pro-pobres y pro-equidad

c.	 Por a. y b., contribuiría seriamente a la paz (Castro, 1980, 
1998, 2007).

d.	 Fortalecería la gobernabilidad,  acercando al estado al ciuda-
dano, creando ámbitos en los que el problema de la acción 
sencilla no es tan agudo porque se resuelve entre grupos pe-
queños y promoviendo capital social y aprendizajes mutuos.

e.	 Haría mucho más eficiente el diseño de políticas (Irrarazaval, 
2005).

f.	 Promovería la competitividad (DNP, 2005)

Aunque se suponía que habría sinergia entre estos logros, los 
agentes ponían énfasis diferencial en cada una de ellos. 

En síntesis

Colombia se demoró más que sus pares andinos en instituciona-
lizar formas básicas de descentralización (como la elección popular 
de mandatarios subnacionales), porque una de las piezas maestras 
del sistema político –y por ende de la estructura del estado, (Leal y 
Dávila, 1990)— era que el centro político mantuviera su capacidad 
de designación. En la década de los 80 confluyeron tres grandes pro-
cesos para desmontar los bloqueos a la descentralización. El primero 
fue el debilitamiento del centro a costa de los poderes regionales, 
sobre todo en el partido liberal. El turbayismo y el oficialismo se 
convirtieron en el gran elector de la época, pero ese marbete único 
en realidad cobijada una heterogénea nube de barones electorales 
departamentales y sus adláteres. Al principio opuestos a la reforma, 
con el tiempo descubrieron que ésta constituía el último grito de 
su emancipación. El segundo fue la oleada de movimientos cívicos 
multi-clasistas que durante la década del 80 presionaron al Estado 
desde las pequeñas poblaciones, exigiendo más y mejores prestacio-
nes de servicios públicos. Ella permitió la reformulación de propues-

22	 Aunque Maldonado (2002) muestra que hubo eventualmente una regresión a la 
media.
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tas de país por parte de intelectuales de izquierda, que buscaban un 
nuevo panorama, ante el fracaso de los socialismos reales europeos 
(y la concepción del estado a la que estaban amarrados, altamente 
centralista y jacobina). El tercero fue el descubrimiento por parte de 
las agencias multilaterales, en particular del Banco Mundial, de la 
necesidad de modernizar el estado, acercando al régimen político al 
ciudadano y, a través de ello, impulsar políticas públicas más eficien-
tes, legítimas y pro-pobres –en los términos del Banco--.

Nótese que esta confluencia no era, ni podía ser, planificada. De 
hecho, las tres vertientes que terminaron desbloqueando la descen-
tralización no casaban perfectamente entre sí. Por ejemplo, el ofi-
cialismo liberal estuvo comandado por barones electorales departa-
mentales, que en ocasiones habían logrado concentrar prácticamente 
todas las palancas del poder de su departamento. Por otra parte, 
tanto los movimientos cívicos como los diseños del Banco Mundial 
eran de inspiración básicamente municipalista. El Banco consideraba 
que había un isomorfismo básico entre mercado, estado y sociedad, 
así que “apertura” era una buena palabra siempre, en todas las cir-
cunstancias. Los barones departamentales oficialistas no estaban de-
masiado interesados en ninguna apertura. Los movimientos cívicos y 
su creciente articulación regional, a la vez, habían sido teorizados por 
intelectuales de izquierda que veían en ellos una posibilidad de reno-
vación profunda del sistema político (Fals Borda, 1996).  Para ellos 
“apertura” tenía un significado totalmente distinto: la posibilidad de 
irrupción de nuevos actores, desde la base.

Todo este complejo de contradicciones fue recogido por el diseño 
institucional que finalmente cristalizó la descentralización a la colom-
biana. 

4.	 Los impactos sobre el sistema político

Las dos anteriores secciones permiten entender cuáles fueron las 
consecuencias de la descentralización sobre el sistema político. Co-
mienzo con dos constataciones. La primera es que disminuyó radi-
calmente la capacidad que tenía el centro de nombrar funcionarios 
subnacionales. Esto acabó con el último gran mecanismo de control 
del centro político sobre sus electores, pero eventualmente también 
debilitó a los barones departamentales, aupando en cambio a jefes 
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municipales. Dicho de otra manera, minó la pirámide política sobre la 
que estaba construido el bipartidismo y –si se me permite la expre-
sión—su “estilo de construcción del estado”. Nótese que esto coinci-
dió con –y fue en parte producto de-- el modelo municipalista de la 
descentralización promovida por los organismos multinacionales. La 
segunda es que –tal como se lo habían propuesto los arquitectos de 
la reforma—gradualmente ahogó y limitó al viejo clientelismo.  Este 
se apoyaba en el manejo de la nómina, la retribución directa por el 
voto, y la intermediación de los políticos para la provisión de servicios  
--cuyas modalidades y efectos se puede observar de manera trans-
parente en el  suministro de “cocinol”23 a los barrios populares en la 
década de 1980--. Nuevos repertorios se fueron superponiendo a esta 
fórmula básica, a medida de que el país ingresaba de lleno al mercado 
mundial de los narcóticos (Leal y Dávila, 1990). La combinación de 
las tres descentralizaciones debilitó aquella fórmula24: los escalones 
superiores de la administración pública habían perdido buena parte de 
su capacidad de designación, y los dineros de transferencias eran de 
destinación específica. Es verdad que rápidamente aparecieron prác-
ticas que permitían circunvalar tales limitaciones. Sin embargo, todo 
sumado, el margen para este tipo de política se limitó. Lo que sucedió 
es que apareció un nuevo tipo de clientelismo, anclado –como el que 
lo precedía—institucionalmente. Esta nueva modalidad tenía varias 
características. En primer lugar, ya no estaba orientada a la nómina 
sino a los contratos. Para ejecutar la masa (enorme) de recursos que 
les llegaban, las entidades subnacionales se dedicaron a contratar, 
mucho más allá de la capacidad de vigilancia y control que tenía el 
estado. La situación comportaba alguna novedad. Pensemos en algu-
nas comisiones –como las de regalías—y corporaciones –como la del 
río Magdalena25—caracterizadas por tener ínfima burocracia, alta ca-
pacidad de colocación de decisión de inversión, y un flujo enorme de 
recursos. El nuevo clientelismo también se caracterizaba por su natu-
raleza mucho menos piramidal, y mucho más vinculada a individuos 
específicos.  Las redes de decisión eran típicamente “cortas”, no esta-
ban atadas a marbetes partidistas, y no iban más allá del municipio. 

23	 Combustible casero para cocinar.
24	 Y estaba pensada explícitamente para hacerlo.
25	 Ver Tabla No. 1.
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Que esto haya derivado en una nueva oleada de hiper-fragmen-
tación del sistema político no debe causar ninguna sorpresa. Para 
entender el significado de la anterior afirmación, hay que fijar clara-
mente su significado. Ya desde el final del Frente Nacional los partidos 
tradicionales colombianos presentaban más candidatos que cargos 
por proveer por circunscripción. En ese sentido, técnicamente la fe-
cha de inicio de la hiper-fragmentación colombiana debe ubicarse por 
la década de 1970. Sin embargo, a la descentralización se asoció un 
nuevo salto cualitativo, una implosión masiva que abarcó a ambos 
partidos tradicionales, sino la creación de un nuevo campo, el de los 
“independientes”, que lograron conquistar un sector cada vez más 
amplio del voto y que constituían una nube de pequeñas agrupaciones 
y personalidades locales, muchas de ellas más o menos vagamente 
conectadas con los grandes partidos y movimientos. Estos indepen-
dientes, como han resaltado numerosos trabajos, eran diferentes en-
tre sí. Encarnaban desde expresiones de nuevas identidades que por 
fin podían adquirir voz política –piénsese en los movimientos religio-
sos no católicos—hasta disidencias básicamente instrumentales de los 
dos grandes partidos. Por consiguiente, no se les puede ver (como a 
veces ha intentado hacerse) solamente como un síntoma de desor-
den o de anomia. Los constituyentes de 1991 tenían toda la razón al 
pensar que al abrir las esclusas de la modernidad, podrían finalmente 
irrumpir en la vida pública no sólo las expresiones de la fragmentación 
intrínseca de la sociedad colombiana, sino la de múltiples maneras de 
vivir la ciudadanía que ya no cabían dentro del esquema bipartidista. 
Pero no entraron sólo ellas: llegaron acompañadas de la otra versión 
de “lo pequeño es hermoso”, es decir, los jirones del bipartidismo, 
que había hecho implosión bajo las presiones de fuerzas centrífugas. 
Cuando a la desestructuración generada en el FN se sumó la entrada 
de Colombia al mercado mundial ilegal de las sustancias ilícitas, los 
barones departamentales (principalmente en el oficialismo liberal) se 
emanciparon definitivamente del centro. La descentralización munici-
palista que tuvo lugar en Colombia generó un doble movimiento: ha-
cia una mayor consolidación del baronato a costa del centro; pero por 
otra parte hacia su debilitamiento a costa de los operadores locales, 
que ahora no dependían de los gobernadores para su designación y, 
casi siempre, tenían más plata y menos visibilidad, es decir, más mar-
gen para firmar contratos. Esto a su vez profundizó la fractura –que 
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la Constitución había querido saldar—entre la política que cabe dentro 
de la legalidad pero sólo produce, si acaso, votos en las grandes ciu-
dades26 y la política articulada con fenómenos ilegales, que produce 
votos en “el pueblo y la provincia”. Esta tensión entre lo “presentable” 
y lo “representable” marcó con fuego el sistema político durante los 
siguientes diez años, y generó grandes turbulencias.

El proceso que estoy describiendo se puede dibujar de dos maneras. 
La primera es la distribución territorial del voto tradicional (que siguió 
siendo dominante hasta 2002). Básicamente, lo que sucedió es que: 

a.	 El sistema político se des-nacionalizó. Es decir, las dos gran-
des agrupaciones tradicionales empezaron a perder pie en 
algunas circunscripciones clave sin ser reemplazadas por al-
guna otra fuerza de amplio espectro territorial, así que fueron 
desapareciendo los partidos de cubrimiento nacional.

b.	 La “composición territorial” de cada partido cambió. En parti-
cular, el conservatismo perdió su lugar en Bogotá; ya a finales 
de la década de 1990 prácticamente había desaparecido allí. 
Cinco años después, el liberalismo –un partido que siempre 
había tenido un predominio en la plazas urbanas, y que espe-
cialmente había tenido en Bogotá uno de sus grandes nichos—
también se había encogido dramáticamente en la capital. 

La segunda es la manera en que el cambio en el sistema político 
se relacionó con la estructura de poder territorial. Esto, a su vez, se 
puede considerar desde una doble perspectiva:

a.	 La nube de fuerzas independientes avanzó en ciertos nichos 
muy específicos. Mientras que los tradicionales conservaron 
su predominio a nivel de la presidencia y de los cuerpos cole-
giados nacionales y subnacionales, los independientes avan-
zaron muy rápidamente en la conquista del ejecutivo subna-
cional (alcaldías y gobernaciones) (Gutiérrez, 2007).

	 Nótese cómo esto anunciaba ya que estábamos en la ante-
sala de un cambio cualitativo. Pues la descentralización y la 
constitución de 1991, junto con otras reformas asociadas de 

26	 Que algunos han reificado como “voto de opinión”. Creo que el término expresa 
una concepción más bien mecánica de los fenómenos que estoy describiendo, y 
no lo usaré aquí.
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gran importancia27, habían aumentado el poder del ejecutivo 
subnacional (alcaldía y gobernación) a costa de concejos y 
asambleas. Por ejemplo, el liberalismo mantuvo durante toda 
la década de 1990 una hegemonía aplastante en las asam-
bleas departamentales, sin que esto tuviera repercusión visi-
ble en las políticas públicas y la toma de decisiones. Más aún, 
al quedar con pocas funciones reales los cuerpos colegiados 
se concentraron casi exclusivamente en su poder de bloqueo 
selectivo, dando grandes incentivos al ejecutivo a todos los 
niveles para que comprara a sus miembros con prebendas 
para facilitar los trámites de sus iniciativas.  Igualmente, la 
criminalidad logró hacerse a cabezas de puente en los cuerpos 
colegiados. El resultado de este movimiento de pinzas es que, 
mientras que los tradicionales consolidaban su cuasi-monopo-
lio en los concejos y asambleas, estos se iban quedando sin 
funciones y se desprestigiaban rápidamente, como receptácu-
los de corrupción y de actividad inútil.

b.	 Los agentes ilegales lograron una articulación creciente con 
el sistema político, imitando la lógica municipalista que ins-
piró la descentralización. Se pueden discernir tres oleadas 
en este proceso, aunque probablemente haya un buen nivel 
de yuxtaposición entre ellas. En la primera, las guerrillas 
descubrieron que las presiones sobre los municipios tenían 
al menos tres efectos deseable para ellas: acceso a la cap-
tura de rentas, sobre todo cobrando un porcentaje de los 
contratos; legitimación, sometiendo a presión a los gober-
nantes elegidos, lo que les permitía sacar réditos del gobier-
no sin pagar ninguno de los desgastes involucrados en el 
acto de gobernar (Harnaecker, 2007); ventajas militares, al 
poder forzar al gobernante local a tomar decisiones que los 
favorecieran estratégicamente28. 

	 Los paramilitares, que desde el comienzo tuvieron un sesgo 
fuertemente localista (Gutiérrez y Barón, 2006) ya habían teni-
do experiencias clave copando la administración municipal, pero 

27	 Como el Estatuto Orgánico de Bogotá, no por casualidad promovido por ese no-
table intelectual de la descentralización que ha sido Jaime Castro. 

28	 Piénsese en decisiones como la ubicación de una estación de policía, o el trazado 
de una carretera, o incluso si invertir en una vereda o en otra.
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sólo después de la década de 1990, y seguramente después de 
observar a la guerrilla29 construyeron un modelo mejorado de 
conquista del poder local.  Sorprendentemente, aunque hay 
algunas buenas descripciones de este modelo de dominación, 
no hay casi trabajos sobre él. Baste constatar que contenía 
elementos que el guerrillero no tenía, y no podía tener: con-
tacto rutinario con las administraciones civiles y las agencias 
de seguridad del estado, y una articulación a menudo orgánica 
con las élites socio-económicas30. En la medida en que, por 
ello, era mucho más estable, estaba en la capacidad de invitar 
a la inversión privada, legal e ilegal (Revista Semana, 2005), 
y a partir de ahí construir coaliciones de poder que involucra-
ban a sectores productivos, burócratas (sobre todo del nivel 
subnacional), políticos, miembros de agencias de seguridad, 
y narcotraficantes. Dichas coaliciones de poderes regionales y 
locales se constituyeron en la nueva interfaz con la que el esta-
do central tenía que hablar para hacer transmitir sus órdenes y 
cumplir sus reglas. Naturalmente, esto constituyó un salto cua-
litativo en la tensión entre presentabilidad y representabilidad. 

En 2002, bajo el peso de todas estas circunstancias, el viejo sis-
tema bipartidista que había predominado en el país durante siglo y 
medio cedió.  Un amplio movimiento de opinión contra la inseguridad 
logró que confluyeran lo presentable y lo representable, de suerte 
que las coaliciones regionales altamente criminalizadas lograron –y 
aprendieron– a hacer política nacional. En lugar de las dos grandes 
familias sobre cuya existencia se había operado durante la forja de la 
constitución de 1991 –tradicionales e independientes-, la clase polí-
tica se dividió en tres: tradicionales, independientes y transicionales. 
Estos últimos eran, en esencia, los barones departamentales del ofi-
cialismo liberal quienes, al comprender que la vieja sigla ya no daba 
réditos electorales, se reinventaron como independientes. Pero si en 

29	 De la que explícitamente decían que aprendían.
30	 Para hacer un contraste explícito, en diversas áreas y durante períodos relati-

vamente largos, algunos grupos guerrilleros se entendieron bastante bien con 
terratenientes y ganaderos. Sin embargo tales relaciones eran necesariamente 
inestables, por la relación confrontacional de la guerrilla con las agencias de se-
guridad y, en el caso de las FARC, por las presiones financieras del secretariado 
sobre los frentes cuyo resultado concreto eran oleadas de secuestro y extorsión 
de que castigaban a la propia base social de las FARC.
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la década de 1970 habían sido clientelistas, y en la de 1980 socios de 
los narcos, a principios del nuevo siglo serían miembros de una ex-
tendida red de coaliciones altamente paramilitarizada: un fenómeno 
de transformación de estructura del poder territorial en gran escala.

Es hora de considerar la manera en que ella interactuó con los 
diseños institucionales descentralizadores.

5.	 A ver el cuartillo con el que has de pagar: la descentrali-		
	 zación y la intermediación extorsiva

A continuación presentaré dos ejemplos –uno tomado de la des-
centralización fiscal, otro de la de provisión de servicios31– de los me-
canismos que han puesto a la descentralización realmente existente 
al servicio de poderes autónomos, basados en el debilitamiento de la 
capacidad regulatoria del estado a costa de coaliciones subnacionales 
en las que: a) predominan poderes regionales que expresan tenden-
cias centrífugas; b) aparecen fuerzas ilegales, que actúan bajo una 
triple faz: como miembro de la coalición dominante, como asocia-
ción (respectivamente, organización) con la capacidad y el poder de 
captar rentas de diversos agentes económicos; c) las fuerzas juegan 
un papel clave en el diseño del modelo intermediario entre el estado 
central y las regiones; d) para que todo esto funcione son necesarios 
los diseños institucionales descentralizadores –y a menudo son estos 
los que ponen en marcha toda la dinámica. 

Una de las expresiones clave del párrafo anterior es “presentar 
ejemplos de mecanismos”.  La descentralización realmente existen-
te en Colombia no estuvo concebida “para” tener esos efectos, y de 
hecho en un campo muy amplio de experiencias y realidades fue mo-
dernizadora y legitimadora, como se suponía que tenía que ser. Pero 
por su génesis y naturaleza abrió ventanas de oportunidad y creó 
sistemas de incentivos que permitieron a nuevos poderes regionales 
reemplazar en el modelo de intermediación a los dos grandes partidos 
tradicionales, por otro nuevo en el que viejos y nuevos actores (terra-
tenientes, ganaderos, notablatos locales, gentes enriquecidas con la 
guerra y las economías ilegales) se articularon con narcos y paras.

31	 Los impactos de la política ya fueron cubiertos en la sección anterior; ver también 
Gutiérrez (2007).
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5.1	Ejemplo 1: impuesto predial

Las evaluaciones realizadas por el DNP a la descentralización con-
cluyeron que “Al finalizar la década de los años noventas se encuen-
tra un desbalance estructural en las finanzas públicas del gobierno 
central y deterioro de los indicadores fiscales del municipio. La im-
posibilidad de mantener el ritmo de gasto del gobierno central en los 
noventa exigió recientemente independizar las transferencias terri-
toriales de los ingresos corrientes de la Nación y garantizar un ritmo 
de crecimiento ligeramente menor al incremento esperado en la ac-
tividad económica.” (Zapata et al, 2001). Es decir, de acuerdo con el 
gobierno la descentralización fiscal se estaba volviendo económica-
mente inviable. De manera menos visible, ella generó dos problemas 
de carácter institucional. Primero, muchas entidades empezaron a 
recibir más recursos de los que podían manejar; esto no sólo se notó 
a nivel municipal sino también en las comisiones de regalías y otros 
diseños (Echavarria, Renteria, & Roberto, 2002) (Rincon, Ramos, & 
Lozano, 2004). Segundo, en muchos casos captaron menos recursos 
de lo esperado. Supongamos ahora que esbozamos la siguiente hipó-
tesis: la pereza fiscal se presentó en el país de manera diferenciada, 
con los municipios grandes y fuertes siendo mucho menos afectados 
por ella, y con aquellos que tienen presencia paramilitar siendo más 
golpeados. ¿Se sostiene? 

Evidencia cuantitativa y cualitativa sugiere que sí. Comienzo con el 
ejercicio más sencillo posible como “laboratorio para generar ideas”. 
Construyendo una base de datos en la que se introducen las variables 
de tipo de municipio, necesidades básicas insatisfechas, captación 
de impuestos, presencia guerrillera y presencia paramilitar, pode-
mos en principio diferenciar entre municipios con alto y bajo NBI, y 
después comparar cada categoría a través de ejercicios bivariados32.  
Las pruebas estadísticas  (para detalles ver el Anexo 1) arrojan los 
siguientes resultados:

a.	 Hay una fuerte asociación entre NBI y pereza fiscal (ver Tabla 
2). Entre más pobre el municipio, menos impuestos captará

32	 Como los datos no son normales, ni pueden normalizarse, no se utilizan técnicas 
multivariadas estándar como el Manova.
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b.	 Hay una fuerte asociación entre presencia paramilitar y pere-
za fiscal 

c.	 No hay asociación estadísticamente significativa entre pre-
sencia guerrillera y pereza fiscal (Tabla 3)

d.	 La pereza fiscal aumentó durante toda la segunda mitad de la 
década de 1990 (ver Mapas 1 a 4). Solamente algunos correc-
tivos –en particular, que se reintrodujera la evaluación de los 
desempeños municipales—permitieron mitigarla.

 ¿Cómo se puede tratar de interpretar este resultado? Según se 
vio en la sección anterior, hay básicamente dos clases de modelos de 
presencia de grupos armados no estatales en el municipio colombia-
no. La guerrilla estaba vitalmente interesada en obligar a los alcaldes 
a tomar decisiones favorables en áreas estratégicas, en recibir ren-
tas de los contratos municipales (el proverbial 10%)33, y en ampliar 
su base de apoyo a través de la presión sobre el sistema político, el 
gobierno municipal, y las élites socio-económicas. Para mantener su 
presencia, a veces ofrecían vigilancia –a narcos, o a terratenientes—a 
cambio de favores34. Los paramilitares igualmente querían forzar las 
“decisiones correctas” y captar rentas, pero su articulación con el 
cuadro institucional era distinta. La prestación del servicio de vigi-
lancia a los ricos y notables no era episódica y contingente, sino que 
constituía parte esencial del programa. En esa medida, ofrecían a 
los grupos de poder económico la posibilidad de ejercer una presión 
enorme –basada en las armas y la asimetría– sobre la municipalidad. 
Ilustro esto con una micro-narrativa. Un funcionario de un pequeño 
municipio que quiere recolectar el impuesto predial se dirige a un 
fundo inmenso, quizás montado en una vieja moto manejada por un 
policía. Lo recibe un señor afable, que les ofrece de comer y beber, y 
gasolina para la moto, mientras se ven en la distancia grupos de per-
sonas excelentemente armadas (estas personas ya han conquistado 
una sólida reputación de implacabilidad)35. No es muy creíble que, en 
este escenario, pueda en realidad recoger su impuesto predial. 

33	 Ver por ejemplo Sánchez y Peñaranda (comp), 2007.
34	 Aquí hay evidencia de una gran varianza regional.
35	 La construyó con base en varias entrevistas a profundidad. De hecho, la historie-

ta podría ser optimista. Reveladoras entrevistas no estilizadas sobre las brutales 
dificultades que enfrentan funcionarios en dominios territoriales de actores arma-
dos se encuentran en García (2008).
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En los dominios paramilitares, los políticos díscolos eran amena-
zados o ultimados –a menudo bajo acusaciones de corrupción, no 
de disidencia--, los funcionarios permanecían bajo presión y/o en 
contacto permanente con los comandos paras, y estos a su vez muy 
frecuentemente tenían relación orgánica con gremios de la produc-
ción. Hay detalladas descripciones cualitativas de estas dinámicas 
(García, 2008; Medina Gallego, 1990; González, Bolívar y Vásquez, 
2003; Gutiérrez y Barón, 2006)36.

5.2	Ejemplo 2: la provisión de la salud y la descentralización37

Un buen ejemplo de los efectos a los que me vengo refiriendo es 
la reforma al sistema de salud38. Este se constituyó en una bisagra 
entre el la implementación de políticas neoliberales y la descentra-
lización que la precedió. La idea central de la reforma fue acercar la 
provisión del servicio al ciudadano, aumentando simultáneamente 
la cobertura y la eficiencia (dos objetivos que, de hecho, se logra-
ron; desde una perspectiva comparada ver Abel y Lloyd Sherlock, 
2001).

Como es sabido, el instrumento central de la reforma a la salud 
es la Ley 100 de 1993. La Ley 100 creó dos regímenes, el contribu-
tivo y el subsidiado. A la vez, acabó con el monopolio del Estado, 
permitiendo el ingreso de agentes privados. Esta medida permitió 
aumentar la cobertura  (Morales, 1997; Jaramillo, 1994). Las nuevas 
empresas privadas o privadas-públicas –las EPS39, en la jerga co-

36 	 Tómese el ejemplo de Lebrija en la segunda mitad de la década de 1990. La 
inseguridad había aumentado bruscamente en la población, y una asociación de 
comerciantes decidió invitar –con la mediación de un oficial del ejército—a para-
militares que actuaban en otra región. La gestión de estos estuvo en permanente 
contacto con la asociación, a la que ulteriormente se unió otra de ganaderos. 
No sólo llevaban a cabo actividades de limpieza y represión, sino que también 
tenían aterrorizada a la administración municipal. Nada de esto impidió que los 
paramilitares cobraran rentas tanto a comerciantes como a terratenientes, quie-
nes finalmente trataron de cancelar la iniciativa. Pero esta ya había cobrado una 
dinámica irreversible (EXPEDIENTE 1770 - JUZGADO DEL CIRCUITO 002 PENAL 
ESPECIALIZADO DE BUCARAMANGA. Lebrija no es en este sentido un caso ex-
cepcional; hay multitud de casos similares.

37	 En esta subsección me baso en Gutiérrez, 2009.
38	 Ver Gutiérrez, 2009
39	 Empresas Prestadoras de Salud.
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lombiana– cuentan con sus propias redes de prestación de servicios 
o pueden subcontratar con otras instituciones. Como el subsidio es 
a la demanda, y no a la oferta, hay instituciones específicas para el 
régimen subsidiado. La prestación de servicios de salud a los secto-
res más pobres de la población en particular, se canaliza a través de 
las llamadas ARS40, las cuales pueden ser de varios tipos. Una ARS 
puede ser: una EPS, una Caja de Compensación, una cooperativa de 
salud, una asociación de vecinos o comunitaria (estos últimos dos 
sistemas son muy importantes en las regiones pobres, donde tan-
to los departamentos como los mercados son débiles). Todos estos 
entes organizacionales prestan servicios por medio de un plan obli-
gatorio de salud subsidiado41. En teoría, el Estado tiene a su cargo la 
identificación de los beneficiarios del sistema subsidiado42. Por otra 
parte, los beneficiarios tienen derecho a escoger la ARS a la cual de-
sean afiliarse. Las ARS actúan como intermediarias entre el Estado y 
los proveedores de servicios especializados, como hospitales, centros 
de salud, etc. Estos –las llamadas IPS43– “no tienen un presupuesto 
asignado con anterioridad, sino que las ARS les pagan cuando sumi-
nistran servicios a los beneficiarios”44. 

Es necesario observar que este hecho otorga un incentivo a las 
IPS para que no presten servicios a los pobres que no estén afiliados 
a una ARS. 

Un principio explícito en toda la reforma era la descentralización 
de la provisión del servicio, con el argumento convencional –cen-
tral para toda la promesa descentralizadora—de que esto aumentaría 
sustancialmente la eficiencia. Sin embargo, los paramilitares lograron 
apoderarse de una porción sustancial del sector, sobre todo de las 
ARS (Medina, 2008) a través de los siguientes mecanismos:

40 	 Administradoras del Régimen Subsidiado.
41	 Plan Obligatorio de Salud Subsidiada (POS).
42	 Por medio de un sistema conocido como SISBEN.
43	 Instituciones Proveedores de Salud.
44	 Quintana, Stella. El acceso a los servicios de salud en Colombia. Médicos sin fron-

teras, http://www.disaster-info.net/desplazados/informes/msf/acccesosaludcol.
htm 



36 25 años de la descentralización en Colombia

a.	 Creando cooperativas de salud o ejerciendo presión suficiente 
(por medio de la violencia y del soborno) sobre las ya existen-
tes, de modo que se sometieran a sus planes;

b.	 ya con una ARS de su propiedad, inflaban el número de bene-
ficiarios, apropiándose de elevados subsidios estatales;

c.	 exigiendo en ocasiones una renta a los beneficiarios existen-
tes. Podían hacerlo porque, por medio de la coerción, podían 
impedir que cualquier otra ARS participara del trato y, como 
ya hemos visto, el sistema otorgaba incentivos a los hospita-
les para que no prestaran servicios de salud a las personas 
pobres que no estuvieran afiliadas a una ARS.

La penetración paramilitar fue facilitada por el hecho de que las 
nuevas agencias creadas por la Ley 100 fueran extremadamente dé-
biles.  De acuerdo con informes gubernamentales, “mostraban dis-
paridades marcadas con respecto a su desarrollo organizacional e 
ineficiencias en sus sistemas contables y administración” (Corcho et 
al., 2000). Según una evaluación de 165 ESS –con base en criterios 
tales como participación social, gestión y parámetros financieros– 
“43 por ciento eran de nivel intermedio, y 11 por ciento de nivel 
alto”. Las EPS no tenían un sistema contable en 40por ciento de los 
casos (Corcho, et al., 2000, p.16).  A la vez, fue guiada por el hecho 
de que generara sustanciosos réditos en la construcción de poder 
local: acceso a rentas jugosas en un negocio de relativamente bajo 
perfil (comparado con el narcotráfico), posibilidad de legitimarse ante 
la población (apareciendo con un proveedor de favores frente a los 
pobres, es decir, constituyéndose en un “intermediario artificial”45); 
redes de conexiones con políticos y burócratas que están asociados a 
la operación de estas entidades; posibilidad de ofrecer servicios y/o 
negociar con otros poderes regionales y locales. 

5.3	Diseños y realidades

Como ya lo dije, de las anteriores ilustraciones no se puede colegir 
que la descentralización municipalista que se desarrolló en Colombia 

45	 El intermediario real gestiona favores a cambio de votos. El artificial ofrece recur-
sos que en todo caso hubieran llegado, y los presenta como favores particularis-
tas.
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tuvo efectos negativos en todas y cada una de las circunstancias, o 
que fue concebida para producir los efectos negativos que sí tuvo.  
Lo que sucedió es que los diseños institucionales tuvieron un efec-
to diferenciado, dependiendo de la coalición política que se activó 
después de la constitución de 1991, el músculo burocrático del ente 
subnacional, y la fortaleza en aquel tanto del estado como del merca-
do. Por ejemplo, en Gutiérrez et. al. (2009 b. y c.) se muestra cómo 
en Bogotá y Medellín nuevas coaliciones políticas que contaban con 
los incentivos correctos pudieron utilizar la capacidad administrativa 
que tenían a su alcance para promover un salto cualitativo tanto en 
materia de seguridad como fiscal46. No hubieran podido hacerlo sin 
los instrumentos y el margen de autonomía que les otorgó la cons-
titución. Si se me permite decirlo en el lenguaje más llano posible, 
la constitución permitió que estas ciudades fueran simultáneamente 
más autónomas y más estatales: el estado central de hecho even-
tualmente adoptó y copió muchas de sus políticas, pero el margen 
de maniobra para la implantación de un modelo de intermediación 
extorsivo disminuyó sustancialmente47.

 La clave del asunto está precisamente allí. La autonomía con-
quistada por los niveles subnacionales en el modelo descentraliza-
dor colombiano tuvo efectos diferenciales, dependiendo del grado de 
implantación de las fuerzas ilegales, de la capacidad regulatoria del 
estado y de la presencia de mercados legales aparte de la producción 
de materias primas para la exportación.  

6.	 Conclusiones

La descentralización en Colombia tuvo numerosos efectos positi-
vos, muchos de los cuales habían sido previstos por sus arquitectos. 
En efecto, acercó el estado al ciudadano y aumentó la legitimidad de 
aquel; mejoró en algunas ocasiones, y áreas, la eficiencia; generó 
una enorme cantidad de energías ciudadanas; le abrió las puertas a 
sucesivas reformas y nuevos modos de expresión ciudadana; permi-

46	  En la actualidad se discute qué tan sostenibles fueron esas revoluciones urbanas 
(y qué tan duraderos sus efectos). Eso es otro punto, que supera con mucho los 
límites de esta reflexión.

47	  Más en Bogotá que en Medellín, pero creo que incluso allá lo hizo de manera más 
o menos clara, aunque se mantuvo la presencia paramilitar.
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tió resquebrajar el tipo de clientelismo sobre el que se fundó la cons-
trucción del estado colombiano en un período histórico específico. 
A la vez, contribuyó a que el modelo de intermediación bipartidista 
fuera reemplazado por un modelo de intermediación extorsivo.

¿Qué sucedió? Seguramente se necesiten más estudios para 
comprender las secuencias y los mecanismos involucrados en el 
proceso, pero al menos algunos hitos centrales de él se pueden 
describir con relativa claridad. La descentralización (institucional) 
colombiana tuvo lugar porque había tradiciones y demandas en-
dógenas en el país, pero también porque estuvo precedida de una 
descentralización de facto resultado de diseños institucionales pre-
vios y de la incorporación del país a un mercado global ilegal. Con 
la adopción de la elección de gobernantes subnacionales, los ci-
mientos sobre los que se asentaba el modelo de intermediación bi-
partidista se debilitaron críticamente. El sistema político, cuya vida 
rutinaria estaba estrechamente relacionada con la capacidad de los 
niveles superiores de tramitar demandas de los inferiores frente al 
centro (partidista y estatal) quedó desarticulado48. La combinación 
de más autonomía y rentas invitó a guerrilleros y paramilitares a 
hacerse a nichos dentro del poder municipal. Fueron estos últimos,  
quienes por sus especificidades lograron crear una red y un sistema 
de alianzas muy amplios, que son a la vez causa y consecuencia 
del cambio cualitativo de nuestro sistema político en 2002. El fin 
del bipartidismo, con sus largas correas de transmisión políticas y 
basadas en un clientelismo en el que fuerzas e identidades políticas 
jugaban un papel central, estuvo asociado a una transformación 
sustancial de la estructura del poder territorial en el país. Los dos 
grandes partidos perdieron su capacidad intermediaria –no sólo no 
existían ya las condiciones institucionales para que lo hicieran; tam-
bién perdieron su voto bogotano—. Fueron reemplazados por nue-
vas redes de poder que conectaban al centro con las regiones. En 
estas, los protagonistas han sido coaliciones de élites económicas 
rurales y agentes del estado, articulados a “señores de la guerra”, 
narcotraficantes y bandas criminales. 

48	 Me gustaría subrayar el impacto del énfasis municipalista de nuestra descentrali-
zación en este contexto.
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En la Tabla 4 el lector encontrará una comparación ---que podría 
ampliarse introduciendo aún otros criterios—entre el modelo de in-
termediación bipartidista, por ejemplo tal y como se conoció bajo 
el Frente Nacional, y el modelo de intermediación extorsivo. En el 
primero, el nivel superior (por ejemplo gobernador) tramitaba fa-
vores individuales para el nivel inferior (por ejemplo, alcaldes), y 
se usaban privadamente recursos públicos, pero a través de agen-
cias que formalmente operaban bajo la presunción de universalismo 
(burocracias)49.  En el segundo, ya no se puede hablar tan clara-
mente de nivel superior o inferior. Más que tramitar favores frente a 
agencias relativamente universales del estado central –que se han 
debilitado—se construyen redes de amigos, a menudo blindadas por 
grupos armados. En el primero, las prácticas ilegales características 
eran el manejo de la nómina, el aprovechamiento de la presencia 
(por ejemplo de concejales) en las empresas públicas, y el chantaje al 
ejecutivo (bloqueo selectivo) para obtener prebendas a cambio de la 
aprobación de proyectos. En el segundo, mientras que se conservan 
elementos del modelo anterior, se añade la captación de rentas de la 
economía cocalera (y otras economías exportadores de materias pri-
mas), y la extorsión. La violencia está mucho más regionalizada, y el 
fraude electoral se lleva a cabo de manera más extensa, precisamen-
te porque no hay los pesos y contrapesos naturales que dimanan de 
la competencia entre dos grandes fuerzas nacionales, que se vigilan 
y que tienen presencia en casi todas las circunscripciones electorales. 
La tendencia del primer modelo fue moderadamente centrípeta (fa-
llidamente centrípeta, de hecho), con algunos incentivos e iniciativas 
para pasar de la intermediación a una forma más avanzada de rela-
ción entre el centro y el resto del país. La del segundo es centrífuga, 
de manera que la centralización que se observa es a la vez real y for-
mal: se puede documentar cuidadosamente, pero en esencia consis-
te en la coordinación de diversos poderes regionales.  Por supuesto, 
este contraste es más neto de lo que resulta de las prácticas reales. 
Hoy, hay una imbricación entre los dos modelos y herencias del pasa-
do. Antes, se presentaban elementos del extorsivo.  Pero como tipos 
ideales uno y otro modelo muestran diferencias claras.

Si todo lo que estoy diciendo es verdad, entonces estamos pre-
senciando el nacimiento y desarrollo de una nueva estructura de po-

49	 De hecho, se crearon muchas de estas agencias.
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der territorial del país: un cambio a gran escala del estado mismo. 
En estas condiciones, no creo que tenga mucho sentido discutir si 
necesitamos más o menos centralización, o si es necesario corregir 
los “excesos” descentralizadores de la Constitución de 1991. El én-
fasis simplemente está mal planteado. Necesitamos herramientas 
para superar el actual modelo de intermediación extorsivo, que es 
ineficiente, centrífugo y está altamente criminalizado. Promover a 
cambio una vuelta al modelo bipartidista –o cualquier otra modali-
dad de intermediación-- no sólo sería indeseable, sino irrealizable. 
En términos de la discusión de García (2008), necesitamos avanzar 
hacia alguna forma de nacionalización, en la que haya diferentes 
modalidades de auto-gobierno que contribuyan a la consolidación 
del estado nacional. ¿Qué cambios necesitaríamos? De lo discutido 
en este artículo salen algunos insumos para alimentar reformas que 
nos orienten hacia un nuevo tipo de relación entre el centro y las 
regiones:

a.	 El carácter municipalista de nuestra descentralización no re-
sultó de tradiciones endógenas, no estaba basado en capaci-
dades institucionales construidas, y sus resultados no parecen 
muy alentadores. Muchos municipios son débiles y vulnerables 
a la influencia de agentes violentos y/o criminales. La mayoría 
de ellos tampoco tiene la capacidad de promover políticas au-
tónomas que mejoren la calidad de vida de sus habitantes. 

b.	 Por consiguiente, hay que fortalecer a la unidad intermedia 
entre el municipio y la nación. La discusión de cuál es (cuáles 
son) la(s) unidad(es) intermedia(s) pertinente, y cuáles atri-
buciones debe tener, es urgente.

c.	 La descentralización en Colombia necesitaría de un sistema de 
incentivos que premiara en términos de autonomía y recursos 
a las unidades subnacionales que manejen bien sus recursos 
y logren disminuir sustancialmente la penetración de agentes 
criminales. 

d.	 Más en general, se necesitan diseños diferenciados, que tengan 
en cuenta la gran variedad de problemas, capacidades y tradi-
ciones que tienen las regiones colombianas, así como el hecho 
de que el país está integrado a un mercado ilegal global.
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e.	 Esquemas como el de los fondos de regalías requieren de una 
reconsideración y seguramente un rediseño. Regalías enor-
mes con presencia débil del estado contribuyen al fortaleci-
miento de la ilegalidad, no del desarrollo.

f.	 Hay que fortalecer al Departamento Nacional de Planeación, 
en particular a su Unidad de Desarrollo Territorial 

Tablas

Tabla 1

Problemas generados por la Constitución de 1991 y la Ley 60

Fuente:Conpes – DNP. 2002. Distribución del Sistema General de Participaciones Vigencia 2002

				  PROBLEMAS			  DESCRIPCIÓN

1.	Fluctuaciones e inestabilidad	 Las transferencias dependían de los Ingresos Corrientes	
	 de la Nación, los cuales fluctúan de acuerdo al compor-		
	 tamiento de la actividad económica.

2.	Asimetría en el aumento	 Transferencias inferiores a su tendencia y restricciones 	
del gasto	 para su disminución generaban mayor gasto del 

		  Gobierno Nacional.
		  Transferencias superiores a la tendencia, se traducían 		

	 en mayores gastos en salarios los cuales son altamente 		
	 inflexibles

3.	No promovía mejoramiento en	 Las transferencias se asignaban independientemente
	 la cobertura y la calidad de los	 de si se lograban o no las metas propuestas y si había
	 servicios sociales	 o no una buena gestión en el uso de los recursos.

4.	Inequidades regionales en la	 Al depender de asignaciones históricas se perpetuó
	 distribución	 la inequidad de concentrar el personal más costoso
		  en los municipios menos pobres.
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Tabla 2
NBI vs. Impuestos

2-A Estadísticos de contraste(a,b)

ln_predial ln_transe ln_Ing ln_imp

Chi-cuadrado 313.468 74.539 73.629 208.113

Gl 3 3 3 3

Sig. asintót. .000 .000 .000 .000

a  Prueba de Kruskal-Wallis
b  Variable de agrupación: NBI_cat1

2-B NBI vs. Pereza fiscal
Estadísticos de contraste(a,b)

Pereza fiscal

Chi-cuadrado 245.310

Gl 3

Sig. asintót. .000

a  Prueba de Kruskal-Wallis
b  Variable de agrupación: Nbi4cat

Tabla 3
NBI vs. Presencia paramilitar

3-A  Estadísticos de contraste(a,b)

ln_predial ln_transe ln_Ing ln_imp

Chi-cuadrado 14.131 97.589 85.556 28.369

Gl 1 1 1 1

Sig. asintót. .000 .000 .000 .000

a  Prueba de Kruskal-Wallis
b  Variable de agrupación: PP

3- B  Presencia paramilitar vs. Pereza fiscal
Estadísticos de contraste(a,b)

Perezafiscal

Chi-cuadrado 9.007

Gl 1

Sig. asintót. .003

a  Prueba de Kruskal-Wallis
b  Variable de agrupación: Presencia Paramilitar
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Tabla 4
NBI vs. Presencia guerrillera

4-A  Estadísticos de contraste (a,b)

 ln_predial ln_transe ln_Ing ln_imp

Chi-cuadrado .270 38.184 21.997 3.985

Gl 1 1 1 1

Sig. asintót. .604 .000 .000 .046

a  Prueba de Kruskal-Wallis
b  Variable de agrupación: M_x_de_guerrilla

4-B  Presencia guerrillera vs. Pereza fiscal
Estadísticos de contraste (a,b)

 Perezafiscal

Chi-cuadrado .039

Gl 1

Sig. asintót. .844

a  Prueba de Kruskal-Wallis

Tabla 5

El papel de los tejidos conectivos (como los medios de comunicación)

Criterio/modelo Intermediación bipartidista Intermediación extorsiva

Grado de 
universalismo

Favores, frente a un agencia 
burocrática

Favores, amigos

Grado de ilegalidad Manejo de la nómina, presencia 
en el manejo de los servicios, 
chantaje al ejecutivo

Mercado global ilegal, contra-
tos, extorsión

Violencia contra los 
opositores

Cíclico Cíclico, con gran varianza regio-
nal y alto uso profiláctico de la 
violencia

Elección Con trampas marginales Generalización de la trampa, 
democratización

Tendencia Moderadamente centrípeta Concentración, negociación 
con los poderes regionales
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Mapa 1
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Mapa 2
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Mapa 3
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Mapa 4
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Anexo 1 

BASE DE DATOS

INGRESOS TOTALES: Registra en miles de pesos el valor recibido por los 
municipios. Datos constantes a 1998. Fuente: Departamento Nacional de 
Planeación. Cálculos del autor

IMPUESTOS: Registra en miles de pesos el valor total de los impuestos 
recibido por los municipios. Datos constantes a 1998. Fuente: Departamento 
Nacional de Planeación. Cálculos del autor

PREDIAL: Registra en miles de pesos el valor por concepto de impuesto 
predial recibido por los municipios. Datos constantes a 1998. Fuente: Depar-
tamento Nacional de Planeación. Cálculos del autor

TRANSFERENCIAS: Registra en miles de pesos el valor de las transferen-
cias recibidas por los municipios. Datos constantes a 1998. Fuente: Depar-
tamento Nacional de Planeación. Cálculos del autor

GASTOS DE FUNCIONAMIENTO: Registra en miles de pesos el valor de 
los gastos del municipios. Datos constantes a 1998. Fuente: Departamento 
Nacional de Planeación. Cálculos del autor

NBI: Registra el porcentaje de población con necesidades básicas insatis-
fechas. Censo 1993 y 2005. Fuente DANE

PEREZA FISCAL: Se definió como la relación entre ingresos por impues-
tos y los gastos de funcionamiento de los municipios. Datos constantes a 
1998. Fuente: Departamento Nacional de Planeación. Cálculos del autor

PRESENCIA PARAMILITAR: Variable dummy que registra la presencia de 
algún grupo paramilitar antes del proceso de desmovilización. Fuente Policia 
Nacional

PRESENCIA GUERRILLERA: Variable dummy que registra la presencia 
en un municipio de algún grupo guerrillero. Esta variable se construyo de 
acuerda a la información de hostigamientos y emboscadas. Fuente Policia 
Nacional. Cálculos del autor.
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Anexo 2

Las pruebas y sus resultados

Estos resultados se podrían interpretar de la siguiente manera, para el 
caso de impuesto predial se tienen  236 municipios que están por encima 
de la mediana y tienen un nivel bajo de necesidades básicas insatisfechas; 
mientras que tenemos 173 por debajo de la mediana y con un alto nivel de 
Necesidades básicas insatisfechas.

Por otra parte, en las transferencias tenemos 141 municipios por encima 
de la media y con un nivel de NBI bajo; mientras que tenemos 86 municipio 
con NBI alto y están por debajo de la mediana.

En cuanto a los ingresos, tenemos 181 municipios por encima de la me-
diana y con NBI bajo; 118 municipios con NBI alto y por debajo de la me-
diana.

Los impuestos, de los 279 los municipios con NBI bajo, 224 tienen re-
colección de impuestos por encima de la mediana; mientras de los 260 con 
NBI alto, 169 municipios tienen recolección de impuestos por debajo de la 
mediana.  

La prueba CHI cuadrado nos permite concluir  que el NBI de los munici-
pios genera diferencias en cada una de las variables fiscales que se analiza-
ron, los municipios que tienen un menor NBI presentan ingresos, impuestos 
y predial, por encima de la mediana a diferencia de los municipios con NBI 
alto, los cuales tienen ingresos por debajo de la mediana; mientras que el 
tema de las transferencias si difiere para los municipios con NBI alto ya que 
la mayoría tiene transferencias por encima de la mediana, lo cual es obvio 
dado que las transferencias tiene un enfoque especial hacia los municipios 
pobres.

La prueba Kruskal Wallis, nos sugiere que tenemos evidencia estadística 
para afirmar que el promedio fiscal de los municipios es diferente entre cada 
grupo de NBI; como el nivel crítico es menor a 0.05 podemos rechazar la 
hipótesis nula de igualdad de promedios poblacionales y  concluir que las 
poblaciones comparadas difieren en NBI.

Análisis: Presencia paramilitar – ingresos fiscales 

Las pruebas Kruskal Wallis, Jonckheere-Terpstra y la mediana, nos per-
miten rechazar la hipótesis nula de igualdad de promedios poblacionales y 
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concluir que las poblaciones comparadas difieren en presencia de grupos 
paramilitares.

La tabla de frecuencia de la prueba de la mediana, nos muestra que 
aproximadamente el 60 por ciento de los municipios con presencia para-
militar (495 en total), tienen ingresos fiscales por encima de la mediana, 
mientras que el 60 por ciento  de los municipios que no tiene paramilitarismo 
están por debajo de la mediana del nivel de ingresos.

Las pruebas Kruskal Wallis, Jonckheere-Terpstra y la mediana, nos per-
miten rechazar la hipótesis nula de igualdad de promedios poblacionales y 
concluir que las poblaciones comparadas difieren en presencia de grupos 
guerrilleros.

La tabla de frecuencia de la prueba de la mediana, nos muestra que 
aproximadamente el 50 por ciento de los municipios con presencia guerri-
llera (481 en total), tienen ingresos fiscales por encima de la mediana, la 
misma proporción se presenta en los municipios que no tiene guerrilla.

Las pruebas Kruskal Wallis, Jonckheere-Terpstra y la mediana, nos per-
miten rechazar la hipótesis nula de igualdad de promedios poblacionales 
y concluir que las poblaciones comparadas difieren de acuerdo al nivel de 
NBI.

La tabla de frecuencia de la prueba de la mediana, nos muestra que 231 
municipios que tienen un NBI alto tiene una pereza fiscal menor a la media-
na, mientras que 170  municipios clasificados con NBI baj, tienen una pereza 
fiscal mayor  a la mediana.

Las pruebas Kruskal Wallis, Jonckheere-Terpstra y la mediana, nos per-
miten rechazar la hipótesis nula de igualdad de promedios poblacionales y 
concluir que las poblaciones comparadas difieren si hay presencia o no de 
grupos paramilitares.

La tabla de frecuencia de la prueba de la mediana, nos muestra que hay 
329 municipios que no tienen presencia paramilitar y 222 con presencia pa-
ramilitar que tienen pereza fiscal menor a la mediana. 
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Las preguntas sin respuesta de la descentralización:  
la encrucijada y los nuevos caminos

Viviana Barberena Nisimblat*

1.	 Presentación

El tema de la descentralización en Colombia ha sido objeto a lo 
largo de las últimas dos décadas de múltiples evaluaciones y escritos, 
los cuales, a pesar de sus diferencias en cuanto a rigor conceptual, 
han logrado aportar información importante, como indicadores e in-
cluso percepciones sobre el tema. El presente documento, busca ser 
un abrebocas a la reflexión sobre el futuro de la descentralización en 
el país, sin hacer una evaluación de sus desarrollos, ni un recorrido 
histórico o de análisis de cada uno de los elementos del proceso des-
centralizador; pero sí llamando la atención sobre asuntos que coti-
dianamente se viven pero a veces no se discuten o que se discuten 
pero no llegan a resolverse o se olvidan porque lo urgente deja atrás 
la discusión de lo importante; esta es una enfermedad típica que pa-
dece  la descentralización, especialmente en las relaciones entre el 
gobierno central y los gobiernos locales.

Para su desarrollo conceptual y para poder evidenciar cambios 
relevantes y riesgos a futuro se tomaron como base:

*	 Abogada de la Universidad Externado de Colombia y diplomada en filosofía en 
la Universidad del Rosario con Maestría en Administración Pública en Alemania 
Hochschule für Verwaltungwissenchaften-Speyer. Actualmente es  Consultora y 
Docente universitaria, experta en temas descentralización, gestión pública y mo-
dernización del estado y de trabajo con la cooperación internacional. Fue Sub-
directora de Programas Regionales de la ESAP, asesora de Findeter en temas de 
fortalecimiento institucional y por más de 10 años coordinó y asesoró el área de 
gobernabilidad, transparencia y buena gestión territorial en la GTZ Cooperación 
técnica alemana en diversos programas.
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Un documento elaborado por Fescol  al cumplirse los diez años 
de descentralización donde hay análisis e información valiosa sobre 
diversos aspectos del modelo de descentralización. 

La evaluación de la descentralización municipal en Colombia en el 
año 2.002, que contiene el desarrollo de una conceptualización bási-
ca, el análisis sectorial y estudios de caso regionales que se realizó el 
DNP con el apoyo del PNUD, ACCI, GTZ y Fonade.

Las memorias del seminario Internacional “20 años de la descen-
tralización en Colombia: presente y futuro” organizado por la Red 
Rinde50 y que contó con actores de la vida política, social y guberna-
mental que han conocido el desarrollo de la descentralización.

Por otra parte, se propuso a través de entrevistas y en diálogo 
un poco más informal, el intercambio con personas que han vivido la 
descentralización desde distintos ángulos pero especialmente desde 
el ámbito territorial. Si bien responden a algunos criterios en la selec-
ción, podrían caber muchos más, pero el ejercicio exhaustivo volvería 
imposible los propósitos de este trabajo.

Se conversó con algunas personalidades nacionales que han teni-
do amplia relación con el tema, como el exalcalde de Bogotá, Anta-
nas Mockus, reconocido como uno de los grandes transformadores de 
la ciudad en el marco de la descentralización en Colombia; también 
con el Gobernador de Santander Horacio Serpa Uribe, quien es tal 
vez una de las personas en Colombia que más experiencia en terreno 
ha tenido por su trayectoria política, (alcalde y concejal nombrado, 
constituyente, Ministro de Gobierno, Congresista, Procurador General 
y candidato a la Presidencia) y que en consecuencia puede hablar de 
un antes y un después; se entrevistó al alcalde de Jericó (Antioquia) 
Carlos Augusto Giraldo, quien es repitente en este cargo y tiene una 
preparación académica y conceptual sobre estos asuntos que le per-
miten no sólo una mirada de antes y después, sino de lo que ha cono-
cido por fuera de su municipio e incluso a nivel internacional. Ha sido 
consultor de la cooperación internacional en temas de gestión pública 
y en su primera alcaldía fue distinguido como Alcalde Verde de Co-
lombia; y finalmente se quiso darle al texto la mirada internacional 
de alguien conocedor del tema, pero también del proceso colombia-
no. Aprovechando su visita a Colombia, se habló con el experto de la 

50	 Red de Iniciativas para la gobernabilidad, la democracia y el desarrollo territo-
rial.
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cooperación alemana GTZ Thorsten Sagawe, quien durante su esta-
día en  el país fue Asesor Principal en los programas Mejor Gestión de 
los Departamentos, Profim y Prodespaz, en articulación con el DNP y 
la Federación Colombiana de Municipios.

Se aclara que hay temas que, aún cuando son recurrentes en 
los textos y en las entrevistas, no se incluyeron por formar parte de 
otros trabajos complementarios.

2.	 Introducción

Sobre el proceso de descentralización en Colombia se ha dicho 
todo, o casi todo. En algunos puntos coinciden incluso amigos y ene-
migos de ella. Los teóricos llevan por lo menos 20 años sin poner-
se de acuerdo y sin encontrar la clave para sustentar sus disensos, 
mientras la realidad atropella las discusiones conceptuales. Hay otros 
dilemas que tampoco se resuelven fácilmente, ya que, pese al entu-
siasmo con que se acogieron las reformas, la estrategia de la descen-
tralización en el país se dio desde la adopción de modelos aplicados 
a otros países, suponiendo realidades semejantes, pero dejando de 
lado aquellos factores determinantes de nuestra realidad como el 
conflicto armado, que deberían haber sido nodales en el diseño del 
proceso. En lenguaje corriente se diseñó para Dinamarca y no para 
Cundinamarca. Pero también se dieron por verdades algunos aspec-
tos que la historia ha terminado revaluando, como por ejemplo, que 
los alcaldes y gobernadores definen las prioridades propias de su 
territorio, pero las reformas tienden a que cada vez las decisiones 
estén enmarcadas dentro de la política nacional (incluso podría pen-
sarse en lineamientos internacionales, como es el caso de los ODMs, 
aunque en menor medida). Las discusiones de política territorial no 
se dan desde los territorios hacia la Nación, sino que se dictan linea-
mientos hacia abajo. No obstante, hay que decir que los gobiernos 
territoriales concentran sus discusiones con la nación básicamente en 
2 temas: (i) los recursos en lo sectorial y, (ii) el orden público en los 
Consejos de seguridad. Así poco a poco la agenda política propia de 
la descentralización ha sido suplantada por la agenda de la negocia-
ción de proyectos y programas. Inclusive uno de los indicadores de 
eficiencia fiscal “obvia” es el cumplimiento de tareas con recursos de 
la Nación.
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Con la ilusión de la Constitución del 91 se creyó que la descentra-
lización saldría favorecida de allí, dado que se pareció avanzar en al-
gunos puntos importantes: se constitucionalizaron las transferencias 
(hoy sistema general de participaciones), se dio paso a la elección 
popular de gobernadores, se reafirmó la autonomía de las entida-
des territoriales. Pero esto también significó al mismo tiempo que 
la descentralización abandonó su ideario democrático y participativo 
para convertirse en una manera de ejecutar los recursos sectoriales 
del país: salud, educación y agua potable, con consecuencias impre-
decibles en su momento, pero que la volvieron el instrumento útil 
de la Nación para cumplir con las tareas más urgentes, sin importar 
la coherencia y la inserción en las prioridades regionales. Así la es-
tructura de departamentos y municipios descansa en ejes de poder 
muy concentrados en estos 3 sectores (sobre todo salud y educación 
e infraestructura) y aun cuando tienen tareas muy relevantes en el 
desarrollo, la máxima atención de la administración se concentra en 
cumplir con estas metas que claramente fija y estandariza la Nación 
por sí misma. 

Esto sin contar con las reformas de control al gasto que privilegia-
ron básicamente decisiones financieras sobre territoriales. A un país 
que requiere un Estado más fortalecido en las regiones, le propu-
sieron lánguidas estructuras sin capacidad para emprender desafíos 
propios de sus competencias y le quedaron apenas los recursos nece-
sarios para cumplir con el funcionamiento y las tareas que la nación 
le ha encomendado.

Como se dice en la presentación del presente texto, sobre la des-
centralización se han realizado varias evaluaciones. La más completa 
es quizás la emprendida por el Departamento Nacional de Planeación 
(DNP) donde realizó una revisión juiciosa de prácticamente todas las 
áreas. Fescol ya había emprendido esa tarea al cumplirse 10 años de 
la descentralización y RINDE al cumplirse los 20 años quiso volver so-
bre el análisis de lo pasado, especialmente en el campo político. Bajo 
este contexto, este trabajo propone hacer una revisión de los aná-
lisis y propuestas que de estos estudios se derivan, para encontrar 
puntos de acuerdos y desacuerdos, pero sobre todo avances y retro-
cesos identificados sobre los cuales el país debe seguir discutiendo. 
Sorprende en todo caso que la Nación no ha emprendido jamás una 
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evaluación que dé cuenta del modelo diseñado y de la manera como 
ella se ha orientado a ejecutarlo. Aquí se encontrarían buena parte 
de los problemas.

Como se explicó al inicio del presente documento se propone adi-
cionalmente un intercambio de opiniones con algunos de quienes han 
sido actores y testigos de excepción del proceso en Colombia, incluso 
con quienes lo han visto crecer y desarrollarse comparado con otras 
latitudes como es el caso de la cooperación técnica en Colombia, para 
cotejar su percepción y conocimiento con los datos que han arrojado 
los diferentes estudios. Esta mirada puede dejar entrever algunos 
aspectos que las evaluaciones han dejado por fuera e incluso resaltar 
aspectos que se han perdido en los vericuetos de su desarrollo.

Es difícil proponer en un país con el grado de polarización que vive 
Colombia, hacer un análisis que conduzca a un relanzamiento del pro-
ceso de descentralización para mejorar y corregir aquellos problemas 
de la concepción inicial, que son fruto de desarrollos posteriores del 
país e incluso del entorno. Podría decirse que la descentralización, 
como proceso, debe ser dinámica para corregir aquellas cosas que la 
pueden estar afectando, pero al mismo tiempo debe entenderse que 
su desarrollo requiere un proceso de maduración para ser apropiada. 

3.	 El sentido político de la descentralización

Desde las primeras reflexiones y evaluaciones de la descentraliza-
ción (con diferentes grados de profundidad y en ámbitos distintos), 
se ha reconocido en el proceso una gran capacidad de movilización 
en lo político, el surgimiento de fuerzas locales que consiguieron lle-
gar a los gobiernos locales y romper con el bipartidismo y formas 
tradicionales de la política. 

En opinión del experto internacional Thorsten Sagawe “no sé si 
son los campeones, pero están entre los dos o tres países de América 
Latina que han tomado la descentralización política muy seria, se ve 
el compromiso político, se ven también francotiradores en todos los 
niveles pero creo que es un tema que Colombia se ha tomado muy 
seriamente en los últimos 20-25 años.”

En el libro “10 años de la descentralización Resultados y perspec-
tivas” editado por Fescol, se señala la elección popular de alcaldes 
como un mecanismo privilegiado de descentralización política, con 
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los siguientes objetivos, en los cuales varios analistas coinciden: “(i) 
la institucionalización del conflicto en forma tal que se civilice la con-
tienda política y se aclimate la paz; (ii) ampliación del espectro políti-
co, más allá del bipartidismo tradicional y, por ende, promoción de la 
expresión institucionalizada de formas no bi-partidistas de represen-
tación; (iii) extensión de formas de organización no tradicionalmente 
partidarias (indígenas,  movimientos cívicos, religiosos, asociaciones 
culturales, etc.), y (iv) generación de cambios en el comportamiento 
electoral, tendientes a superar la abstención crónica, fuente de ilegi-
timidad” (Restrepo y Ochoa, 1994, Pp. 133). Advierten sin embargo 
los autores, que la elección popular es una estrategia necesaria pero 
no suficiente y en cuanto a la abstención señalan un descenso a par-
tir de 1990.

En la evaluación de la descentralización que el Departamento Na-
cional de Planeación realizó en el año 2003, se mostraba que sí se 
incrementó la participación electoral medida en porcentaje de voto 
por alcalde respecto del censo electoral, pero este aumento no es 
significativo a partir del año 2000. (Departamento Nacional de Pla-
neación, 2001, Pp. 261) 

En este sentido puede decirse que al menos en sus inicios la des-
centralización facilitó la apertura política que hasta hoy ha hecho posi-
ble el surgimiento de figuras de reconocimiento nacional, que incluso 
trascienden el ámbito local y se convierten en opción política a nivel 
nacional (no es casual que hay cuatro ex alcaldes y un ex goberna-
dor disputando las próximas elecciones y su carta de presentación 
es su buena gestión local). Este incremento también se muestra en 
la promoción de nuevas alternativas políticas. Si se revisan cifras de 
participación electoral en elecciones subnacionales se encuentra que 
se mantiene alrededor del 54% mientras las de orden nacional alre-
dedor de 45%.

Lo anterior podría llevarnos a reconocer que en  lo relacionado con 
la apertura democrática, la descentralización sí produjo un cambio 
significativo en la forma de hacer política y en la motivación general 
de la sociedad para intervenir en los asuntos locales, desde el proce-
so electoral hasta otras formas de participar en la vida local.

A decir del Gobernador Serpa, quien fuera Alcalde y Concejal de 
Barrancabermeja antes de la descentralización:  “desde muy tempra-
no como hombre de provincia que se vinculó a la labor pública, tuve 
experiencias que me llevaron a la convicción de que en Colombia se 
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requería un modelo descentralizado, fui alcalde, fui concejal de va-
rios municipios y vi de qué manera en la provincia, en la región, en 
lo local, se sufría por la avaricia de los grandes centros y por qué las 
decisiones que se tomaban en los más altos niveles, no consultaban 
nunca los requerimientos de los municipios y los departamentos.”

Políticamente habría que dar cuenta de otro fenómeno y es que el 
prestigio de estos reconocidos gobernantes no está asociado a nin-
gún partido político y adquieren valor por sus ejecuciones. Esto pue-
de significar al mismo tiempo una mutación del valor político, pero 
se puede constatar en los fenómenos electorales de por lo menos los 
últimos 10 años. Alcaldes y Gobernadores de gran prestigio no son 
reconocidos o asociados por los electos de acuerdo a los principios 
esenciales e ideológicos de los partidos a los cuales pertenecen, sino 
con el reconocimiento a unos hechos concretos de la gestión. Es pro-
bable que nadie recuerde de qué partido era Antanas Mockus cuando 
fue alcalde (de hecho lo fue por dos Partidos o movimientos distin-
tos), ni Peñalosa y de Lucho Garzón, se dice que hay más Luchismo 
que Polo, lo mismo podría decirse de otros como Sergio Fajardo en 
Medellín, Judith Pinedo en Cartagena y como ellos hay más ejemplos, 
pues sólo los más recientes están mencionados.  El mismo Presidente 
Uribe sería un buen ejemplo de esto.

Antanas Mockus, desde su experiencia en Bogotá señala que “la 
trayectoria de Bogotá ilustra fuertemente las bondades de la des-
centralización.  Primero la descentralización y luego el estatuto or-
gánico en el año 1993, le otorgaron a la administración de  Bogotá 
un margen de acción grande que permite romper con el cogobierno 
existente en legislaciones  anteriores. Así Bogotá pudo aprovechar 
la descentralización en beneficio de la ciudad en términos de sus 
políticas de transporte, de  sus políticas tributarias, de sus arreglos 
institucionales.”

Los ciudadanos en Bogotá se han beneficiado con una administra-
ción más eficiente y moderna. De otro lado, Bogotá sería ingoberna-
ble sin sus 20 alcaldías menores y sus Juntas Administradoras loca-
les, aunque bajo este esquema se evidencia que la administración al 
interior  es más compleja y los cambios han venido más lentamente. 
Pero es importante precisar que “la descentralización requiere mayo-
ría de edad, reconocimiento de autonomía y seguimiento férreo de la 
ciudadanía.”

Jaime Castro, a pesar de haber sido un gran impulsor de la des-
centralización y a propósito de la celebración de los 20 años en un 
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evento organizado por Rinde en la Universidad Externado de Colom-
bia, decía que “se cambió y fortaleció la vida administrativa y fis-
cal de municipios y departamentos, pero no se cambiaron reglas de 
juego en materia política. Se permitió el manejo de las recuperadas 
entidades territoriales conforme a prácticas, costumbres, mañas y vi-
cios que se utilizaban en el esquema anterior centralizado.” (Castro, 
2007, Pp. 119)

Sin bien esto pudo ser cierto, todos los análisis conducen a mos-
trar que por el contrario el espectro político sí se abrió y aparecieron 
otros actores en la vida local y regional. Afirma incluso muy pesimis-
ta Jaime Castro que no sólo no cambió, sino que las nuevas fuerzas 
que surgieron terminaron asimiladas a estos esquemas tradicionales: 
“Con dificultad, nuevas organizaciones políticas, sociales, cívicas, co-
munitarias, rebeldes, o independientes lograron conquistar alcaldías 
y gobernaciones, pero como no se cambiaron las reglas, en poco 
tiempo y en la mayoría de los casos, se “contaminaron”, incluso, in-
currieron en faltas mayores que los actores tradicionales, por eso no 
sobrevivieron más allá de un período.”  (Castro, 2007, Pp. 120)

Las consecuencias podrían mirarse en dos sentidos: por una par-
te, la crisis de los partidos hace que la representación en ellos no 
se requiera para hacer un buen gobierno, pero por otra, fortalece 
a la descentralización, otorgando gran status al valor de acertadas 
decisiones de gobierno regional o local con potencial de incidencia 
nacional.

Así el sistema político se oxigena de abajo hacia arriba, contribuye 
a producir un relevo y a recuperar confianza en lo público: los líderes 
adquieren su liderazgo por su actuar concreto y reconocido, lo cual 
genera más “certezas” en el elector. Se convierte en una especie de 
prenda de garantía, sin que esto signifique que se quiera promover 
caudillismos individuales insanos para la democracia. Resulta espe-
cialmente interesante el reconocimiento que de esto han hecho los 
tres alcaldes de Bogotá que se han unido alrededor de un partido. 
Pero también los malos gobiernos locales y regionales contribuyen a 
la idea de que sólo la intervención del gobierno nacional hace posible 
el cumplimiento de metas sociales. 

En este punto resulta difícil ir más allá de la simple especulación 
en el sentido de qué tan positiva ha sido la elección popular de alcal-
des y gobernadores. En algunas ciudades podría decirse que han sido 
más los gobiernos malos que los buenos y esto inevitablemente lleva 



63Las preguntas sin respuesta de la descentralización

a sus habitantes a concluir que no se ha avanzado. Otras en cambio 
reconocen que sólo la descentralización y la elección popular de al-
caldes hicieron posible “el milagro”. Bogotá sería el prototipo de estas 
últimas. Como es algo tan subjetivo, ondeante como la democracia 
(en la democracia no siempre se elige bien, es deseable por supues-
to, pero no es requisito) es imposible de probar por qué siempre ha-
brá excepciones y contraejemplos. Pero resulta preocupante que se 
generalice porque esto no permite orientar las acciones hacia donde 
están verdaderamente los problemas.

Carlos Augusto Giraldo afirma que si bien es cierto que puede 
haber corrupción, encuentra fallas protuberantes en el seguimiento 
que se hace a la gestión por parte de los organismos de control, y 
así, se puede abrir espacio a las malas prácticas. Afirma Giraldo que 
de todos los informes que recibe, se refieren a los trámites pero no 
a los resultados. No se verifica si efectivamente la escuela existe y si 
cumple con su papel de educar niños, sino si el proceso de contrata-
ción se cumplió. Como lo afirma de manera coloquial, es un control 
de abreviaturas (PEI, PD)51

Sobre el particular también afirma Antanas Mockus que a los go-
biernos territoriales hay que acompañarlos muy fuertemente para 
que puedan alcanzar esa mayoría de edad. Lo más urgente es el 
control social y su cualificación, para que las veedurías ciudadanas 
puedan cumplir con su tarea y advertir claramente la manera como 
se va sofisticando la corrupción. Hace, al igual que el alcalde de Jeri-
có, un llamado a que se haga control y monitoreo en tiempo real de 
quien corresponde. No niega que el fenómeno de violencia y dominio 
territorial de ciertos grupos especialmente en los municipios más 
pequeños, le ha hecho mucho daño al proceso porque claramente 
interfiere con los aires libertarios y de mayoría de edad de la des-
centralización.

Hay sin embargo, aspectos de innegable importancia y que le han 
trazado un rumbo importante a la gestión local: gobiernos que per-
manecen por períodos más largos, inicialmente fueron 2 años, luego 
3 y ahora 4, unido a un desarrollo legislativo que aun cuando a ve-
ces complejo, le da cierta coherencia a la gestión, hacen que ya se 
transite por una senda de cierta seguridad institucional y aún cuando 

51	 PEI: proyecto educativo institucional y PD: plan de desarrollo
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seguramente todavía no es lo deseable, se estabiliza la gestión y hay 
una mínima continuidad. Es cierto que falta todavía mucho, pero algo 
va de administraciones que duraban lo que el capricho político de un 
diputado duraba al recomendar un alcalde de su grupo político, a un 
período determinado legalmente, con unas elecciones que respaldan 
la gestión y con una garantía legal de que lo planificado podrá eje-
cutarlo. 

De modo anecdótico puedo contar algo que muestra la importancia 
de gobiernos elegidos y con posibilidades de tener un horizonte tem-
poral no sujeto a la dependencia del político influyente. Estaba en un 
salón de la Gobernación del Meta donde están exhibidas las fotos de 
los gobernadores desde el momento en que fue erigido como Depar-
tamento. En ese entonces se celebraban los 30 años de creado y pude 
constatar que antes de la elección popular de gobernadores (CN 1991) 
el Meta había tenido en promedio ¡2 gobernadores por año! Esto no 
difiere mucho de lo que pasaba en el resto del país y así ¿quién cons-
truye desarrollo? ¿Quién se responsabiliza de las tareas prioritarias del 
Estado? y ¿Qué consecuencias puede tener no hacerlo?

Así, para hacer análisis como estos, es necesario despojarse de la 
pasión que despierta personalizar el problema. Este o aquel alcalde o 
gobernador, pero en esencia es un argumento muy fuerte contar con 
estabilidad institucional para poder resolver problemas de la sociedad 
e incluso para después poder exigir socialmente responsabilidades.

Esto forma parte natural de los procesos democráticos, toman 
años y siglos para consolidarse. No hay otra manera de que se ma-
dure en hacer cada día mejor la tarea por parte de gobernantes y 
gobernados. 

Pero al lado de estos avances también hay que decir que  su sólo 
desarrollo no ha alcanzado para transformar de manera definitiva las 
costumbres políticas del país. El sueño de partidos nuevos de carác-
ter cívico y regional ha mutado también hacia formas tradicionales de 
politiquería y clientelismo, a multiplicidad de partidos que en realidad 
son empresas electorales con amarres y ataduras a intercambio de 
favores, contratos, nombramientos, etc. En lo que parece tener ra-
zón Castro en que “las mayores fallas de la descentralización en este 
momento no son, entonces, de carácter fiscal o administrativo, sino 
político.” (Castro, Pp. 120)
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Tal vez una de las mayores preocupaciones radica en la poca evo-
lución lograda en términos de depurar y mejorar la calidad de los 
cuerpos colegiados. La Asamblea, pero también el Concejo son ór-
ganos que cargan un gran desprestigio político. En el caso de las 
primeras, la sociedad que las elige ni siquiera tiene claro cuáles son 
sus funciones, pero además, la votación es producto precisamente 
de todas las redes clientelares con las cuales cuentan. Los Concejos, 
aun cuando en menor medida, también corren la misma suerte. Los 
debates y propuestas que surgen en el seno de estas corporaciones 
son muy pobres y se anteponen claramente prioridades particulares 
a debates sobre el bien general o discusiones sobre el desarrollo de 
su localidad. 

En nuestra posibilidad de renovar la democracia esto se consti-
tuye en un gran obstáculo, porque el ejecutivo ha sufrido más reno-
vaciones en sentido político. La sociedad ha avanzado en reconocer 
la importancia de tener buenos gobernantes y cada día pesa más en 
este contexto el llamado voto de opinión. Por eso adquieren recono-
cimiento aquellos que pueden mostrar como carta de presentación 
una buena gestión y por ello se dan fenómenos como Cartagena, 
Medellín, Cali, Cesar, Barranca y muchas otras ciudades y departa-
mentos. 

Pero para el elector los cuerpos colegiados no están incluidos en-
tre los requisitos de la buena gestión y por ello, se vota de opinión 
para alcalde y gobernador pero se mantiene la tradición para Con-
cejo y Asamblea (me atrevería a afirmar que para Congreso sucede 
algo en la misma dirección) con la consecuencia nefasta de que los 
gobiernos elegidos quedan en una disyuntiva muy dañina para la 
democracia. Por un lado se envía el mensaje de que se puede ganar 
limpiamente una elección pero paralelamente se entrega el mensaje 
de que para gobernar se requiere hacer transacciones o se exponen 
al riesgo, frecuente por demás en estos casos, de ser bloqueados 
por los respectivos cuerpos colegiados. Hay sin embargo expertos 
como Hector Riveros que consideran que dichos cuerpos colegiados 
no logran impedir en términos reales la buena gestión de un alcalde 
o gobernador.

Prácticamente no existe ningún gobierno territorial elegido en 
condiciones de fenómeno de opinión al que lo acompañe una bancada 
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dispuesta a jugársela por sus propuestas. Estas autoridades tienen 
de su grupo o partido escasamente uno o dos concejales o diputados 
según sea el caso; esta relación resulta lesiva muy rápidamente por-
que los gobernantes caen en una trampa en la cual corren el riesgo 
de deslegitimarse porque no son capaces de cumplir con lo prometido 
en campaña. Rápidamente se empieza a crear la sensación de que 
“no han hecho nada”, cuando para actuar tienen que vencer barreras 
de orden político difícilmente explicables.

Resulta interesante que tal vez por el excesivo presidencialismo 
nuestro, las evaluaciones hechas sobre la descentralización no inclu-
yen la mirada política de la conformación de los cuerpos colegiados, 
ni la articulación con el ejecutivo ni la manera como se aprueba el 
presupuesto, ni las propuestas que surgen de su seno. El análisis se 
refiere a lo que hace el ejecutivo, a los mecanismos de participación 
que utiliza, a la manera eficiente o ineficiente como se desempeña 
frente al manejo de los recursos con especial énfasis en el sistema 
general de participaciones y a su desempeño tecnopolítico. Cuando 
se revisa la literatura referida a la evaluación, es factor de análisis 
únicamente si hubo o no incremento de la votación después de la 
reforma, pero no se va más allá de esto.

Así, la casuística de la cual se abusa en estos casos, termina sir-
viendo para demostrar lo exitoso que es el modelo pero también 
para lo contrario. Lo que sí es claro es que más allá del balance que 
se haga de cuántos han sido “buenos” o “malos” gobernantes, estas 
expresiones políticas independientes, producto del consenso social 
no hubieran sido posibles en un contexto político centralizado donde 
las decisiones de quién debería ser recaían en los políticos, que hasta 
antes del proceso descentralizador tenían solamente 2 caras: liberal 
o conservadora.

Desde la mirada internacional, el experto Thorsten Sagawe con-
sidera que con fortalezas y debilidades tenemos una de las descen-
tralizaciones más avanzadas de Latinoamérica. Según sus palabras 
“la descentralización no es un proceso lineal que va hacia arriba, es 
de altos y bajos. Esto pasa en otros países y antes de criticar a la 
descentralización y sus fracasos, se debe hablar de avances y re-
trocesos, de flexibilidad para considerar también las circunstancias 
económicas y sociales”.
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4.	 Las discusiones en torno a la eficiencia y la eficacia

No pocas han sido las discusiones en estos temas y al mismo tiem-
po en pocos temas se puede dar cuenta de la evolución que ha tenido 
el debate en torno a la cantidad y calidad de la descentralización.

En muchas de las primeras evaluaciones se enfatizaba en los 
avances en participación ciudadana, en la consolidación de mode-
los políticos alternativos, en la participación de la comunidad en las 
juntas de servicios públicos, en el control social,  pero poco a poco, 
esto se ha ido transformando en la evaluación acerca del uso del hoy 
llamado Sistema General de Participaciones, antes conocido como 
transferencias. 

En este punto hay que decir que por el volumen de recursos trans-
feridos, casi todos los esfuerzos del gobierno nacional se han concen-
trado aquí en un modelo de evaluación que corresponde al diseño de 
la misma. Hasta el momento se ha mirado qué tan eficiente ha sido 
la aplicación de los recursos por parte de las autoridades territoria-
les, pero en general la evaluación no ha versado sobre el modelo y el 
nivel nacional como cabeza de dicho diseño, que se hizo mal desde 
arriba, pero que podría corregirse. Las justificaciones en general para 
los cambios en el Sistema se han derivado de necesidades financieras 
del nivel nacional, de interés de controlar una porción más grande 
del presupuesto a nivel nacional, pero no de una reflexión que haya 
incluido propuestas desde los territorios. En los debates ha sido claro 
que estos han salido a defenderse de las decisiones tomadas por el 
gobierno nacional.

Hay que empezar por decir que con la mejor intención de gene-
rar recursos para la inversión social, la Constituyente empujó a la 
descentralización hacia la sectorialización. Si bien, también fueron 
importantes artículos que reivindicaban la autonomía territorial, am-
plió canales de participación, dejó propuesto un nuevo modelo de 
ordenamiento territorial, la fórmula de transferencias propuesta cap-
turó la atención y la relación entre el gobierno nacional y los entes 
territoriales. 

Para la nación, asimilar que tendría que ceder una parte tan im-
portante de sus recursos fue un golpe duro porque esto contribuyó 
a inflexibilizar su presupuesto, ya con gastos adicionales en justicia, 
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seguridad, impuestos también por la Constitución. Esto transformó 
de manera definitiva la agenda de la descentralización. 

Pero para los territorios significó un cambio radical porque tam-
bién se vieron enfrentados a una nueva manera de gobernar, con 
más recursos probablemente, pero con más reglas que les imponían 
concentrar buena parte de su administración en ejecutar esos recur-
sos y rendir los informes correspondientes. Además la prioridad te-
rritorial se orientó casi totalmente a los sectores de educación, salud, 
algo agua potable y lo demás solamente residual.

Pero este avance constitucional traía casi incorporado el veneno 
de su destrucción. No pasaron muchos años sin que empezaran a 
sonar vientos de reforma y a que el gobierno de turno propusiera 
cambios. Al coincidir este incremento de recursos con una crisis fi-
nanciera de grandes proporción en el país, los ojos se volcaron sobre 
las transferencias con el argumento del peligro de inflexibilidad para 
manejar la estabilidad macroeconómica.

Horacio Serpa conoce de cerca cómo ha sido ese camino, cuando 
cuenta que “todo marchaba bien, hasta cuando en la clase política 
primero y luego en los sectores gubernamentales, les empezó la te-
rronera de la pérdida del poder, pues al dar plata y poderes, capitales, 
a los alcaldes, gobernadores y  concejales, los grandes políticos, es 
decir los parlamentarios y el poder central representado en el gobier-
no nacional y en el propio parlamento, iban a perder posibilidades de 
manejo político. Ahí empezó a surgir un desgano enorme por seguir 
incrementando el proceso descentralista y empezaron a presentarse 
los primeros escarceos para afectar el régimen de transferencias. El 
primero fue en el gobierno de Samper al que yo pertenecía, en el que 
se habló de la desaceleración de las transferencias, del régimen de 
transferencias, y la excusa fue cada reforma tributaria para aumen-
tarle las posibilidades de recaudo e inversión a la nación se perdían 
porque tocaba pasarle parte a las regiones y a las localidades.  Afor-
tunadamente eso no prosperó, luego en los siguientes gobiernos se 
continuó con este interés, con este propósito, hasta cuando surgió 
el pretexto de las crisis que fue durante el gobierno del presidente 
Pastrana; el país está en mala situación, entramos en un proceso de 
recesión económica, va fracasar la Nación y por lo tanto tenemos que 
tener un momento de pausa, tenemos que hacer una reforma tem-
poral de las transferencias y evidentemente la crisis era muy grande: 
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en el año 99 el crecimiento de la economía fue negativo de hasta un 
6 o 7% entonces la situación llevó a que los propios municipios y los 
partidos políticos y todos terminamos dejándonos convencer de al-
guna manera salvar el barco, porque si fracasaba la Nación, después 
caerían los departamentos y los municipios, y se hizo una modifica-
ción temporal, pero como ocurre siempre en Colombia, finalmente 
en el Gobierno del Doctor Uribe se hizo definitiva.  O sea que en este 
momento en materia de transferencias, el sistema nacional de par-
ticipaciones que se llama, se modificó sustancialmente la disposición 
de la asamblea nacional constituyente.

Hay que decir que hay avances y mayor información para tomar 
decisiones en el nivel nacional. Durante la crisis de los años noventas 
se puso en evidencia una protuberante falla en el diseño del modelo, 
no se previeron adecuados mecanismos de evaluación y seguimiento al 
proceso, necesarios para asegurar su éxito y sobre todo, para corregir 
problemas que pudieran presentarse.

Los correctivos tomados por el gobierno nacional y los gobiernos 
territoriales hicieron posible que las finanzas territoriales mejoraran 
significativamente e incluso algunos lograron generar ahorro opera-
cional. Pero esto también ha traído un costo muy alto en la concep-
ción del servicio y en general de la gestión. Como la discusión se ha 
volcado sobre el tema financiero, realmente para el gobierno nacional 
es la generación de dicho ahorro y se ha apoderado de sus cabezas 
una concepción “eficientista” que puede amenazar seriamente la efi-
ciencia real de las entidades. Para dar cumplimiento a los ajustes que 
impuso la ley 617 y aunque con criterio sano, se limitaron los gastos 
de funcionamiento de las entidades hasta el punto de que las admi-
nistraciones son incapaces de cumplir con sus tareas adecuadamente 
por falta de recursos físicos y humanos. Las tareas y competencias 
no se ajustaron a la rigidez de la norma y permanecieron las mismas 
con el costo político de no tener cómo cumplirlas. No sobra decir 
que además en esto el gobierno nacional es incoherente, en especial 
desde donde se preparan dichas normas. Ministerios como el de Ha-
cienda tienen consultores haciendo tareas que a las administraciones 
territoriales les quedan prohibidas. 

Si se quiere que el modelo de descentralización sea exitoso, se 
impone una flexibilización del concepto de salud financiera atada a 
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porcentaje de funcionamiento. El funcionamiento en un Estado es 
algo de su más clara esencia y que se percibe por el ciudadano como 
fundamental para valorar la tarea de lo público. 

La garantía de los derechos y servicios sociales del Estado descan-
sa precisamente en un adecuado funcionamiento y esto pasa nece-
sariamente por definir los gastos recurrentes necesarios para cumplir 
las tareas.

Esta discusión que parece de carácter técnico, reviste la mayor 
importancia política en la prestación de los servicios a cargo de los 
entes territoriales porque los gobiernos terminan señalados como in-
eficientes en los ranking que diseña el gobierno nacional y su valora-
ción como gobernante termina siendo a la postre baja.

No se trata por supuesto de incitar al despilfarro en la gestión, 
esto no podría defenderlo nadie, pero no estandarizar la “buena ges-
tión” en la operación financiera de interés del ministerio: la inviabili-
dad política, administrativa y social es tan grave como la inviabilidad 
financiera. 

Las evaluaciones realizadas hasta el momento coinciden en que ha 
habido aumento en la cobertura de servicios públicos y  especialmen-
te en salud, educación y agua potable en el sector urbano. Pero ya 
desde lo publicado por Fescol se advertía que había dificultades con el 
modelo de privilegiar lo sectorial frente a lo territorial. En el texto de 
Edgar González Salas afirma en cuanto a los procesos de orden ins-
titucional que “la descoordinación del proceso de descentralización, 
se expresa en el imperio de las lógicas sectoriales de ordenamiento 
institucional, antes que en una concepción comprensiva de las re-
formas y en el énfasis normativo frente a la debilidad de la gestión.” 
(González Salas, Pp.280) Hay grandes disputas por la evaluación en 
cuanto a la calidad de ciertos servicios públicos como salud y edu-
cación y reconocimiento de un claro déficit en punto a cobertura de 
servicios de acueducto y alcantarillado en área rural y alcantarillado 
en muchas zonas urbanas del territorio nacional. Las evaluación de 
DNP (2.002) arroja información estadística importante sobre el tema. 
También el reciente estudio contratado por DNP con la Unión Tempo-
ral Econosul-Centro Nacional de Consultoría podrá ilustrar avances 
sobre el particular. El resultado no ha sido divulgado aún.

Esta es una clásica discusión sin salida de los expertos en el tema: 
si los servicios han mejorado porque hay más recursos previstos o 
porque hacerlo descentralizado mejora el acceso a los mismos.
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Algo similar sucede con el comportamiento tributario de los te-
rritorios. Se ha popularizado la idea de que los municipios y depar-
tamentos han incrementado su pereza fiscal en la medida en que 
han recibido vía participaciones recursos suficientes para cubrir sus 
obligaciones sin necesidad de esforzarse y pagar el costo político que 
significa cobrar impuestos o incrementar la base tributaria. Pese a 
que ese lugar común ha hecho carrera y se repite sin cesar entre los 
funcionarios del nivel nacional, no ha podido ser demostrado.

Es interesante que ya desde la evaluación de Fescol se cuestio-
naba por casi todos los autores del estudio la teoría derivada princi-
palmente del Informe Wiesner en 1992, acerca de que las transfe-
rencias incondicionadas generan mayor pereza fiscal. De los análisis 
realizados señala González (Jorge Iván González coincide en el punto 
al igual que Iván Jaramillo) a modo de conclusión: “(i) Los niveles 
de tributación propia de los municipios a nivel agregado crecen a un 
ritmo importante, lo cual no sugiere una pereza fiscal evidente en el 
período de mayor crecimiento de las transferencias nacionales. (ii) 
Es probable que la fragilidad institucional del punto de partida del 
proceso descentralizador, a partir de la cual debe contabilizarse el 
manejo eficiente o no de los recursos por parte de los municipios, 
incida negativamente en la adecuada gestión del gasto público loca 
(…) (iii) Sin duda, los controles existentes para valorar la eficiencia 
en la gestión del gasto público local, son todavía deficiente (…)(iv) El 
hallazgo de un mayor crecimiento de la inversión a nivel territorial, 
por contrapartida de la concerniente al nivel nacional, es en cierto 
sentido tautológico, y deriva del mismo modelo de financiación im-
puesto a partir del ordenamiento territorial vigente y de las relacio-
nes fiscales intergubernamentales propias del desarrollo del modelo 
descentralizador.” (González Salas, Pp.291)

En la evaluación del año 2002, con una muestra amplia tanto en 
territorios como en categorías de municipios y con el análisis de sufi-
cientes variables y el desarrollo de encuestas también  “se corrobora 
que no hay pereza fiscal, medida por el incremento en el recaudo 
tributario”. (Departamento Nacional de Planeación tomo II, Pp. 252)

Algunos estudios recientes muestran que no sólo no ha habido 
pereza fiscal sino que los municipios, empezando por los de categoría 
6 han incrementado sus ingresos propios. Lo mismo puede decirse a 
nivel departamental a pesar de la inflexibilidad de las rentas con que 
cuentan. Habrá que esperar el resultado del estudio contratado con 
CNC y Econosul arriba mencionados.
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Que esta afirmación provenga de evaluaciones que están en cabe-
za del gobierno nacional es muy importante, porque este argumento 
ha sido por años una de las justificaciones más relevantes para el 
recorte de las transferencias.

Debe reconocerse que leyes como la 617 ordenaron a las admi-
nistraciones y en cierta forma contribuyeron a crear disciplina fiscal 
y esto contribuyó a mejorar la ausencia de controles que tuvo el pro-
ceso de descentralización en sus orígenes. Pero aún subsisten fallas 
del diseño que ni siquiera se consideran tales. En este tema han sido 
especialmente enfáticos los ex-alcaldes de Bogotá y de Jericó. Pero 
Sagawe con su mirada internacional también considera que hay que 
fortalecer la descentralización desde la institucionalidad y entender 
que la columna vertebral está tanto en municipios como en departa-
mentos, hay que reconocer la diferencia y los puntos críticos cuando 
no se distinguen municipios pequeños de los grandes en cuanto a sus 
competencias y capacidades, y el poco reconocimiento que se tiene 
en una descentralización municipalista, de la necesidad de apoyarse 
en un nivel intermedio.

Es interesante que a pesar del conocimiento que ha adquirido la 
Nación en estos ya 25 años de descentralización, del reconocimiento 
teórico que hay de la diversidad, se mantienen fórmulas de carácter 
general para aplicar a los territorios y profundiza aún más. 

Pero en otros nuevos desafíos para el país y los territorios, se 
asume de manera facilista las tareas del desarrollo, sin tener que 
hacer inversiones adicionales y trasladando la responsabilidad a los 
territorios. Dos temas parecen ilustrativos de lo que se quiere decir: 
cuando se trata de mostrar cómo se ha avanzado en el cumplimiento 
del las metas del milenio, el gobierno nacional muestra las cifras de 
la descentralización como su gran logro sin que haya ningún esfuerzo 
adicional para conseguirlo. Otro tanto sucede con la internacionali-
zación y la globalización. Las cuentas de lo que se hace como aporte 
ya están contabilizadas y en consecuencia puede decirse que no hay 
novedad frente al tema sino una nueva manera de presentarlas. En 
ese contexto se ven pocos avances en infraestructura dirigida por 
ejemplo a crear competitividad en las regiones. 

En lo relacionado con la lucha contra la pobreza y la exclusión, lla-
ma la atención la importancia que le concede el experto internacional 
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a la descentralización, porque considera que es precisamente en el 
cumplimiento de los objetivos del milenio donde los municipios y de-
partamentos requieren de más apoyo y claridad y tendrían un papel 
muy importante que jugar. A su juicio esta debería ser la preocupa-
ción de los Estados latinoamericanos con la situación de indigencia en 
que viven. Añade con gran crudeza “a la niña que vive la pobreza en 
el Atlántico no le importa si es el municipio, el departamento, la na-
ción, una ONG o la iglesia quien debe atenderla, lo que le importa es 
que le resuelvan sus problemas”, pero señala que en los últimos 10 
años se ha aprendido que los municipios tienen un papel fundamental 
en esto, pero con el debido apoyo de los niveles superiores. No fun-
ciona adecuadamente si la nación no invierte recursos adicionales, 
sino que por el contrario se descarga en los niveles inferiores.

En general la trayectoria que se recorre es la misma: el país se 
enfrenta a un nuevo desafío y el gobierno nacional busca la parti-
cipación activa de los gobiernos territoriales en esto, pero sin que 
signifique inyección de recursos a este propósito. Buen ejemplo ha 
sido la sentencia de la Corte Constitucional sobre atención prioritaria 
a desplazados que trasladó buena parte de la tarea a los gobernado-
res y alcaldes sin que reciban suficiente retroalimentación del nivel 
nacional. El reto en este tema es tan complejo que se requiere un 
andamiaje institucional que excede las capacidades individuales de 
los entes territoriales.52

Anecdóticamente los gobernadores y los alcaldes cuentan que 
cuando van a una reunión con el gobierno entran con 10 pesos y sa-
len con menos 5 para obtener 3, a pesar de que es evidente que los 
recursos que llegan a los territorios son grandes, e incluso, más allá 
del SGP, son bastante condicionados y poco flexibles, casi siempre 
destinados a cumplir una tarea del gobierno nacional y no una nece-
sidad de la región. 

Adicionalmente como lo resalta el Gobernador Serpa, si bien los 
ingresos corrientes de la nación se reparten, “no se reparten los cinco 

52	 Sobre este tema se recomienda un reciente estudio: LAS ENTIDADES TERRI-
TORIALES EN LA REALIZACIÓN DE DERECHOS DE LA POBLACIÓN DESPLAZADA 
Limitaciones y posibilidades de los entes territoriales frente al Estado de Cosas 
Inconstitucional. Betty Pedraza López y Darío I. Restrepo Botero (Marzo 04 de 
2009) Publicado por: Consultoría para los Derechos Humanos y el desplazamien-
to Forzado CODHES. 
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billones de pesos que recibe el gobierno de Ecopetrol, ni se reparte 
los 3 billones y medio que recibe la nación de la venta de Ecogas 
entre otros”. Es decir, el gobierno nacional mantiene la mayor tajada 
del presupuesto.

5.	 ¿Las relaciones intergubernamentales y el ordena-
	 miento territorial camino a la recentralización?

El tema de las relaciones intergubernamentales tiene todavía 
mucho por avanzar y clarificar. Como la descentralización ha estado 
marcada por el modelo agente principal, casi siempre el traslado de 
competencias viene por razones de conveniencia de arriba hacia aba-
jo, todavía no se contempla la posibilidad de que sea al contrario.

Coinciden los mandatarios entrevistados en que es necesario te-
ner un esquema de relaciones intergubernamentales armónico y que 
cada nivel territorial no constituye una isla en el ordenamiento ins-
titucional. Se ve en una relación que debe ser de doble vía: por un 
lado es necesario aprender a diferenciar cuáles son lineamientos de 
política de carácter más nacional, Antanas Mockus lo expresa como 
“los grandes timonazos que tiene que dar la nación  pero sin meterse 
en los detalles de la gestión”. A su turno, las entidades territoriales 
deben participar responsablemente en las políticas nacionales, sin 
que eso se considere un obstáculo a la autonomía territorial. Dentro 
del ámbito de su gestión como alcalde menciona como ejemplo la 
transformación que sufrió el manejo del sector energético de la ciu-
dad por insertarse en la política nacional. En el mismo sentido Ser-
pa cita el ejemplo de la seguridad democrática para mostrar cómo 
en ciertos asuntos se requiere la armonía: “yo he sido un crítico de 
la seguridad democrática del Presidente Uribe y como Gobernador 
soy un estricto cumplidor de las políticas de seguridad democrática 
porque eso dice la Constitución. No puede haber en una materia tan 
importante como la seguridad, un Presidente ordenando una cosa, el 
gobernador haciendo lo que se le da la gana y los alcaldes saliéndose 
por otro lado. Hay unas cosas que tienen que ser nacionales y todos 
tenemos que respetar”.

En la perspectiva de un alcalde de municipio pequeño como Je-
ricó, quien además ejerce el cargo por segunda vez (fue el segundo 
alcalde electo del municipio), es bastante diciente que opine que “en 
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la primera administración era mucho más fácil producir cosas, hacer 
transformaciones. Hoy se ha llegado a un estado de planofrenia y de 
paranoia de todos los organismos del Estado que han convertido las 
administraciones, sobre todo las más pequeñas, en esclavos de la in-
formación que se rinde a los organismos de control y entidades nacio-
nales por el temor de los enormes riesgos jurídicos que se corren.”

Pero al mismo tiempo consideran, desde miradas distintas, que sí 
hay recentralización. Mockus se refiere a ello como que “hay una cen-
tralización simbólica en el país a través de los consejos comunitarios 
que le quitan protagonismo a los alcaldes y a los gobernadores pero 
sobre todo crean la ilusión que la principal fuente de solución de los 
problemas está en la presidencia.”

Serpa considera necesario revisar las relaciones entre los distin-
tos niveles de gobierno porque hay demasiada dependencia de los 
niveles departamental y municipal. No importa cuál sea el gobierno 
nacional de turno, “la Nación maneja muchos recursos y entonces el 
papel de los alcaldes, los concejales, los gobernadores y los diputa-
dos es ir a hacerle cola a los ministros, viceministros, gerentes de 
institutos y al propio presidente para pedir ayudas económicas. Eso 
es muy inconveniente porque ello produce de alguna manera una 
situación de gratitud del que recibe con quien da.”

Esto se observa en general en el andamiaje institucional colom-
biano. Los buenos gestores son aquellos que consiguen para sus te-
rritorios recursos para inversión. Esa buena gestión está determinada 
por las relaciones que se tengan en el alto gobierno por amistad, 
cercanía política, relaciones de paisanaje. Pero los gobernantes que 
no pueden alcanzar por estas vías más informales acceso a los fun-
cionarios y a los recursos, consiguen mucho menos para su municipio 
o departamento.

Especial mención merece el tema de encontrar por las rendijas una 
manera de re centralizar vía decretos reglamentarios. Muy notorio es 
el tema de ordenamiento territorial que por un lado obliga a las ad-
ministraciones a hacer el POT y a actualizarlo pero por otro establece 
la potestad del gobierno nacional para autorizar macro proyectos que 
incluso pueden estar por encima de los POTs. Paradójicamente las 2 
normas provienen del mismo Ministerio (el de Ambiente).53

53	 Ver decreto 2060 de 2.004 y 3600 de 2.007
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Hay allí varios aspectos de fondo que causan preocupación. Con el 
amparo de apoyar por ejemplo vivienda de interés social se promue-
ven dichos macro proyectos, sin la participación de las autoridades 
municipales a quienes se les notifica para que hagan observaciones 
a los mismos, quienes no pueden incluir su desautorización, sino ob-
servaciones. 

En el mismo sentido anota Serpa que “por la vía de modificaciones 
legislativas y de modificaciones administrativas, las administraciones 
locales y las administraciones departamentales terminaron siendo 
oficinas ad lateres del gobierno nacional. Vía circulares, resoluciones 
y utilizando como pretexto en esta oportunidad la corrupción, se ha 
afectado notablemente la autonomía de las regiones”, cita como el 
caso más ejemplarizante la decisión de los proyectos prioritarios por 
parte de la nación en el  sistema de regalías. 

Sorprende que mientras el gobierno nacional considera que las 
normas van dirigidas a fortalecer la descentralización, quienes con-
viven con ellas, las entienden de diversas maneras como un proceso 
de recentralización. 

Horacio Serpa como gobernador reconoce que la tendencia re-
centralizadora inició prácticamente con el gobierno de Samper (al 
cual reconoce haber pertenecido como Ministro del Interior); cada 
día ve más fuerte dicha tendencia y en la medida en que los recursos 
se condicionan más, mayor será la dependencia política del centro, 
independientemente de cuál sea el gobierno de turno. La autonomía 
se ve coartada por la amenaza de pérdida de recursos para el terri-
torio.

Los alcaldes de municipios pequeños sienten la recentralización 
como la obligación permanente de rendir cuentas, no a su comunidad 
sino a las diferentes instancias del gobierno nacional. 

Cosa algo distinta piensa alguien que mira desde afuera y aún 
hoy valora positivamente la autonomía de los gobiernos territoriales 
pero afirma desde su perspectiva europea “se es autónomo cuando 
no se depende de otros. Si los municipios no obtienen más ingresos 
propios, la autonomía queda reducida; es casi ingenuo reclamar au-
tonomía con dependencia”. Pero a pesar de esto considera que hay 
una autonomía grande.

El ordenamiento territorial parece una necesidad apremiante y 
una deuda pendiente con el país. Fue en la Asamblea Nacional Cons-
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tituyente donde se retomó el tema. Se introdujeron conceptos como 
región, provincia y  Etis, pero su desarrollo se dejó a la futura ley 
orgánica de ordenamiento territorial. Los mismos constituyentes re-
conocen que se quedaron cortos en la propuesta y que por esperar 
posteriores desarrollos legislativos no se dio el salto esperado en 
materia de ordenamiento territorial. El caso más dramático fue el 
del departamento, puesto que la discusión se orientaba a si se su-
primía o no, para dar paso a nuevas formas de organización como 
las recientemente creadas provincias y regiones. Cada día se hace 
más evidente la necesidad de expedir la ley que haga claridad, en 
perspectiva de territorio, de las competencias de los distintos nive-
les territoriales, aun cuando difícilmente se encontrará un ambiente 
favorable en el Congreso y en el Gobierno a una reforma profunda 
como la que el país necesita. Al decir del ex constituyente Horacio 
Serpa “existe como cosa importante la elección popular de goberna-
dores y alcaldes, como cosa deplorable que no se ha podido avanzar 
en las regiones y nadie se acuerda que se pueden hacer provincias; 
eso no le interesa a nadie.”Sin embargo debe señalarse que para este 
tema no se encuentra ambiente en el Congreso, ni en el Gobierno y 
las regiones no lo impulsan y promueven con el entusiasmo que se 
requeriría.

Por su parte, Sagawe ha sido impulsor del concepto de multini-
velismo flexible en el ordenamiento territorial. Para él en un país tan 
grande como Colombia y tan diverso sería muy potente como cons-
trucción de Estado, a semejanza de muchos países como España, 
Alemania, Estados Unidos. Refiriéndose al caso colombiano señala 
que “en un país tan grande con características tan diferentes el orde-
namiento territorial en Atlántico o en Cundinamarca son totalmente 
diferentes hay que tener en cuenta esa particularidades, no se puede 
aplicar lo mismo para Magdalena o para El Vichada. Ese es uno de 
los temas pendientes de la descentralización, yo no lo llamaría des-
centralización, yo lo llamaría reconstrucción  del Estado para lograr 
mejorar su presencia y eficiencia a base de esos diferentes modelos 
dentro del país.”

Sorprende que a pesar de la defensa a ultranza que hacen los 
alcaldes del país y su vocera la Federación Colombiana de Munici-
pios, acerca del carácter municipalista de la descentralización, ya hay 
alcaldes que se atreven a plantear algo distinto. Giraldo por ejem-
plo, se inclina más por generar conceptos de asociatividad regional y 
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agrupación de competencias aún “a riesgo de resultar impopular”. En 
reciente conversación con el ex alcalde de Tuluá Juan Guillermo Valle-
jo, se pronunciaba en el mismo sentido, como una necesidad funda-
mental de avanzar en una perspectiva más amplia de la descentrali-
zación por encima de los límites geográficos de cada municipio. 

Fescol, como gran animador desde fuera del proceso, advertía en 
su publicación de los 10 años algunas claves de lo que sería la discu-
sión posterior: la disputa por la ecuación autonomía-transferencias 
y los riesgos que podrían llegar con desbordar el gasto público y las 
implicaciones del aumento de las transferencias frente al equilibrio 
macroeconómico. También impulsada por la misión de Wiesner hacía 
carrera la teoría de que las transferencias generaban dependencia y 
pereza fiscal, sin tener en cuenta que el sentido de las mismas era 
originalmente atender población más pobre y no premiar eficacia.

Muchas veces en diálogo con los actores regionales he pregun-
tado por qué son tan poco combativos frente al gobierno nacional 
cuando promueve reformas lesivas a los intereses territoriales, pero 
al parecer la dependencia financiera frena el espíritu autonomista 
porque éste puede parecer en contra de la voluntad popular, ya que 
se percibe que un gobierno territorial de oposición puede terminar 
sacrificado en términos de recorte a programas de desarrollo social 
que pueden tener un costo enorme: combatir la pobreza y luchar por 
la autonomía no van por el mismo camino. 

6.	 El fantasma de la corrupción y la debilidad institucional 	
	 pesan en la legitimidad del proceso de descentralización

Frente al tema de la corrupción se presentan las mismas disputas 
eternas que frente a la buena o mala gestión de las finanzas en el ni-
vel territorial y casi siempre el resultado de la discusión es un empate 
entre quienes piensan que con la descentralización se ha generado 
más corrupción y quienes piensan que es parte de los procesos polí-
ticos con independencia del modelo descentralizado y que más bien 
lo que hace este es evidenciarlo.

A propósito de esto, podemos citar el estudio sobre conflicto y te-
rritorio realizado por Foro por Colombia y apoyado como parte de los 
trabajos de la Red Rinde por GTZ, en donde se afirma que “la descen-
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tralización no es únicamente un mecanismo de traslado de mayores 
recursos a los municipios y departamentos. Es, además y sobre todo, 
un proceso socio político de multiplicación de los centros de decisión 
que trasciende su dimensión financiera (…) Para hacer uso del refra-
nero, “no hay que tirar al niño junto con el agua sucia de la bañera.” 
(Velásquez, 2009, Pp. 415.)

Pero el tema está puesto sobre la mesa y es inevitable. Incluso 
frente al proceso de descentralizado puede mostrar que algunas de 
las preocupaciones en la agenda han cambiado sustancialmente. 

Si se retoma el hilo conductor de los estudios y evaluaciones en 
los hitos señalados (10 años, la evaluación del DNP año 2002, los 20 
años de la descentralización) sí se advierte como una preocupación 
que ha ido creciendo y que se pone cada vez más en discusión la 
legitimidad del sistema político si no se ataca de manera drástica. 
En la publicación de los 10 años de la descentralización por ejemplo, 
los temas están más referidos a cómo lograr que la descentralización 
cumpla con los objetivos para los cuales fue diseñada, donde surgen 
problemas y debilidades en la gestión, advierten incluso en algunos 
casos que vendrán problemas y discusiones en torno por ejemplo a 
la estructura de las transferencias. Se hace un análisis riguroso de la 
participación y sus distintas modalidades y de la gestión territorial. 
Pero la corrupción no es aún un tema. Si bien se hacen adverten-
cias sobre riesgos, este no aparece como algo latente, la preocupa-
ción está más bien en que los mecanismos recién inaugurados no 
se transformen en meramente formales y que las administraciones 
asuman integralmente su nuevo rol.

Ya en la evaluación del año 2003 aparece como una variable a con-
siderar en el estudio pero aún allí me atrevería a decir que no tiene 
el peso de los señalamientos actuales. En dicha evaluación se intenta 
generar un modelo que permita dar cuenta del fenómeno, pero real-
mente se avanza poco. La sociedad civil con entidades como Trans-
parencia por Colombia trabajan en diseñar sistemas de seguimiento 
para tratar de establecer indicadores de corrupción o por lo menos de 
debilidades en la gestión que generan propensión a la misma. Hay un 
esfuerzo loable allí pero todavía no hay suficiente claridad.54

54	 En la página de Transparencia por Colombia pueden encontrarse los resultados de 
los Indices de Transparencia Departamental y municipal que se han aplicado. 



80 25 años de la descentralización en Colombia

A diferencia de lo que sucede con los otros factores como eficien-
cia en el gasto por ejemplo, e incluso el incremento de la participa-
ción, en el capítulo de corrupción hay más análisis de percepción a 
partir de encuestas. Las preocupaciones giran en torno a la debilidad 
institucional y social para hacer controles efectivos, al clientelismo 
tradicional que no ha logrado derrotarse con la descentralización, a 
la fragilidad del sistema político, a que el aparato de control no es lo 
suficientemente bien estructurado entre otras cosas. Es interesante 
que coinciden en que las prácticas son anteriores a la descentraliza-
ción, pero esta no logró desterrarlas, y se cree que la corrupción se 
presenta en los 3 niveles de gobierno. Para quienes participaron de la 
encuesta el tema se hace evidente especialmente en la contratación, 
el clientelismo y el uso inapropiado del presupuesto.

En el evento promovido por Rinde mencionado ya atrás, para ana-
lizar los 20 años de la descentralización y que tuvo como énfasis un 
análisis político de la situación, el tema fue preocupación central de casi 
la gran mayoría de los conferencistas pero también la advertencia de 
que en nombre del combate a la corrupción se puedan echar para atrás 
los logros conseguidos hasta el momento. 

El tema de la participación ciudadana toma especialmente rele-
vancia en este asunto. Si bien desde muy temprano los análisis y 
evaluaciones se concentraban en cuáles y de qué manera se utili-
zaban los mecanismos de participación, tal vez nunca como ahora 
adquieren relevancia en este contexto. 

De su experiencia en Bogotá por ejemplo, Mockus señala que la 
descentralización requiere de mucha autonomía pero también de un 
seguimiento férreo por parte de la ciudadanía. Considera que lo más 
urgente es fortalecer el control social y el apoyo a los mecanismos 
de control ciudadano como por ejemplo Bogotá Cómo vamos. A su 
juicio por ejemplo en el caso de Bogotá, “las veedurías nacieron bien 
pero no fueron lo suficientemente acompañadas de cualificación y 
las administraciones locales le tomaron “ventaja técnica” a la ciuda-
danía. Es el caso de ciudadanos entusiastas con hacer control pero 
que no saben qué reclamar ni ante quién y entonces las denuncias 
ciudadanas se han quedado un poco inerves frente a la sofisticación 
de la corrupción.”
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Añade el alcalde Mockus: “Yo creo que hay una especie de madu-
rez frente a la descentralización pero a veces siento que el gobierno 
nacional traslada toda la responsabilidad y la corrupción a los gobier-
nos locales eso le queda cómodo es como una jugada fácil de hecho 
si hay gobiernos locales que han actuado de manera no proba  pero 
también casos se han visto y se ven en el gobierno nacional entonces 
hay una especie de desprestigio por ese lado (…).”

En la perspectiva del experto internacional la corrupción es un 
tema relevante pero va más allá. Para él, el asunto es la legitimación 
hablando en términos de democracia. “Una democracia vive en un 
Estado de Derecho verdadero, hay una necesidad de legitimarse per-
manentemente a base de buenos resultados, de impactos. Aquí toda-
vía hay un campo grande para la democracia en América Latina y un 
reto grande para que el Estado se legitime de abajo hacia arriba”. 

En municipios pequeños también se reconoce en la corrupción un 
problema pero al mismo tiempo se vive la angustia de responder a 
controles que son más formales que efectivos con la consecuencia 
de que se invierten las prioridades de la gestión, con lo cual parece 
darse la razón a T. Sagawe en su mirada del problema. “Un alcalde 
dedica casi la mitad del tiempo a cuidarse, la otra mitad a resolver 
asuntos que no tienen que ver con sus competencias por el populismo 
al que llegaron las administraciones y si mucho un 10% a gerenciar 
y a proyectar al municipio con visión de futuro.” Por eso recomienda 
de manera clara revisar el sistema de control para que sea verdade-
ramente posterior, selectivo y de resultados y la formación política de 
los ciudadanos como un elemento fundamental a considerar.

Un elemento que no puede quedar por fuera de esta discusión 
es el del fortalecimiento de la capacidad institucional. En el diseño 
original de nuestro proceso descentralizador se contempló como im-
portante y el PDI primero y el PMGD55posteriormente fueron pieza 
fundamental de la estrategia de consolidación. En el análisis de los 
10 años, este tema ocupa un lugar muy importante y se recomienda 
su profundización. Ya en la evaluación del 2.002 el tema pierde re-
levancia frente  al análisis por ejemplo de lo sectorial y lo financiero 
y hoy hay que reconocer que son pocos los programas del gobierno 

55	 PDI: Programa de Desarrollo Institucional PMGD: Programa Mejor Gestión de los 
Departamentos
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nacional enfocados a fortalecer integralmente la gestión de los terri-
torios. En términos generales la asesoría brindada se orienta a lograr 
que las administraciones territoriales cumplan con los indicadores, 
evaluaciones e información que requiere el gobierno nacional para 
hacer a su vez seguimiento a la gestión territorial. El vacío es enor-
me y sobre esto urge que la nación vuelva sus ojos a fortalecer a los 
territorios, pero no para que cumplan con los requisitos y trámites 
que les impone la nación sino para que hagan una verdadera gestión 
orientada al desarrollo.

7.	 Las convergencias y las divergencias frente a la descen-		
	 tralización

Después de este recorrido por las diversas evaluaciones y de las 
opiniones de los expertos sobre el proceso puede decirse en primer 
lugar, que ha sido una decisión fundamental en el fortalecimiento 
de la democracia en Colombia y constituyó un paso adelante en la 
apuesta por el desarrollo integral del país.

Sin embargo se reconoce que hay problemas de diversa índole 
que están socavando los avances de la descentralización y que urge 
una revisión del modelo inicial y lo que se ha construido en el camino, 
porque son varios los aspectos señalados como re centralizadores por 
las medidas y la manera de intervenir por parte del gobierno nacio-
nal, pero también fenómenos que ocurren en el territorio a los cuales 
hay que hacerle frente.

Hay en los entrevistados el reconocimiento de la necesidad de 
seguir y retomar en descentralización el rumbo trazado por la Cons-
titución de 1.991 e incluso se siente cierta nostalgia por lo que allí 
se propuso y no de desarrolló. 

Se reconoce que en el país hay como una especie de abandono 
del tema y que es importante volver sobre la importancia del mismo, 
relanzarlo y volverlo a colocar en un lugar importante de la discusión 
pública.

El ordenamiento territorial sigue considerándose una deuda pen-
diente para el país. Como en este tema no se han logrado muchos 
avances,  la sectorialización de la descentralización, especialmente 
en los temas de alta dependencia del gobierno nacional, ha ganado 
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una enorme ventaja y esto ha hecho que la discusión sobre el territo-
rio pierda terreno y que cada día se tenga una mirada menos diferen-
ciada de lo regional. Esto podría observarse claramente en la manera 
como se construye política pública desde la nación. Los ministerios 
son los que la dictan, el DNP, tradicionalmente impulsor de reformas 
más integrales juega ahora un papel marginal en esta definición. 
Apenas logra hacer tímidos intentos de introducir la variable territo-
rial y hace mucho tiempo, no se produce política pública territorial en 
sentido estricto, se produce agregación de lo sectorial puesto en el 
territorio que no es lo mismo.

También aparece muy fuerte la necesidad de recuperar el sentido 
político de la descentralización que poco a poco se ha convertido en 
un proceso tecnocrático de envío de informes, solicitud de recursos 
y lobby de la región hacia el centro. Serpa por ejemplo es enfático 
en decir que hay que volver al reconocimiento de que quien hace 
gobierno hace política y tiene posturas e ideales que está dispuesto 
a defender. Pero se opone a la reelección inmediata de alcaldes y 
gobernadores por considerarla nociva para la democracia. Propone 
ampliación de período. Sagawe en cambio, es enfático en señalar que 
la reelección inmediata de gobernantes locales es una deuda pen-
diente de nuestra democracia. No encuentra justificación en que los 
congresistas en Colombia, que se pueden reelegir indefinidamente 
se opongan tan férreamente a la reelección inmediata, le parece una 
incoherencia. Valora de manera particular la idea de tener gestiones 
y gobiernos de más largo plazo.

Tema fundamental el de fortalecer el control social y  las veedurías 
ciudadanas como estrategia realmente efectiva de lucha contra la co-
rrupción. Si bien no puede volverse la lucha contra la corrupción el 
caballito de batalla para re centralizar, tampoco puede desestimarse 
la percepción generalizada que existe alrededor del tema. Si la des-
centralización surgió como un modelo que significa un cambio frente 
a lo que tradicionalmente ocurría, no es admisible la justificación de 
que antes de ella ya existía y que no es la causa de la misma. En ese 
sentido a la descentralización le pasa como a los partidos políticos de 
oposición, tienen que demostrar siempre que son mejores que lo que 
había. Sobre la participación señala Antanas Mockus la importancia 
de renovar los mecanismos, porque luego de más de 3 o 4 veces de 
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utilizarse tiende a deteriorarse porque cada vez interviene menos 
gente y los que lo hacen van en cierta forma “profesionalizando” la 
participación y eso le quita encanto. Pero no faltan las voces que por 
el contrario creen que más bien hay que “estrenar” ciertos mecanis-
mos de participación que nunca han sido asumidos y que más bien 
allí radica la debilidad de la participación. 

Finalmente me atrevería a considerar que hay consenso en cuan-
to a que la descentralización vive un momento crítico, marcado por 
el exceso de presidencialismo, medidas re centralizadoras, debilidad 
institucional en la gestión territorial que le puede abrir la puerta a la 
corrupción y a la intervención de maneras diversas en la administra-
ción de grupos armados, que erosionan de manera grave la credibi-
lidad en el proceso.

8.	 Propuestas y recomendaciones

En cuanto al reconocimiento de que la descentralización pasa por 
un momento delicado propondría como lo dije en otro escenario, de-
cretar una “emergencia democrática” que lleve a todos los actores 
del proceso a repensar el tema y a proponer caminos que saquen a 
la descentralización de la encrucijada y la polarización en la cual se 
encuentra.

Hay que trabajar en la construcción de consensos sobre el tema, 
esto significa una tarea nada fácil, de sentar en la misma mesa a 
defensores y detractores del proceso, pero sobre todo, requiere de la 
dosis de tolerancia suficiente para reconocer que se ha hecho bien, 
que debe modificarse y que definitivamente no va por buen camino. 
Hasta el momento, los eventos y foros donde estos temas se discu-
ten, mantienen un alto grado de polarización donde cada cual perma-
nece en la trinchera defendiendo con ahínco aún lo indefendible.

Fruto de las reflexiones y de las discusiones de la Red Rinde •	
de las cuales he participado que se han hecho en el marco del 
Foro Social recogidas y sistematizadas por Foro por Colombia, 
ha surgido la propuesta de crear una Comisión de Descentra-
lización y Ordenamiento Territorial, en la que tengan asiento 
representantes de los tres niveles de gobierno, de la academia 
y de la sociedad civil. Su función básica es la de concertar las 
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políticas de descentralización y ordenamiento territorial y ha-
cerle seguimiento y evaluación. Esa Comisión debe ocuparse 
prioritariamente de algunos temas, entre los cuales cabe men-
cionar: El proyecto de ordenamiento territorial para el país, al 
tenor de lo planteado por la Constitución de 1991, tanto en 
términos de competencias y recursos.

El desarrollo económico territorial.•	

El régimen electoral en las entidades territoriales y la represen-•	
tación política de las regiones en el Congreso de la República.

La participación ciudadana en el nivel local.•	

Se requiere sensibilizar a los ciudadanos sobre la importancia de 
fortalecer la descentralización. Es muy riesgoso para la estabilidad 
del país y para la consolidación de la democracia que los ciudadanos 
adquieran la percepción que no importa si el sistema político no fun-
ciona, si tengo al “papá Estado central” que resuelve mis problemas 
concretos. La descentralización debe permear las estructuras no solo 
institucionales y sociales para que realmente pueda impulsar el desa-
rrollo desde los territorios y construir así país desde los territorios.

Hay que redoblar los esfuerzos en fortalecer la participación ciu-
dadana y estimular formas creativas de lograrlo. Sería deseable una 
política pública que profundice más el tema, lo ponga en el centro 
de las preocupaciones de los gobernantes, garantice unos recursos 
mínimos que la hagan viable, pero que también genere un cambio 
social frente al tema.

A las administraciones territoriales hay que rodearlas, fortalecer-
las, especialmente a las más pequeñas y alejadas de los grandes 
centros pues sobre ellas se ciernen muy graves amenazas y es muy 
probable que enfrentar enemigos tan poderosos desborde su capa-
cidad institucional. No se puede mantener ese ambiente de señala-
miento y generalización con el cual se juzga la gestión territorial. El 
reconocimiento de la diversidad también debe aplicarse a esto: ser 
críticos de las malas gestiones, actuar con decisión frente a hechos 
de corrupción pero también reconocer a aquellos que venciendo obs-
táculos y en medio de limitaciones logran hacer buenas gestiones, 
generar confianza y hacer apuestas estratégicas. Estas gestiones hay 
que visibilizarlas y darles el reconocimiento que se merecen.
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Urge una revisión de las normas que rigen la administración te-
rritorial. Algunas de las normas fueron fundamentales para superar 
momentos de crisis pero ahora se tornan en un impedimento para el 
desarrollo de la buena gestión. No puede seguir haciendo carrera la 
idea de que lo importante es cumplir con las normas y los decretos 
que se imponen desde el centro que hacen en la práctica, inoperantes 
a las administraciones. No puede esperarse una buena gestión de un 
departamento o un municipio cuando su principal objetivo no es go-
bernar y mejorar la calidad de vida de su comunidad sino cumplir con 
los límites impuestos por ejemplo por la ley 617. La nación impone a 
los territorios restricciones que no cumple ella y esto tiene un costo 
enorme para la credibilidad en las instituciones.

En cuanto a la revisión del manejo de las relaciones interguber-
namentales recojo lo planteado por Rinde y que coincide claramente 
con lo señalado a lo largo de este documento: Es necesario redi-
señar el esquema de relaciones intergubernamentales, en términos 
de competencias y de recursos. Sobre las competencias, hay que 
perfilar un sistema diferenciado que asigne con claridad responsabi-
lidades a cada uno de los niveles de la administración pública y sea 
flexible, según tamaño, capacidades y recursos de las entidades te-
rritoriales, especialmente en el caso de los municipios. No se puede 
pedir a un municipio de sexta categoría que ejerza las mismas com-
petencias que uno de categoría especial. Lo mismo puede afirmarse 
de los departamentos. Los conceptos de gradualidad y elegibilidad en 
la asunción de competencias deben ser introducidos en la legislación 
colombiana, de manera que la carga de responsabilidades aumente 
cuando el municipio cuente con las capacidades y los recursos nece-
sarios para ejercerlas y/o con la voluntad de asumirlas56. 

Son muchos más los temas de la agenda pendiente: revisión del 
Sistema General de Participaciones, propuesta de un sistema tribu-
tario más equitativo que permita mayor autonomía a las regiones en 

56	 No sobra señalar, además, que las entidades territoriales, en especial los mu-
nicipios, no sólo son prestadores de servicios, sino que desarrollan tareas de 
gobierno que no pueden ser dejadas de lado: solución de pequeños problemas 
de la población, diálogo con esta última para potenciar la vocación del territorio, 
generación de sentidos de pertenencia, promoción de la participación ciudadana 
en los asuntos públicos, generación de climas de convivencia ciudadana, etc., 
tareas éstas que no están necesariamente atadas a las transferencias, sino a la 
capacidad de gobierno y a la imaginación política de las autoridades territoriales
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el manejo de ingresos propios, sensibilizar a la nación para que los 
planes de desarrollo se orienten con énfasis en lo territorial, se quiso 
enumerar los que se consideran más estratégicos o necesarios para 
poner en la agenda pública e incluso revisar por ejemplo los fallos de 
la Corte Constitucional que permitan dar cuenta de si han contribuído 
o no a fortalecer la descentralización, este es un tema que sería muy 
relevante emprender en otro estudio. 
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1.	 Introducción

Tres ideas son ya lugares comunes acerca de la descentralización 
en Colombia: (i) que se debe decidir entre el modelo centralizador o 
el descentralizador, (ii) que el sector más afectado es la salud y (iii) 
que en medio del proceso de descentralización, durante la última dé-
cada se han perdido cuantiosos recursos de regalías. La primera idea 
aparece en casi todas las discusiones y análisis del proceso de des-
centralización en Colombia. Por su parte, la segunda y tercera idea se 
han vuelto populares entre la población pues ya es común encontrar 
en los medios de comunicación frecuentes escándalos sobre corrup-
ción en el manejo de los recursos de la salud y de las regalías.

Con respecto a la discusión entre si adoptar el modelo centraliza-
dor o el modelo descentralizador para el estado colombiano, vale la 
pena comenzar señalando que dicha discusión resulta estéril si no se 
toman en consideración aspectos distintivos tradicionalmente omiti-
dos en los análisis acerca de la administración pública colombiana. 
Uno de ellos, tal vez el que más impacta el funcionamiento de las 
instituciones formales e informales en Colombia, es la variedad de 
actores legales e ilegales que intervienen en los procesos públicos 

* 	 Economista e investigador social. Director Área de Anticorrupción y Captura del 
Estado, Fundación Método.

** 	 Coordinador Área de Metodología, Fundación Método.
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del estado colombiano. En general, cuando se reconoce la diversidad 
de actores y, por lo tanto, la diversidad de intereses que intervie-
nen en los procesos del estado colombiano, se logran comprender 
algunas características de interacciones entre diferentes grupos de 
ciudadanos y sus instituciones: la presencia de corrupción de natu-
raleza cuasi-sistémica, en algunas instancias y niveles de la admi-
nistración, ante la inclinación al irrespeto de reglas; la concepción 
de las instituciones formales como mecanismos manipulables para 
conseguir fines propios y parcializados, y la acumulación de apren-
dizaje criminal de distintos grupos ilegales, y alianza, cooperación 
o subordinación de intereses legales a intereses de índole ilegal o 
ilegítimos socialmente.

Cuando se reconocen características de este tipo, se encuentra 
que ni la centralización ni la descentralización son recetas suficientes 
por sí mismas, en un contexto institucional complejo como el colom-
biano.

El presente escrito consta de nueve secciones. La primera sección 
es la presente introducción. En la segunda y en la tercera secciones 
se expone una breve síntesis del concepto de descentralización y de 
sus fundamentos teóricos. En la cuarta sección se muestra cómo casi 
desde el comienzo de los esfuerzos de descentralización del estado 
colombiano, se identificaron fallas y debilidades administrativas que 
a la fecha no han sido superados. En la quinta sección se ilustra cómo 
las fallas institucionales detectadas desde el comienzo del proceso de 
descentralización, configuraron un escenario causal que ha propicia-
do el mal manejo de recursos públicos. Para el efecto se toma como 
referente el caso del departamento de Casanare, por constituir un 
claro ejemplo de debilidades institucionales que no sólo han facilita-
do la ineficiencia, desvío y malgasto de recursos públicos, sino, peor 
aún, que han permitido avanzar en la consolidación de proyectos 
sociales, políticos y culturales que perjudican las instituciones del 
Estado colombiano. De hecho, dichas debilidades institucionales han 
sido aprovechadas por grupos ilegales que han podido avanzar en la 
realización de sus propósitos en el nivel local e incluso incursionado 
en ocasiones hasta el nivel nacional, al combinar el establecimiento 
de alianzas con actores legales, junto a prácticas violentas. Esta últi-
ma situación se ha denominado proceso de captura y reconfiguración 
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cooptada del Estado. En la sexta sección se expone la manera como 
en Casanare se puso en marcha un proceso de esta naturaleza. Te-
niendo en cuenta  que procesos de captura y reconfiguración coopta-
da del Estado resultan del establecimiento de relaciones sociales, en 
la séptima y en la octava secciones se presentan las principales ca-
racterísticas de la red social que operó en el departamento de Casa-
nare, en la cual se evidencia la celebración de acuerdos entre actores 
legales e ilegales. En la novena sección se concluye con el concepto 
de “Paradoja de la cooptación del estado de derecho”, que es una 
situación a la que llegan aquellos estados que enfrentan procesos 
de reconfiguración cooptada. En esta última sección se muestra que 
cuando la reconfiguración cooptada del Estado afecta el correcto fun-
cionamiento de, por ejemplo, el órgano legislativo del nivel nacional, 
entonces se pone en riesgo la legitimidad de la Ley como criterio 
fundacional de cualquier estado de derecho moderno.

2.	 La noción de descentralización

Al menos en principio, podría argumentarse que la noción de des-
centralización inter-jurisdiccional resume sintéticamente el grado y 
la calidad de autonomía, autoridad y responsabilidad en la toma y 
ejecución de decisiones asumida por las autoridades descentrali-
zadas. No obstante, en la práctica resulta ambigua la acepción de 
grado y calidad, al punto en que, como lo señala Oates (1991, p. 
44): “si se dispusiera de una medición no ambigua de la “cantidad” 
de poder de decisión, el intento por generar una medida sintética 
del grado de centralización (descentralización) estaría enfrentado 
ante el problema de los números índice”. A manera de ilustración, 
vale mencionar cómo las transferencias atadas para la ejecución 
local de ciertas funciones delegadas por el gobierno central a los 
gobiernos locales, no tienen la misma “calidad descentralizadora” 
que las transferencias de libre disponibilidad del gobierno central a 
los gobiernos descentralizados.   

Por este tipo de razones no es posible precisar un grado específico 
de descentralización, sino más bien se puede llegar a precisar grados 
relativos, cualitativos y referenciales de descentralización, según las 
características y dimensiones propias del proceso. 
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3.	 La “razón de ser” de la descentralización57

Para comprender la razón de ser de la descentralización y su pa-
pel en el manejo de asuntos públicos, es indispensable reflexionar 
brevemente acerca de la concepción del sector público según ópticas 
predominantes en la literatura especializada. A continuación se ex-
ponen tres enfoques que permiten entender el concepto de la des-
centralización.

3.1 El enfoque tradicional

Hay al menos tres ópticas predominantes en el enfoque tradicio-
nal, a saber: 

A.	 La neoclásica

Este enfoque justifica la existencia de gobierno para buscar co-
rregir cualquier distorsión en el funcionamiento del mercado, el cual 
distorsiona la localización de recursos, impidiendo, por lo tanto, al-
canzar el óptimo de Pareto, entendido como el del máximo bienestar 
social. Se justifica la existencia del gobierno también para intervenir 
por una determinada distribución del ingreso considerada socialmen-
te como justificable. En esta perspectiva se requerirá un cierto grado 
de centralización para propender, entre otros propósitos, por una ma-
yor eficacia en la distribución del ingreso inter-jurisdiccional. Esto no 
implica desvirtuar la existencia de razones valederas en favor de una 
cierta descentralización como las relacionadas con la eficiencia en la 
corrección de distorsiones en mercados locales, por ejemplo.

B.	 La del elector medio

Según este enfoque, el gobierno debe desempeñar un solo papel, 
que es el de ejecutar los mandatos del electorado surtidos a través 
del voto. En palabras de Oates (1991, p. 401): “En este modelo el 
gobierno no es ni despótico ni benevolente, en sentido estricto el go-
bierno como tal no existe”. Así, bajo una perspectiva radical de esta 
óptica resultaría deseable avanzar hacia la mayor descentralización 
posible con el objetivo básico de acercar las decisiones gubernamen-
tales a las demandas y deseos del ciudadano, en el entendido de que 

57	  Esta sección se basa fundamentalmente en Garay (1994), pp. 19-44.



93Crimen, captura y reconfiguración cooptada del Estado

mientras menor sea la  jurisdiccionalidad, ceteris paribus, mayor será 
la homogeneidad de las preferencias ciudadanas y, por ende, mayor 
la eficiencia de la función pública.

 C.	La burocrática

Según este enfoque, en la práctica real el gobierno busca respon-
der, ante todo, a los objetivos egoístas de los propios funcionarios 
públicos y no al objetivo de la maximización del bienestar social. Bajo 
su versión más extrema, Brennan y Buchanan (1978, 1980) señalan 
que la descentralización fiscal es un contrapeso poderoso para res-
tringir al Leviatán que lleva el gobierno como una entidad única, cuyo 
propósito es el de maximizar la tributación en la economía.

Esta óptica radical aduce que la competencia entre jurisdiccio-
nes, consecuente con un mayor nivel de descentralización, podría 
llevar a una mayor eficiencia de la función pública. Sin embargo, 
en la medida en que no haya competencia perfecta entre jurisdic-
ciones no sólo no será posible alcanzar una situación óptima, sino 
que se puede llegar a una situación de equilibrio a la Nash con 
una sub-provisión de bienes públicos. Precisamente, esta es una 
de las razones básicas por las cuales es posible argumentar a favor 
de la necesidad de, al menos, un mínimo grado de centralización. 
Además, hay otras razones como las siguientes: la existencia de 
economías de escala y de externalidades inter-jurisprudenciales, la 
presencia de oportunismo o del fenómeno conocido como free rider 
por parte de jurisdicciones para el aprovechamiento de externalida-
des inter-jurisdiccionales, y la ausencia de perfecta movilidad inter-
jurisdiccional de los ciudadanos ante una diversidad geográfica de 
preferencias ciudadanas.

En estas circunstancias, como lo señala Garay (1994), “surge el 
problema de determinar el tamaño óptimo de la jurisdicción para la 
provisión de un bien público como un problema legítimo de política 
económica. (…). Sólo aquella estructura de la administración pública 
que permita asegurar una asignación de funciones inter-jurisdicciona-
les eficiente –en el sentido Pareto– podrá ser considerada como ópti-
ma dentro del propósito de maximizar el bienestar social con la provi-
sión de servicios públicos. (…). … ello dio lugar a un nuevo campo de 
la teoría económica denominado economía del federalismo”(Garay, 
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1994, p. 22).Como consecuencia de lo anterior, es posible argumen-
tar que la óptica liberal radical sustentada en el enfoque tradicional 
de la descentralización concibe a ésta “como una reforma (…) para el 
fortalecimiento de las estructuras locales de poder en detrimento del 
nivel central” (De Mattos, 1990, p. 184). 

En este contexto, la democracia es una mera categoría funcio-
nal, formal, sin representar un valor fundacional (foundational value) 
en la organización social. Parafraseando a Restrepo, la democracia 
resulta especificada por “la localización del poder en el espacio ins-
titucional más próximo al ciudadano. El municipio y el “poder local” 
serían sinónimos del poder democrático” (1990, p. 9).

En su versión extrema, como lo argumenta de Mattos (1990), el 
discurso descentralizador radical es “… una concepción de la sociedad 
y de los procesos sociales regida por el principio de la armonía social 
a nivel de lo local (…), la existencia de un proyecto político local de 
orientación popular … impregnado por una clara idealización de lo 
local … . (se) supone que en el ámbito de una colectividad local es 
posible avanzar hacia formas de concertación social donde se aúnan 
los intereses y las demandas de los diversos grupos sociales que in-
teractúan a ese nivel. (…). El problema del caudillismo de tipo perso-
nalista, donde la corrupción y la arbitrariedad son rasgos frecuentes 
que al ser estimulado y fortalecido por nuevas competencias y atri-
buciones, puede llegar a generar males que se intentan enfrentar con 
las políticas de descentralización” (pp. 185-188).

A este respecto, uno de los teoremas centrales de la óptica tra-
dicional de la teoría económica del federalismo, denominada federa-
lismo fiscal y desarrollado por Oates (1972), postula: “Para el caso 
de un bien público (…) será siempre más eficiente (o al menos tan 
eficiente) que los gobiernos locales provean los niveles (específicos 
y diferenciales) de bienes Parteo-eficientes a sus respectivas juris-
dicciones que la provisión por parte del gobierno central de cualquier 
nivel prefijado y uniforme de bienes para todas las jurisdicciones” 
(p. 38). Ello, por supuesto, bajo el supuesto de que las preferen-
cias de los ciudadanos son heterogéneas entre jurisprudencias y que 
cada gobierno local dispone de mejor información sobre las preferen-
cias de sus habitantes y de las necesidades de la comunidad (Cepal, 
1993, p. 9).
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En otras palabras, al buscar idealizar a lo local como lugar ina-
lienable de identificación de intereses colectivos, fruto de un proce-
so de conciliación armónica de intereses individuales, y al erigirlo 
como el espacio propio de la democracia, se llega a una deificación 
de la descentralización en contraposición con el Estado central (Ga-
ray, 1994, p. 38). Es así como se llega a similar la descentralización 
con la eficiencia, la participación y el control ciudadano, gracias a la 
cercanía de la administración pública al ciudadano y a la gestión a 
nivel local, en contraste con el Estado central como ineficiente, bu-
rocrático, concentrador y ajeno al ciudadano, es decir, impopular.En 
síntesis, en su óptica más radical, el Estado viene a comprenderse 
como un mero “ente técnico-institucional sin carácter político; esto 
es, como un mero instrumento funcionalista” (Garay, 1994, p. 37). 
En general, sin detrimento de las críticas generales a visiones volun-
taristas, radicales sobre la descentralización, son de reconocer no 
sólo la razón de ser sino además las potencialidades y ventajas de la 
descentralización política, económica y administrativa del Estado, al 
menos teóricamente, en términos de una mayor injerencia y control 
de la función pública por parte de grupos más amplios de la ciudada-
nía, de la configuración de unas condiciones más propicias para una 
mayor eficiencia de la gestión pública y de una más representativa 
conducción de asuntos colectivos.

La clave de una programática de descentralización reside en la 
adecuación del proceso a la dinámica de transformación de las condi-
ciones imperantes en los territorios que enmarcan el desarrollo de las 
relaciones sociales, políticas, económicas e institucionales. De igual 
manera, dicha programática debe también adecuarse a la interde-
pendencia de las relaciones predominantes a los niveles regional y 
central. En este sentido, está claro que debe superarse la falsa dicoto-
mía entre centralización o descentralización. Lo que hay que debatir y 
definir es cuáles serían la modalidad, el grado, el ritmo de transición, 
la corresponsabilidad y subsidiaridad entre lo local, lo regional y lo 
nacional, y la fiscalización y ajuste del proceso de descentralización y 
desconcentración de la función pública, dadas las condiciones políti-
cas, económicas, sociales, institucionales y culturales de los diversos 
territorios constitutivos de la Nación. Ni la centralización ni la des-
centralización pueden responder, en conjunto, a todas las condicio-
nes políticas, económicas, sociales y culturales de una determinada 
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institucionalidad. Es decir, se trataría entonces de conceptualizar y 
desarrollar la economía política de la descentralización, a teniendo en 
cuenta dichas condiciones.

3.2 Enfoque alternativo

En contraposición al modelo liberal radical, se ha de reconocer 
que la existencia de profundas anomalías y perversiones lleva por 
sí misma a desvirtuar prescripciones fundamentales del modelo en 
cuestión. Dichas anomalías y perversiones se reproducen, en la prác-
tica, a la luz del modelo de competencia en un régimen de mercado, 
utilizado éste último como base de referencia. Así, siguiendo a Garay 
(1994), entre las anomalías conviene mencionar algunas como: “una 
excesiva concentración del poder político y económico en cabeza de 
unos pocos agentes a todos y cada uno de los niveles nacional, re-
gional y local; un drástico marginamiento de amplias capas de la 
población de la organización civil-comunitaria y de la modernidad 
del desarrollo; un sustancial atraso institucional para la realización 
de acciones colectivas desde la misma definición de prioridades, la 
programación de actividades de interés común y hasta la fiscalización 
de la acción pública; a la incipiente formación de una verdadera ra-
cionalidad capitalista ante la ausencia de mercados suficientemente 
desarrollados a nivel de buen número de regiones y localidades en 
las que pueden regir las normas de la competencia y la capacidad de 
sanción por parte de los agentes sociales; a la restrictiva escasez de 
recursos para atender debidamente las necesidades sociales de toda 
la colectividad en su conjunto, para no citar sino algunos casos ilus-
trativos” (p. 34).

A lo anterior habría que agregar una anomalía quizás aún más 
grave. En el contexto de algunos países latinoamericanos, Colombia 
incluida entre ellos, por supuesto, se han venido observando proce-
sos de captura y reconfiguración cooptada del Estado a nivel local, 
regional e incluso en algunas instancias a nivel nacional, resultantes 
de la cooperación, cooptación o alianza entre grupos ilegales y sec-
tores poderosos legales para la búsqueda de sus propios propósitos 
e intereses egoístas (con frecuencia típicamente criminales) en de-
trimento del bienestar social (Garay, Salcedo-Albarán, Guerrero & De 
León-Beltrán, 2007). En este sentido, aparecen propósitos de natu-
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raleza política, económica, penal y hasta cultural, y no solamente de 
corto plazo sino también de mediano y largo plazo, que intervienen 
en la implementación de modelos de administrativos.

Estos procesos de captura y reconfiguración rooptada del Estado 
van más allá de los fenómenos tradicionales del caudillismo y patri-
monialismo, tan conocidos en muchas naciones en desarrollo. Por 
el contrario, son procesos con implicaciones estructurales de mayor 
alcance y trascendencia en relaciones predominantes y en la misma 
configuración del Estado a diversos niveles, especialmente el local y 
regional, y sin dejar de trascender al nivel nacional. En estas circuns-
tancias, a diferencia de lo pregonado por la óptica liberal radical, la 
irrupción de agentes poderosos ilegales con poder de intimidación, 
cooptación e imposición de prácticas, comportamientos y propósitos 
diferentes a los de la democracia y el mercado, llevan a que la función 
pública tienda a ser interferida y distorsionada por la suplantación de 
intereses excluyentes al margen de los intereses colectivos de la ciu-
dadanía, minándose, por lo tanto, las bases de la democracias y de 
la eficacia del mercado. 

Ante el menor desarrollo relativo, la debilidad institucional y esta-
tal, la fragilidad de la organización social y política, entre otros, espe-
cialmente a nivel de lo local y regional en naciones en desarrollo, una 
mayor descentralización autónoma no sólo puede atentar sino incluso 
ayudar a retroceder en la construcción de la democracia y el merca-
do con la irrupción de agentes ilegales o legales/ilegales poderosos 
con propósitos ilícitos o al menos ilegítimos socialmente. Nótese, sin 
embargo, que no se está asegurando que la descentralización, por sí 
misma, afecta la profundización de la democracia; son las condicio-
nes de debilidad institucional y estatal, así como la fragilidad social y 
política, las que hacen que la implementación de un modelo descen-
tralizador pueda conducir a retrocesos en la calidad de la democracia 
en un Estado de Derecho en proceso de consolidación.

Ahora bien, un enfoque alternativo parte de una concepción dife-
rente del Estado, bajo la cual el Estado capitalista moderno “se fun-
damenta en la supremacía de la participación política, en la universa-
lidad de los derechos políticos de los ciudadanos, en la soberanía del 
poder estatal en representación del interés general frente a intereses 
particulares divergentes. (Todo ello) tiene por fuente y ámbito de 
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vigencia a unos ciudadanos y a un territorio preciso. (…). (El) Estado 
ha de requerir, por una parte, de la desconcentración de su poder y 
de sus órganos para buscar asegurar la concreción del interés gene-
ral en múltiples intereses sectoriales e individuales, y, por otra, de la 
descentralización de sus actividades para lograr satisfacer intereses 
particulares y fueros especiales indisociables de su localización espe-
cífica en el territorio nacional” (Garay, 1994, pp. 34-35).  

Además, el enfoque ha de tener en cuenta cuál es el papel y la 
racionalidad del Estado en países en desarrollo en pleno proceso de 
globalización política, económica y cultural como el que se ha venido 
observando en las dos últimas décadas. Es así como en medio de la 
reforma estructural y apertura de las economías, consecuente con 
la liberalización a la competencia externa, la movilidad internacional 
de capitales, la privatización de un espectro de actividades y respon-
sabilidades tradicionalmente bajo la órbita oficial, se hace necesa-
ria una adecuación político-administrativa de los Estados nacionales 
frecuentemente con una cierta descentralización y desconcentración 
del gobierno central hacia los gobiernos regionales y locales, entre 
otros.

En estas circunstancias, la distribución territorial y la función de 
lo local no resultan ajenas al proceso de transnacionalización del ca-
pital y a los procesos de valorización y acumulación del capital y el 
trabajo a nivel cada vez más global. Ante los rasgos distintivos del 
proceso de globalización observado en la práctica, surge con claridad 
una reconceptualización de lo local y su lugar en la reproducción de 
relaciones sociales, económicas y culturales crecientemente trans-
nacionalizadas. Por paradójico que pudiera parecer en primera ins-
tancia, a la par de una cierta tendencia hacia la homogeneización y 
homologación de prácticas, valores y normas con la globalización, 
también se reproduce una propensión a la diferenciación entre deter-
minados espacios territoriales de reproducción de relaciones sociales. 
Este tipo de diferenciación y especificación espacial es lo que preci-
samente ha dado lugar al desarrollo analítico de la glocalización en 
medio de la globalización.

Bajo el proceso de apertura y reforma neoliberal implantado des-
de finales de los ochenta en naciones como las latinoamericanas, 
al Estado le competen como tareas básicas perfeccionar el régimen 
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de competencia, regular los mercados para facilitar y promover la 
iniciativa privada, proveer servicios sociales indispensables con le-
gítimo carácter de bienes públicos, prestar servicios sociales como 
en el caso de bienes colectivos y, entre otros, administrarla riqueza 
y el patrimonio de la Nación. Complementariamente, dicho proceso 
también llega a abarcar los aspectos organizacional, administrativo y 
funcional del Estado en sus diversos niveles territoriales. En efecto, 
como lo argumenta Garay (1994): “(H)abrían de enfrentarse por lo 
menos tres problemáticas básicas: (i) La descentralización del Esta-
do (…) . (ii) La institucionalización de instrumentos y modalidades  
(…) con miras a garantizar el cabal cumplimiento de las prioridades 
sociales legítimas a todos y cada uno de los niveles de la adminis-
tración pública (…) . (iii) La administración del uso y distribución de 
los excedentes reproducidos por la explotación de un recurso natural 
propiedad de la Nación como un todo” (p. 42).

Es así como además de la ya mencionada definición de los ta-
maños óptimos de jurisdicciones –objeto de estudio del federalismo 
fiscal–, son de precisar las competencias entre el gobierno central y 
los gobiernos locales para la provisión de bienes públicos y colecti-
vos y las transferencias de recursos públicos del nivel central a las 
jurisdicciones para el cumplimiento de competencias y la búsqueda 
de una adecuada distribución de ingresos y riqueza intra e inter-ju-
risdiccional. Esta es una problemática central de la economía política 
de la descentralización que, según diversos modelos, llevan a que 
el gobierno central debiera conservar su calidad de interventor y de 
fiscalizador. Entre estos modelos sobresalen el del escogimiento fis-
cal que pregona por un aumento significativo de la competencia local 
en ingresos y gastos, y el del principal (gobierno central) y agente 
(gobiernos locales) con mayor autonomía local pero sujeta a una ac-
countability vertical hacia arriba (esto es, fiscalización y control por 
parte del nivel central).

Ello es ilustrado por Campbell (1993), aunque con una visión ra-
dical: “El reto para el diseño del programa intergubernamental es 
encontrar el conjunto correcto de incentivos y restricciones para ca-
nalizar la iniciativa local en la dirección correcta. En este enfoque es 
fundamental el concepto de que el gobierno local sea el responsable, 
en última instancia, no ante los contribuyentes y electores sino ante 
el gobierno central” (p. 36). 
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La experiencia ilustra la necesidad de contar con una detallada 
regulación de la distribución de competencias y responsabilidades y 
la asignación de recursos públicos, tanto propios del ente local como 
de las transferencias provenientes del ente central, para cada servicio 
social y función pública, así como de la fiscalización y aplicación de 
controles intra e inter-jurisdiccionales, especialmente del nivel central 
hacia los niveles locales, descentralizados, so pena de incurrir en in-
eficiencias, desviaciones y despilfarro y pérdida de recursos públicos 
con graves repercusiones en detrimento del bienestar colectivo, na-
cional y local.

He ahí la prioridad de establecer una estricta reglamentación tan-
to de competencias,  asignación y transferencia de recursos públi-
cos, como de normas de fiscalización, control, sanción y corrección 
remedial, entre el nivel central y los niveles jurisdiccionales locales. 
Ello, bajo los principios de correspondencia/corresponsabilidad, con-
currencia, complementariedad, subsidiariedad y autonomía relativa 
entre los diversos niveles de la administración pública. Aquí reside, 
por ejemplo, una de las principales falencias del modelo descentrali-
zador establecido en Colombia a través de la Constitución de 1991, 
ante la falta de un esquema normativo y regulatorio de competencias 
y distribución de recursos y de control y fiscalización.

De otra parte, surge la necesidad de definir el manejo de los ex-
cedentes. Como lo señala Garay (1994): “Si se acepta la naturale-
za colectiva de los excedentes; ¿a quién le correspondería decidir y 
efectuar su distribución? ¿bajo cuál racionalidad económica habría 
de ser definida su utilización? ¿cuál debería ser el papel político y la 
modalidad decisoria de la sociedad civil en este proceso?” (p. 43).

Según la óptica descentralista radical, aultranza, los excedentes 
deberían ser manejados y usufructuados por aquellas regiones privi-
legiadas en las que se ubicaran esos recursos naturales. Sin embar-
go, esta visión mecanicista de mercado ha de ser superada por una 
realista en la que al Estado central como ente racionalizador del inte-
rés colectivo de la sociedad como un todo le compete un papel deci-
sorio para propender por maximizar el impacto en el bienestar social 
del uso de tales recursos públicos, tomando en consideración ano-
malías regionales como las existentes en países en desarrollo como 
Colombia, en términos de la debilidad institucional, la fragilidad de la 
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organización política y la participación ciudadana, la insuficiente ca-
pacidad económica y productiva para absorber eficazmente recursos 
cuantiosos con el riesgo de la desestabilización financiera y su mala 
utilización mediante prácticas como la corrupción, el robo y la desvia-
ción de usos socialmente deseables. Es, precisamente, en este marco 
analítico en el que se ha de conceptuar y contextualizar un proceso 
de descentralización como el colombiano, atravesado y caracterizado 
por graves tensiones entre intereses no sólo egoístas y parcializados, 
sino incluso criminales, que acentúan todos los conflictos y contradic-
ciones planteados por los modelos hasta ahora expuestos.

4.	 La descentralización y las fallas de la administración en 		
	 el nivel local y regional

Desde la Constitución de 1991 cuando se adoptó el modelo de des-
centralización, se reconoció que los municipios de Colombia presen-
taban graves fallas administrativas y que estas fallas tenían impacto 
directo en problemas de gestión de recursos. Actualmente, durante 
casi dos décadas de esquema descentralizado de la Constitución de 
1991, puede reconocerse que las fallas administrativas han sido cal-
do de cultivo para la reproducción de situaciones de corrupción. Por 
ejemplo, con los datos de investigaciones disciplinarias adelantadas 
por la Procuraduría General de la Nación entre 1996 y 2003, se en-
cuentra que en el 50 por ciento de las investigaciones de procesos 
disciplinarios por conductas contra el patrimonio público, funcionario 
público investigado pertenece al nivel municipal (Programa Presiden-
cial de Lucha Contra la Corrupción-Presidencia de la República de 
Colombia, 2005). Ahora bien, este hecho no quiere decir que la des-
centralización es causa suficiente de cerca de la mitad de la corrup-
ción administrativa en Colombia, aunque sí puede asegurarse que 
el esquema de descentralización del Estado colombiano es uno de 
los factores de contexto, que forma parte del sistema institucional. 
Asegurar con base en esa pieza de información que la descentraliza-
ción es causa de la corrupción en Colombia equivale a afirmar que 
cualquier otro elemento constitutivo del entorno es también causa de 
corrupción. 

Por lo anterior, es bastante tentador trivializar la búsqueda de 
soluciones para enfrentar la corrupción en el nivel descentralizado, 
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reduciendo el asunto a una discusión dicotómica entre recentralizar o 
descentralizar. Sin embargo, una discusión de este tipo remite inme-
diatamente a una pregunta contra-fáctica imposible de responder: 
¿habría menos corrupción en Colombia con un esquema centralista? 
En realidad, la pregunta acerca de las ventajas de la centralización se 
vuelve contra-fáctica, especulativa e imposible de responder a partir 
del conocimiento y la información disponibles. De esta manera, las 
preguntas pertinentes parecen estar relacionadas con aquellas condi-
ciones de la descentralización, en su esquema adoptado por el Estado 
colombiano, que han facilitado la reproducción de conductas anóma-
las y la comisión de delitos de corrupción. Sobre todo, es necesario 
prestar atención a cómo la interacción de ciertos ciudadanos y grupos 
poderosos, legales e ilegales con las instituciones descentralizadas, 
ha permitido o facilitado la aparición de la corrupción. Con esta pre-
gunta en mente, aparecen algunos rasgos distintivos que comple-
mentan el conjunto de condiciones necesarias para la configuración 
de escenarios de corrupción tan complejos como los observados en 
Colombia. 

Colombia es un Estado descentralizado que ha adoptado medidas 
para fortalecer la autonomía y la capacidad administrativa de los en-
tes territoriales. El primer esfuerzo de descentralización en Colombia 
comenzó en 1986, cuando se definieron las responsabilidades inicia-
les de las entidades territoriales y se reestructuró la Administración 
Pública colombiana. Por ejemplo, la enmienda constitucional de 1968 
que tenía el aparente propósito de definir las funciones de municipios 
y departamentos, nunca se reglamentó y, mirando más atrás, se 
encuentra que el Código de Régimen Político Municipal de 1913 era 
“arcaico (…) copia de la legislación colonial del siglo XVIII” (González, 
2001,). Así, para mejorar la eficiencia de intervenciones en el nivel 
local, se asignaron funciones y competencias como contrapartida a 
una transferencia de recursos desde el nivel central. De hecho, como 
lo señala González (2001), sólo en 1986 puede identificarse un es-
fuerzo verdadero por definir de manera clara las funciones y compe-
tencias del nivel municipal. Sin embargo, la posibilidad de desarrollo 
pleno de las funciones y las competencias previstas en 1986 quedó, 
en muchos casos, sometida y dependiente de la posterior expedición 
de reglamentos, normas y decretos que incluso a la fecha no se han 
dado, de manera que algunas funciones no han sido claramente es-
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pecificadas o incluso pueden llegar a ser contradictorias. En este sen-
tido, ya en 2006 el Departamento Nacional de Planeación reconocía 
que en algunos casos no coinciden o no son claras las competencias 
territoriales para la vigilancia, el control o la supervisión de los recur-
sos descentralizados (Departamento Nacional de Planeación, 2006). 
En general, no se cuenta con mecanismos suficientes para garanti-
zar que aquellos funcionarios encargados de la administración de los 
recursos cuentan con el entrenamiento necesario para el efecto; en 
este sentido, se ha propuesto la necesidad de certificar el nivel de 
conocimiento técnicos, legales y normativos de aquellos funcionarios 
encargados de la administración de estos recursos (Programa Presi-
dencial de Lucha Contra la Corrupción, 2006).

Posteriormente, con la Constitución de 1991, el Estado colombia-
no adquirió una estructura administrativa descentralizada. Esto im-
plicó procesos como (i) la readecuación del aparato estatal, orientado 
a la especialización de las tareas y armonización de funciones entre 
niveles, (ii) reformas sectoriales para consolidar la descentralización 
en educación, salud y servicios públicos domiciliarios y (iii) estrate-
gias globales para garantizar la asistencia técnica, administrativa y 
financiera de los gobiernos locales (González, 2001,).

Este proceso, como es de suponer, debió implicar la posibilidad de 
fortalecer la capacidad técnica de los entes que en adelante adquiri-
rían o al menos definirían sus funciones. Al respecto, se contempló 
la puesta en marcha de un Programa de Desarrollo Institucional fun-
damentado en la oferta de capacitaciones en el nivel local mediante 
previa inscripción de personas que pudieran adelantar dicha tarea. 
Al parecer, la aplicación transitoria del Programa de Desarrollo Ins-
titucional permitió identificar la necesidad de aumentar de manera 
drástica las capacidades de planeación y ejecución de, por ejemplo, 
la gestión de rentas de los municipios. Así, a pesar de que ya desde la 
década de los noventa se había identificado la necesidad de aumen-
tar la capacidad técnica de los municipios, para 2001 se señalaban 
como insuficientes aquellas medidas que fueron contempladas desde 
la Constitución de 1991.

Desde 1986 se supuso, sin tener las debidas consideraciones fác-
ticas, que los gobiernos locales podían asumir funciones adminis-
trativas que nunca habían ejecutado. Por ejemplo, se dispuso que 
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“se contaría en adelante con recursos especiales –derivados de la 
transferencia del IVA– a través de la ESAP para fortalecer la capa-
citación y capacidad institucional de los municipios y distritos.”. No 
obstante, la “ESAP que jugaría un papel muy importante en adelante 
para implementar sobre todo programas de capacitación, asesoría y 
formación en temas locales, resultaría insuficiente para abordar los 
problemas de capacidad de gestión local.” (González, 2001,). De esta 
misma manera, muchos procesos de descentralización han quedado 
incompletos por falta de reglamentación o, simplemente, con graves 
fallas de ingeniería institucional que permiten y facilitan la desviación 
de recursos públicos. Pero, en realidad, la desviación de los recursos 
no constituye el escenario más perverso, en términos sociales, que 
puede configurarse como resultado de las fallas de la estructura ins-
titucional que resultan de un proceso de descentralización como el 
colombiano. En este sentido, la posibilidad de que diversos actores 
puedan aprovechar las fallas institucionales, así como las debilidades 
técnicas y administrativas, para poner la estructura institucional local 
al servicio de sus propios intereses, constituye uno de los riesgos 
más graves. Sin embargo, sobre este punto se llamará la atención 
más adelante. Por ahora, se mostrará por qué la descentralización 
ante la estructura del Estado colombiano, ha facilitado la aparición 
de la corrupción.

Entre las principales falencias del modelo de descentralización, 
son de mencionar algunas señaladas en Garay et al. (2002c): “(i) 
A nivel político: la crisis de representatividad de los partidos con 
la consecuente fragmentación y clientelización de la representación 
favorece la subordinación de propósitos locales de larga maduración 
en favor de objetivos cortoplacistas de menor prioridad intertem-
poral e intereses egoístas sobre intereses de la colectividad. (ii) A 
nivel institucional: la insuficiente competencia, falta de información 
relevante y dificultades para la organización ciudadana con miras a 
la fiscalización de la administración de recursos públicos, impiden la 
adecuada asunción de responsabilidades, lo que resulta agravado en 
ambientes interferidos seriamente por diversas formas de violencia y 
crimen organizado. (iii) A nivel normativo y regulatorio: la compleji-
dad, proliferación e inconsistencias de leyes, normas y regulaciones 
sectoriales que en muchos casos reproducen incentivos perversos 
para la adecuada orientación de recursos y la eficiencia del gasto, se 
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hacen más contraproducentes cuando no se implantan mecanismos 
para la disciplina fiscal ni se dispone de instrumentos para la eva-
luación oportuna que permitan impedir la duplicación, el desvío y el 
malgasto de los recursos públicos”.

A lo que habría que complementar, como lo hace el Foro Nacional 
(2009): “la débil capacidad de gestión de los entes territoriales, sus 
bajos niveles de transparencia y su dificultad para generar recursos 
propios y manejarlos adecuadamente, lo cual se traduce en una cre-
ciente dependencia con respecto a los recursos del gobierno central 
(Sistema General de Participaciones), el frágil nivel de gobernabilidad 
democrática y la existencia de un tejido social fragmentado con bajo 
o nulo poder de participación e incidencia en la toma de decisiones 
públicas; el endeble funcionamiento de las instancias de participa-
ción y el escaso desarrollo de las leyes relacionadas con el tema; 
la presencia de actores armados en diferentes zonas del país y su 
incidencia en la gestión pública municipal”, al punto que, como lo se-
ñala RINDE, (2009)58,“los actores armados han visto en los aparatos 
municipales una importante fuente de poder, de legitimación social 
y política, de protección  y de acumulación de recursos” (p. 2). Así 
mismo, “la consolidación de una cultura política mafiosa que ha per-
meado a los partidos políticos, a algunos espacios de participación y 
a la gestión pública a nivel regional y municipal en varias regiones del 
país; el modesto empoderamiento de las autoridades locales” (Foro 
Nacional por Colombia, 2009).

Además, pero no menos crucial: la ausencia de un esquema nor-
mativo y regulatorio para la implantación de un sistema integral de 
corresponsabilidad entre el gobierno central y los territorios bajo prin-
cipios de concurrencia, subsidiaridad, complementariedad, autono-
mía y correspondencia. Es por ello que autores como Garay (2002c) 
afirman que: “Se requiere, entonces, el ajuste y adecuación del pro-
ceso, más allá de la Ley 715 de 2001 sobre la transferencia de recur-
sos, en el propósito de garantizar la institucionalización, legitimidad 
democrática, eficiencia y solidez financiera y administrativa estatal 
para el cumplimiento de las responsabilidades sociales, políticas y ju-
risdiccionales propias de un Estado Social de Derecho. (…) Adicional-

58	 RINDE (2009). Fortalecer la descentralización: el gran reto. Bogotá, Documento 
presentado a la Cumbre Social y Política. 
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mente, es necesario enfrentar uno de los problemas determinantes 
que afecta la eficiencia y la institucionalidad del Estado como es el 
de la corrupción y, más generalmente, el de “fallas sistémicas en la 
administración pública” en detrimento de los intereses colectivos”.

A manera de ilustración, por ejemplo, en el año 2006 se reco-
nocían como problemas más frecuentes en el manejo de regalías a 
los siguientes: (i) celebración de contratos que no hacen parte de 
un proyecto prioritario establecido dentro de los Planes de Desarro-
llo, (ii) celebración de contratos que no cumplen los fines distintos 
a los que señala la Ley, (iii) formalización de contratos sin estudios 
previos, sin planeación, sin licencias ambientales, en terrenos sin le-
galizar, sin actas de iniciación o sin de garantías, (iv) celebración de 
contratos desconociendo los requisitos establecidos por la Ley 80 de 
1993 y el Decreto 2170 de 2002, en lo relacionado con la publicación 
de prepliegos y pliegos, (v) suspensión indefinidamente de los con-
tratos, sin actas parciales, finales o de liquidación; (vi) incumplimien-
to generalizado por parte de los contratistas, (vii) ejecución de las 
obras de muy baja calidad, (viii) graves deficiencias en la posibilidad 
de seguimiento técnico durante la ejecución de las obras, (ix) inter-
ventorías de muy baja calidad, sin informes técnicos rigurosos, (x) 
graves deficiencias en el manejo presupuestal y contable por parte 
de los entes territoriales, (xi) atomización de los recursos cuando son 
ejecutados por los entes territoriales, (xii) incumplimiento generali-
zado de normatividad relativa a saneamiento fiscal por parte de los 
entes territoriales (Programa Presidencial de Lucha Contra la Corrup-
ción, 2006).

5.	R egalías, corrupción e indicadores de bienestar social:  		
	 el caso de Casanare

Los principales recursos girados desde el gobierno central a las 
administraciones locales son aquellos destinados al sector de la sa-
lud. Adicionalmente, este sector recibe recursos por concepto de los 
pagos de regalías. Por lo anterior, podría esperarse que el sector de la 
salud, sobre todo en lo relacionado con los recursos provenientes de 
las regalías petroleras, sea especialmente afectado por situaciones 
de corrupción en el nivel local. 
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Para algunos departamentos los ingresos por concepto de rega-
lías constituye la principal fuente como ocurre en el caso del depar-
tamento de Casanare. En efecto, de las regalías directas que son 
giradas a los entes territoriales, las más altas son aquellas que co-
rresponden a la contraprestación que se da a los entes territoriales 
por resultado de la explotación de petróleo: “entre 1995 y 2000 se 
generaron regalías en Colombia por valor de $5.66 billones, de los 
cuales el 92,3% provino de la explotación de hidrocarburos.” (Her-
nández, 2004). Teniendo en mente esta cifra, resulta representativo 
que Casanare haya sido el departamento que más regalías petrole-
ras recibió a finales de la década de 1990 y comienzos de la década 
de 2000. Dichos pagos de regalías, entre el año 2000 y el año 2002, 
estuvieron concentrados en promedio, en cuatro departamentos de 
la siguiente manera: (i) Casanare, con 42.7%, (ii) Arauca, con 15%, 
(iii) Meta, con 11.1% y (iv) Huila, con 10.2%. Según el servicio 
público de información de la Comisión Nacional de Regalías, para el 
año 2000 Casanare tuvo la mayor productividad petrolera, corres-
pondiente a 101.127.244 barriles de petróleo, ubicándose así, por 
encima de Arauca y Meta, con 35.702.511 y 21.566.569 barriles 
respectivamente.

Ahora bien, como patrón general, según el Departamento Nacional 
de Planeación, entre 1994 y 2005 se giraron $ 17 billones en regalías 
directas, de los cuales, el 74% se concentró en nueve departamen-
tos de la siguiente manera: (i) Casanare con 21,5%; (ii) Arauca con 
10,9%; (iii) Meta con 9%: (iv) Huila con 7,7%; (v) Guajira con 7,3; 
(vi) Santander con 4,8%; (vii) Córdoba con 4,6%; (viii) Antioquia 
con 4,1% y (ix) Cesar con 3,5 %.

Las posibilidades de explotación petrolera permitieron que para 
el año 2003 la actividad económica del departamento del Casanare 
se concentrara en esa actividad. Así, para el año 2003 las activi-
dades económicas del Departamento se distribuían de la siguiente 
manera: (i) Actividad petrolera: 45,2%; (ii) Servicios: 33%; (iii) 
Agrícola: 8,5 %; (iv) Gobierno: 2% (Departamento Nacional de Pla-
neación, 2003). Más interesante aún es el hecho de que la actividad 
petrolera del departamento de Casanare se concentrara para 2003 
en seis municipios con un área de 10.356 Kilómetros cuadrados, 
equivalente al 23% de la superficie del departamento. Los pozos de 
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mayor producción eran Cusiana, Capigua, Volcanera, Pauto y Flore-
ña. Cusiana y Capigua.

El monto de las regalías giradas al departamento del Casanare 
ha sido comparable a los recursos presupuestales de departamentos 
tradicionalmente más ricos de Colombia como Cundinamarca.59 De 
esta manera, los recursos de inversión del departamento de Casana-
re han llegado a ser treinta veces los recursos de inversión de otros 
departamentos más pobres como Chocó o Vichada. Si se convierten 
los recursos de regalías giradas en cifras de inversión, el único de-
partamento que supera a Casanare es el departamento de Antioquia, 
el cual es uno de los departamentos económicamente más fuertes de 
Colombia (Gaviria, Zapata, & González, 2002,). En general, según 
información de la Presidencia de la República (2005), entre 1996 y 
2002 el departamento de Casanare recibió el 67% de los giros de 
regalías directas y de las regalías giradas por el Fondo Nacional de 
Regalías, con la siguiente tendencia (Gráfica1):

Gráfica 1

Fuente: Departamento Nacional de Planeación, Gobernación de Casanare y Agencia Nacional de 
Hidrocarburos.

59	 Esto, a pesar de que Cundinamarca es un departamento económicamente más 
activo y con una población mucho mayor. Por ejemplo, para el 2003, la pobla-
ción estimada según Dane, para Casanare fue de 309.358 habitantes, mien-
tras que para Cundinamarca, en este mismo año, se estimaba una población de 
2.266.806.
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En general, a nivel departamental se observó una muy alta con-
centración en la distribución de las regalías totales por habitante en-
tre 1997 y 2005, con el departamento de Casanare triplicando el 
monto per cápita  recibido en departamentos como la Guajira (De-
partamento Nacional de Planeación, 2006). Esta desproporción im-
plicó que, por ejemplo, el departamento de Casanare recibiera entre 
1997 y 2005, $1.045.000 de regalías per cápita, seguido Arauca con 
$793.000 y Vaupés con $238.000. De esta manera, se ha llegado 
a una situación en que tan sólo 8 departamentos que concentran 
el 16% de la población nacional, concentraron el 83% las regalías 
petroleras entre 1994 y 2005. Si se amplía el periodo analizado, la 
situación no es más alentadora. Por ejemplo, entre 2005 y 2008 cua-
tro municipios recibieron más de $ 8 millones de pesos por habitante: 
Castilla la Nueva, en Meta, Orocué en Casanare, Cantagallo en Bolí-
var y Chiriguaná en Cesar. Ninguno de estos municipios ha alcanzado 
el conjunto de coberturas mínimas exigidos por la Ley. Por ejemplo, 
el municipio de Castilla La Nueva, en Meta, recibió regalías per cápita 
por $ 21 millones en este mismo periodo, y tan sólo cuenta con co-
bertura mínima en educación (Departamento Nacional de Planeación, 
2009). En el caso de las coberturas mínimas exigidas para el sector 
de alcantarillado y agua potable, el Departamento Nacional de Pla-
neación reporta que para 2007 ninguna entidad territorial cuenta con 
certificación por este concepto.

Ahora bien, a nivel municipal los giros de regalías estuvieron dis-
tribuidos para el año 2000 de la siguiente manera (Gráfica 2):

Gráfica 2

                Fuente: (Hernández, 2004)
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Así, se encuentra que el Municipio de Aguazul y el Municipio de 
Tauramena, ambos ubicados en Casanare, concentraron durante el 
año 2000, el 20% de los pagos de regalías nacionales. 

Otra característica importante de la distribución observada en la 
Gráfica 2 es que en 2000 los municipios incluidos, a pesar de que 
concentraban el 2,9% de la población nacional, recibieron en conjun-
to el 49% de las regalías. En 2001 los recursos de transferencia y re-
galías directas per cápita ubicaron al departamento del Casanare por 
encima del promedio nacional, alcanzando un valor de $2.163.866, 
seguido por el departamento de Vaupés con aproximadamente 
$1.000.000 y el de Guainía con $900.00060. De igual manera, la asig-
nación de transferencias per cápita ascendió a $ 453.784 durante el 
año 2002, frente al promedio nacional que para ese mismo año fue 
de $ 276.391 (Programa Presidencial de Lucha Contra la Corrupción-
Presidencia de la República de Colombia, 2005).

Todos estos datos están orientados a señalar cómo el departa-
mento de Casanare ha recibido cuantiosos recursos presupuestales 
sin que dichos recursos, como se verá más adelante, se hayan tradu-
cido en mejoras significativas de los indicadores de bienestar social 
de la población. Es decir, la magnitud de las anteriores cifras debería 
haber implicado una mejora en la calidad de vida de los habitantes 
del Departamento. Para llegar a esta conclusión, basta observar la 
magnitud de las cifras de inversión per cápita.

Sin embargo, el departamento de Casanare, al igual que otros 
departamentos colombianos, no ha contado con la capacidad técnica 
y administrativa requerida para administrar recursos de magnitudes 
como las mostradas. Esto, sin contar las debilidades de municipios 
que son técnica y administrativamente pequeños, como Aguazul, que 
repentinamente se enfrentaron a la administración de presupuestos 
con elevadas cuantías como las mencionadas atrás. Esta falta de ca-
pacidad técnica y administrativa ha sido una constante en la mayor 
parte de los entes territoriales que desde 1991 tuvieron que asumir 
legalmente la administración descentralizada de los recursos de in-
versión y funcionamiento. De esta manera, se han creado espacios 

60	 En general, las regalías directas per cápita ascendieron en Casanare a $1.830.542 
para el año 2001, seguidas por $370.000 correspondientes al departamento de 
Arauca.
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de oportunidad para que distintos grupos de interés, tanto legal como 
ilegal, puedan tomar provecho en la administración y orientación de 
cuantiosos recursos que comenzaron a llegar al departamento duran-
te la década de los noventa.

Estos escenarios de corrupción se pueden observar con el incum-
plimiento de los porcentajes de inversión que han sido establecidos 
mediante la ley 141 de 1994. Con el propósito de evitar el despilfarro 
del dinero proveniente de regalías, mediante el Decreto 1747, artí-
culo 20 de 1995, se establecieron montos mínimos de inversión de 
las regalías hasta que se alcanzaran los siguientes indicadores: (i) 
mortalidad infantil máxima del 1%, (ii) cobertura mínima de la po-
blación pobre del 100%, (iii) cobertura mínima en educación básica 
del 90%, y (iv) cobertura mínima en agua potable y alcantarillado del 
70%. Sin embargo, la abundancia de los recursos provenientes de las 
regalías petroleras no ha estado acompañada de su respectiva inver-
sión. Un informe de la Contraloría General de la República identificó 
serios indicios de que los recursos no se han utilizando adecuada-
mente puesto que se han incumplido los porcentajes de distribución 
para inversión. De esta manera, se observa en los presupuestos de 
gastos de los recursos provenientes de las regalías directa, que los 
departamentos de Arauca, Casanare y Meta y los municipios de Arau-
ca, Aguazul y Tauramena no han destinado los porcentajes de las 
regalías directas que la ley 141 de 1994 estableció para los sectores 
de educación, salud y saneamiento básico. Por ejemplo, entre 1995 
y 2000 los departamentos de Arauca, Meta y Casanare destinaron el 
45,71%, el 34,23% y el 28,0%, respectivamente, a los sectores de 
educación, salud y saneamiento básico, frente al 50% que estipula la 
Ley 141 de 1994 (Hernández G. H., 2004).

De igual manera, en la mayoría de los casos se han incumplido 
las metas de inversiones destinadas a la cobertura de acueducto y 
alcantarillado en dichas regiones (Tabla 1):
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Tabla 1

Cobertura de servicios de acueducto y alcantarillado en Casanare. Año 2000

Acueducto Alcantarillado

Rural Urbano Total Rural Urbano Total

Meta 31.32 80.85% 63.33% 20.59% 75.22% 55.89%

Arauca 16.46 78.01% 49.14% 8.52% 50.69% 30.92%

Casanare 21.14 82.55% 49.61% 9.69% 76.31% 40.57%

Cobertura exigida por 
el Decreto 1747/1995

70% 70%

Fuente: Ministerio de Desarrollo Económico. Citado por Contraloría General de la República. “¿Para 
qué han servido las regalías?”, pág 19.

Es así como en el caso de Casanare se reconoce el insuficiente 
aumento en la cobertura de alcantarillado y saneamiento básico en el 
nivel municipal, pues, según DNP: “(de) información del ministerio de 
Desarrollo Económico, se asume que a partir de 1997 no se ha incre-
mentado la cobertura en los servicios de acueducto y alcantarillado 
para la mayoría de los municipios del departamento […]” (Departa-
mento Nacional de Planeación, 2003,). De hecho, se ha encontrado 
que ni siquiera el municipio de Aguazul, que para el año 2000 recibió 
un 13% del total de las regalías directas pagadas en el país, mues-
tra incrementos en la cobertura de tan vital servicio; únicamente el 
municipio de Tauramena registró variaciones considerables en ese 
concepto (Tabla 2). Coincidiendo con la anterior Tabla 1, para 2008 
el departamento de Meta, que también es una entidad territorial con 
altos niveles de regalías, no contaba con certificación de cobertura 
en el régimen subsidiado de salud (Departamento Nacional de Pla-
neación, 2009).

Uno de las razones del incumplimiento de lo estipulado en la ley 
1747 de 1995 reside en la distribución de la inversión en el depar-
tamento de Casanare. Así, por ejemplo, la distribución para el año 
2002, fue: (i) vías: 20,25%, (ii) educación: 18,41%; (iii) agua pota-
ble: 18,01%; (iv) otros: 16,41%; (v) electricidad: 9,58%; (vi) salud: 
9,26%; (vii) saneamiento básico o ambiental: 1,59% (Información 
básica departamental, Casanare, DNP.)
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Tabla 2

Tabla Coberturas agua potable y saneamiento básico, 2001

Municipio Acueducto Alcantarillado
1997 (%) 2001 (%) Variación 

(%)
1997 (%) 2001 (%) Variación 

(%)
Aguazul 59.0 59.0 0.0 32.7 32.7 0.0
Chámeza 26.0 26.0 0.0 72.5 72.5 0.0
Hato Corozal 32.7 32.7 0.0 1.8 1.8 0.0
La Salina 29.7 29.7 0.0 79.1 79.1 0.0
Maní 36.0 36.0 0.0 41.9 41.9 0.0
Monterrey 75.6 75.6 0.0 70.9 70.9 0.0
Nunchía 12.5 12.5 0.0 45.7 45.7 0.0
Orocué 36.3 36.3 0.0 9.2 9.2 0.0
Paz de Ariporo 83.8 83.8 0.0 17.6 17.6 0.0
Pore 40.7 40.7 0.0 27.6 27.6 0.0
Recetor 5.0 5.0 0.0 23.8 23.8 0.0
Sabanalarga 40.8 40.8.5 0.0 89.2 89.2 0.0
Sácama 49.5 49.5 0.0 2.5 2.5 0.0
San Luis de 
Palenque

78.0 78.0 0.0 0.5 0.5 0.0

Tamara 17.4 17.4 0.0 50.0 50.0 0.0
Tauramena 38.0 100.0 62.0 56.0 98.2 42.2
Trinidad 78.2 78.2 0.0 23.4 23.4 0.0
Villanueva 100.0 100.0 0.0 58.6 78.8 20.2
Yopal 82.0 90.2 8.2 55.3 62.3 7.0
Casanare 73.0 78.2 5.1 45.5 52.1 6.6

Fuente: Departamento Nacional de Planeación.

Otra de las razones ha sido la confluencia en una estructura des-
centralizada de elementos como los siguientes: (i) aumento rápido y 
sustancial del presupuesto público, (ii) una tradicional debilidad téc-
nica, administrativa y de seguridad en departamentos y municipios 
que tradicionalmente no se habían enfrentado al manejo de presu-
puestos tan cuantiosos, y (iii) presencia de grupos armados ilegales 
muy entrenados en técnicas de violencia.

Como agravante, existen otras razones determinantes como son 
la ineficiencia, malgasto y desviación del uso de recursos públicos, 
la corrupción administrativa y la reproducción de prácticas de apro-
piación de recursos presupuestales y de cooptación de la gestión 
administrativa y financiera en favor de grupos poderosos legales e 
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ilegales mediante la captura y reconfiguración cooptada del Estado 
en los niveles local y regional de la administración pública.

6.	 Descentralización y violencia: hacia la captura y 
	 reconfiguración cooptada del Estado

En un contexto como el descrito, sería posible suponer que esos 
grupos armados ilegales muy seguramente buscarán aprovechar di-
chas fallas técnicas, administrativas y de seguridad para apropiarse 
de cuantiosos presupuestos. Como aparece en la Gráfica 3, los gi-
ros de regalías petroleras al departamento de Casanare aumentaron 
drásticamente en el año 1998 como resultado de la entrada en fun-
cionamiento de 4 unidades de explotación en el pozo petrolero de 
Cusiana y dos unidades de explotación en el pozo de Capiagua, al 
tiempo que durante 1998 y 2001-2003 se observaron los más altos 
niveles de homicidio.

Gráfica 3

Fuente: Datos de regalías petroleras: Departamento Nacional de Planeación, Gobernación de Casa-
nare y Agencia Nacional de Hidrocarburos.
Datos de homicidios: CIC - DIJIN.

La anterior situación puede ser aún más grave si se tiene en cuen-
ta que, al margen de las cifras oficiales de la Policía Nacional o de 
Medicina Legal, según el Centro de Investigación y Educación Popular 
(CINEP), desde la segunda mitad de la década de los ochenta pueden 
contarse 2.500 desapariciones en el departamento (González, 2009). 
Ahora bien, el descenso en la cantidad de homicidios registrados en 
Casanare a partir de 2004, puede explicarse por la disminución de 
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la actividad operativa de las Autodefensas Campesinas de Casanare 
(ACC), aunque no por ello necesariamente por una no despreciable 
influencia y predominio de grupos legales e ilegales que participaron 
en alianzas directas o indirectas con las ACC. Sin embargo, a la fecha 
se tiene noticia de que este ejército ilegal está re-conformando su 
antigua estructura de operación criminal (El Espectador, 2009).

Gráfica 3A

Tendencia similar se observa en los casos y número de víctimas 
de masacre. De hecho, también se presentaron dos niveles pico: uno 
en 1998 y otro en 2000 (Gráfica 4).

Gráfica 4

       Fuente: CIC-DIJIN
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Es común que las bonanzas petroleras estén asociadas a aumento 
en los niveles de violencia. Con las bonanzas, sobre todo aquellas re-
lacionadas con recursos naturales, aumenta la población flotante que 
llega buscando participar de la nueva riqueza. Esto se ha observado en 
el caso de Colombia (Dunning & Wirpsa, 2004), y en otros escenarios 
de bonanza petrolera, de oro y de diamantes alrededor del mundo. 
Sin embargo, en Colombia, a diferencia de otros lugares del mundo 
con bonanzas por recursos naturales, se encuentran grupos armados 
con buen entrenamiento en el uso de la violencia para la apropiación 
de recursos. Por este motivo, en Casanare llama la atención la coin-
cidencia entre las acciones de los grupos de autodefensas o parami-
litares a finales de la década de 1990 y comienzos de la década de 
2000, precisamente por los años en los que aumentó drásticamente 
la producción petrolera del departamento y, por lo tanto, el ingreso de 
regalías petroleras. Como se señala en el informe de desarrollo huma-
no para Colombia del año 2003 (Gómez, 2003), la llegada entre 1992 
y 1997 de grupos de autodefensas al departamento de Casanare se 
realizó a través de municipios como Tauramena. Específicamente, re-
sulta bastante interesante la concentración de las acciones violentas 
de los grupos de autodefensas en los municipios que concentraron la 
recepción de regalías directas entre 1998 y 2003. La siguiente Gráfica 
5 ilustra cómo Aguazul, que es el municipio que concentró la mayor 
recepción de regalías durante el periodo analizado, presentó también 
una de las más altas tasas de homicidios del departamento. Con el fin 
de ilustrar los municipios del departamento que presentaron la mayor 
cantidad de homicidios, se muestran aquellos municipios en los que 
se registraron por lo menos 10 homicidios en promedio entre 1991 y 
2003.

La mayor concentración de acciones de grupos paramilitares re-
gistradas en el departamento de Casanare, según el mismo informe, 
sucedió en 2001 y 2002, principalmente en Aguazul y, en segundo 
lugar en el municipio de Tauramena. Esto no quiere decir que la ac-
tividad violenta del departamento haya estado a cargo únicamente 
de los grupos de autodefensa. De hecho, en el mismo informe se 
registran acciones de las Farc y del ELN, con una especial intensidad 
en los mismos municipios. Sin embargo, se llama la atención acerca 
de la intensificación de la acción de los grupos paramilitares y de au-
todefensa durante el periodo mencionado.
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Gráfica 5

   Fuente: CIC-DIJIN.

En el caso de las Farc, se registró una concentración de entre 61 y 
136 acciones violentas a partir del año 1998, con una mayor concen-
tración en el año 2002 en Aguazul. Por su parte, el ELN registró una 
disminución en su actividad violenta en el departamento pues su pico 
aparece en los mismos municipios de Aguazul y Tauramena durante 
1997 y 1998, respectivamente. De esta manera, puede inferirse una 
intensificación en la confrontación entre los grupos de autodefensa y 
las Farc en los municipios mencionados. Así mismo, puede inferirse 
que esta confrontación finalmente dio como resultado una relativa 
consolidación de la actividad paramilitar en la región. Como se mues-
tra a continuación, dicha consolidación coincide con el aumento de la 
participación de los grupos de autodefensa en la autoría de víctimas 
de masacres registradas por la Policía Nacional entre los años 1998 y 
2000 (Gráficas 6 y 7). 

La participación de los grupos de autodefensa y las Farc entre 
1998 y 2000 coincide con la concentración de investigaciones ade-
lantadas por la Procuraduría General de la Nación por irregularidades 
en procesos de contratación (Programa Presidencial de Lucha Contra 
la Corrupción- Presidencia de la República de Colombia, 2005, p. 40). 
Según el sistema de información Gedis de la Procuraduría General de 
la Nación, del total de investigaciones adelantadas en el departamen-
to de Casa nare entre 1996 y 2003, el 67% de las investigaciones
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Gráfica 6

Fuente: CIC-DIJIN

Gráfica 7

Fuente: CIC-DIJIN.

correspondió a investigaciones por irregularidades en procesos de 
contratación. Este porcentaje es bastante superior al promedio na-
cional, que se ubicaba en 44% para el mismo periodo. Así, de un 
total de 1.596 investigaciones disciplinarias adelantados por la Pro-
curaduría General de la Nación en Casanare para el periodo 1996-
2003, 1.073 correspondieron a irregularidades en la contratación, lo 
cual ubica a este departamento como el que más concentró procesos 
disciplinarios por tal concepto, si se compara con los demás departa-
mentos del país (Tabla 3).
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Tabla 3

DEPARTAMENTO Irregularidades en 
contratación administrativa

Total del departamento

No. % No. %

Casanare 1073 67,3 1595 100,0
Vaupés 393 65,5 600 100,0
San Andrés y Providencia 218 61,2 356 100,0

Huila 1051 56,1 1873 100,0
Amazonas 530 56,1 944 100,0
Meta 1165 54,2 2150 100,0
Bogotá, D. C. 8325 53,6 15545 100,0
Guainía 251 52,8 475 100,0
Vichada 274 50,6 542 100,0
Arauca 481 50,4 954 100,0
Boyacá 1717 48,5 3543 100,0
Risaralda 726 44,6 1629 100,0
Nariño 905 44,2 2049 100,0
Santander 2309 43,9 5257 100,0
Guaviare 181 43,9 412 100,0
La Guajira 440 43,7 1008 100,0
Cundinamarca 1935 43,4 4454 100,0
Tolima 1565 43,2 3625 100,0
Sucre 526 43,0 1224 100,0
Cauca 703 42,8 1644 100,0
Bolívar 1208 42,5 2845 100,0
Cesar 795 41,4 1921 100,0
Córdoba 564 39,5 1428 100,0
Magdalena 843 38,9 2167 100,0
Norte de Santander 873 38,8 2248 100,0

Quindío 483 38,1 1268 100,0
Putumayo 399 37,5 1065 100,0
Valle 1833 36,7 4999 100,0
Caldas 704 34,9 2019 100,0
Atlántico 1227 34,3 3582 100,0
Antioquia 2025 32,2 6294 100,0
Caquetá 285 29,2 976 100,0
Chocó 285 24,5 1163 100,0
PAÍS 36292 44,3 81854 100,0

Fuente: Procuraduría General de la Nación. Sistema de Información Gedis: Procesos disciplinarios 
1996-2003.
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Adicionalmente, según el Departamento Nacional de Planeación, 
de los departamentos que recibieron regalías directas entre 2001 y 
2005, Casanare concentró el 21 % de las 364 irregularidades detec-
tadas por violación de la Ley de Regalías. Este porcentaje equivale 
a 77 irregularidades de las 364 identificadas. Ahora bien, de las 364 
irregularidades identificadas por Departamento Nacional de Planea-
ción entre 2001 y 2005, el 52% corresponde a destinación a sector 
no prioritario, lo cual, usualmente, también está acompañado de irre-
gularidades en la celebración de aquellos contratos en que los que se 
han destinado recursos a sectores distintos a aquellos especificados 
por la ley (Departamento Nacional de Planeación, 2006). De hecho, 
para el año 2008, según la Dirección de Regalías del Departamento 
Nacional de Planeación, se encuentra que ninguna de las 746 enti-
dades territoriales que han recibido regalías, ha logrado la cobertura 
de agua potable y alcantarillado exigida por la Ley (Departamento 
Nacional de Planeación, 2009).

Las irregularidades en la contratación administrativa han sido 
identificadas como los principales usados para configurar distintos 
procedimientos de corrupción (Programa Presidencial de Lucha Con-
tra la Corrupción - Presidencia de la República de Colombia, 2005). 
Las principales prácticas corruptas que se han identificado en proce-
sos de contratación son: (i) el monopolio de contratistas, que se da 
cuando un contratista o un grupo de contratistas que hacen colusión, 
concentran la mayor parte de la contratación de un municipio o un 
departamento, (ii) el ajuste de especificaciones, que se da cuando se 
ajustan los términos de referencia de los pliegos de contratación para 
que un único proponente los pueda cumplir, (iii) la aprobación sin 
cumplimiento de requisitos, que se da cuando se adjudica o ejecuta el 
contrato, con aprobación del interventor o de la administración local 
sin que el contratista cumpla con los requisitos mínimos necesarios  
y (iv) el fraccionamiento de contratos, que se da cuando se ejecutan 
múltiples contratos de baja cuantía, en lugar de un único contrato 
de alta cuantía, para posibilitar la ejecución directa y direccionada. 
Estas prácticas, entre otras, pueden dar lugar a investigaciones disci-
plinarias, penales o fiscales, por parte de la Procuraduría General de 
la Nación, la Fiscalía General de la Nación o la Contraloría General de 
la República, respectivamente. De esta manera, cuando se encuen-
tra que el departamento que más regalías ha recibido tiene una alta 
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concentración de investigaciones por fallas en la contratación pública, 
entonces puede suponerse que se está configurando un escenario de 
corrupción en el que los recursos inicialmente destinados a mejorar 
los indicadores socio-económicos del departamento, son finalmente 
utilizados para propósitos distintos que, por lo general, tienden a be-
neficiar intereses privados.

Contrario a lo estipulado por la ley, se ha identificado que una 
porción de los recursos de regalías se utilizaron durante el periodo 
analizado para financiar gastos de funcionamiento del Departamento. 
Según la Contraloría General de la República, hay evidencia de con-
tratos de publicidad, celebraciones, festividades, pago de nómina, 
compra de combustible, entre otros gastos indebidos, que han sido 
pagados con recursos de regalías (Contraloría General de la Repúbli-
ca, 2002,). Quizás lo más grave de la malversación de las regalías 
es: “[...] la inexistencia de obras, [...], – además de obras – que no 
se han ejecutado, no se han terminado, de mala calidad y que no 
sirven a la comunidad” (Contraloría General de la República, 2002,). 
En general, pareciera que el mal uso de las regalías se da de dos ma-
neras: (i) mediante la financiación de gastos de funcionamiento y (ii) 
mediante la celebración de contratos en los que no se construyen las 
obras o se construyen con muy baja calidad. Esto último se ha ob-
servado en otros departamentos que reciben regalías por explotación 
minera, aunque no de manera tan grave como en Casanare (Viloria, 
2000).

De igual manera, en testimonios posteriores se ha afirmado que 
la confrontación entre grupos de autodefensa y las Farc, y entre los 
mismos grupos de autodefensa, en buena parte, resultó de la disputa 
por el dominio territorial y el acceso al presupuesto del departamen-
to. Sobre todo, se tiene noticia de que dichos grupos de autodefensa 
pretendían apropiarse de los recursos de municipios específicos que 
concentraban la recepción de los recursos de regalías petroleras (Re-
vista Semana, 2007). Así mismo, según la Presidencia de la República 
(2005), Casanare aparece como uno de los tres departamentos en 
los que los funcionarios públicos y la sociedad civil más reconocen la 
influencia de grupos armados ilegales en la administración local, junto 
a Arauca y Norte de Santander. En segundo lugar se encuentran los 
departamentos de la Costa, también reconocidos a nivel nacional por 
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su influencia paramilitar durante el mismo periodo, a saber: Bolívar, 
Magdalena, Atlántico y Guajira (Presidencia de la República de Colom-
bia, 2005).

7.	 Asociación entre legales e ilegales en el nivel local y las 		
	 redes de captura y reconfiguración cooptada del Estado

Hasta este punto se ha mostrado cómo algunas condiciones insti-
tucionales dieron paso a la aparición de escenarios de corrupción en 
los que grupos armados ilegales, y otros grupos de interés privado, 
aprovecharon las fallas administrativas y técnicas en algunos munici-
pios y departamentos, para apropiare de los recursos públicos. Esta 
situación, como causa o como consecuencia, representa un escenario 
de grave deterioro del Estado en su expresión local. Ahora bien, esta 
situación fue más grave aún en la medida en que fue aprovechada 
para celebrar acuerdos y asociaciones que redundaron no sólo en la 
apropiación de recursos, sino en la obstrucción y debilitamiento del 
juego democrático. Dichos acuerdos entre grupos paramilitares, fun-
cionarios públicos y líderes políticos del nivel local, con el fin de acce-
der al presupuesto de municipios y gobernaciones, mediante proce-
dimientos que variaron desde la celebración de contratos indebidos 
hasta la coerción electoral, es lo que popularmente se ha conocido 
como parapolítica (Revista Semana, 2006; Revista Semana, 2006b; 
Revista Semana, 2007). Algunos de estos acuerdos se hicieron con 
líderes políticos que luego fueron elegidos en cargos legislativos del 
nivel local y del nivel central. En este sentido, se vio afectada la legi-
timidad de la actividad legislativa ejercida por aquellos congresistas 
que para su elección recibieron apoyo de dichos actores ilegales. 

La colaboración entre grupos paramilitares y funcionarios públicos 
del legislativo y el ejecutivo en el nivel central y en el nivel territo-
rial permite avanzar en un tipo de corrupción denominada como la 
Captura y Reconfiguración Cooptada del Estado (CdE y RCdE), que 
consiste en un tipo de corrupción sistémica, de largo plazo, en el que 
intervienen no sólo actores legales sino ilegales. De hecho, RCdE 
es una forma de cooptación de la actividad legislativa mucho más 
avanzada y grave, en términos democráticos e institucionales, que la 
descrita y analizada bajo la CdE.
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La Captura del Estado (CdE) se refiere a la influencia indebida 
de actores privados en la formulación de leyes, decretos y políti-
cas públicas, con el fin de obtener beneficios, principalmente, de or-
den económico (Hellman & Kaufmann, 2000; Hellman & Kaufmann, 
2001; Hellman, Jones, Kaufmann, & Shankerman, 2000; Hellman & 
Schankerman, 2000). En este sentido, la CdEes una forma de co-
rrupción de largo plazo y, por lo tanto, es una forma de corrupción 
sistémica. Ahora bien, la CdE se define usualmente como un tipo de 
corrupción con causas y efectos principalmente económicos. Usual-
mente se analiza la CdE como un tipo de corrupción en el que intervie-
nen grupos económicos legales que persiguen objetivos igualmente 
económicos. No obstante, en el caso colombiano este tipo de CdE no 
resulta únicamente de la participación de grupos económicos legales 
ni de la búsqueda de beneficios puramente económicos. En Colombia 
también se ha observado la manipulación indebida en la formulación 
de leyes, decretos y políticas públicas. Sin embargo, con situaciones 
como la descrita con respecto al departamento de Casanare, puede 
asegurarse que dicha manipulación no se dio únicamente como re-
sultado de la acción de grupos económicos legales. De hecho, la in-
jerencia de actores ilegales en las administraciones públicas del nivel 
territorial, y su asociación con actores políticos, permitió avanzar ha-
cia la consolidación del dominio económico y político en el nivel local 
(Garay, Salcedo-Albarán, De León-Beltrán, & Guerrero, 2008; Garay, 
Salcedo-Albarán, Guerrero, & De León-Beltrán, 2007). Esto último 
profundizó la debilidad institucional del Estado colombiano y permitió 
que el nivel local fuera cada vez más propicio para la reproducción de 
escenarios de RCdE que surgieron en el nivel local y redundaron en 
afectación de las instituciones democráticas en el nivel central.

Algunos trabajos empíricos y teóricos han reconocido la inciden-
cia de grupos armados ilegales en la administración pública del nivel 
descentralizado (Rubio, 2002; Presidencia de la República de Colom-
bia, 2005). De igual manera, se ha identificado y analizado la injeren-
cia de grupos paramilitares en la administración pública colombiana 
(Duncan, 2005). En este sentido, Garay et al. (2008) muestran cómo 
algunas acciones de grupos paramilitares, estrechamente relaciona-
das con corrupción, forman parte de una estrategia de legalización y 
legitimación económica, política y social de largo plazo, que comenzó 
en el nivel territorial con escenarios como los de Casanare. En estos 
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casos, en los que la búsqueda de beneficios económicos está acom-
pañada de la búsqueda de legitimación social, política y de impuni-
dad penal y social, la acción de actores ilegales se convierte en una 
variable que afecta la formación y el funcionamiento de instituciones 
formales e informales. 

Aunque es común la acción de actores ilegales sea una variable 
comúnmente omitida en discusiones acerca del funcionamiento de 
la administración pública, lo cierto es que de haberse contemplado 
dicho elemento distintivo desde el comienzo del proceso de descen-
tralización, muy seguramente habría permitido prever algunos de los 
escenarios perversos que infortunadamente se han configurado en los 
últimos veinte años en el Estado colombiano. En Colombia se observa 
la participación de actores ilegales, la persecución de objetivos dis-
tintos a los estrictamente económicos y, por lo tanto, el uso de pro-
cedimientos distintos al soborno para avanzar en la corrupción. Todos 
estos elementos constituyen la arquitectura institucional en medio de 
la cual se ha pretendido avanzar en la descentralización del Estado.

Se ha reconocido que la corrupción en Colombia es particular, 
sobre todo por la presencia del narcotráfico. En este sentido se ha 
hablado de “narco-corrupción” (Cepeda, 1997; Cepeda, 2000), de 
“corrupción armada” (Flórez, 2008) y de “corrupción violenta” (Moc-
kus, 2008). Estas características de la corrupción colombiana son 
relativamente particulares con respecto a los estudios tradicionales 
de corrupción y de Captura del Estado; sin embargo, más excepcional 
aún es el hecho de que esta “narco-corrupción” o “corrupción arma-
da” estén estrechamente relacionadas con las dinámicas de las insti-
tuciones políticas y democráticas, como ha ocurrido con el caso de la 
parapolítica. La influencia de grupos paramilitares en las decisiones 
administrativas del nivel territorial, y su consecuente desvío de recur-
sos, estuvo acompañada de la concentración de funciones estatales 
relacionadas con la regulación y concentración de la coerción y con 
el funcionamiento del aparato fiscal en el nivel descentralizado (Dun-
can, 2005). De esta manera, las acciones colectivas de dichos grupos 
se enmarcan en una estrategia política, económica y social en el que 
la usurpación de los recursos públicos está acompañada de la captu-
ra y cooptación de funciones del Estado (Garay, Salcedo-Albarán, De 
León-Beltrán, & Guerrero, 2008; Garay, Salcedo-Albarán, Guerrero, 
& De León-Beltrán, 2007). En este orden de ideas, puede pensarse 
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que situaciones como la observada en Casanare están estrechamen-
te relacionadas con el contexto institucional de un Estado que aún se 
encuentra en proceso de consolidación (Elías, 1989; Bolívar, 2006), 
de manera que la RCdE queda estrechamente relacionada, en térmi-
nos causales, con el progresivo fortalecimiento de grupos criminales 
que intervienen en el proceso de formación y aplicación de reglas.

Lo anterior, por supuesto, no quiere decir que los procedimientos 
criminales violentos han sido los únicos utilizados por grupos parami-
litares para infiltrar el Estado con el fin de apropiarse del presupuesto 
público y manipular decisiones estatales. De manera complementaria 
o sustituta de la violencia, se ha observado el uso de procedimientos 
de Captura Instrumental de los Partidos Políticos (CiPP). Esto quiere 
decir que con el fin de avanzar en propósitos ilegítimos, los grupos 
ilegales pueden permear e incluso crear instituciones legítimas para 
capturarlas en términos instrumentales y luego aprovecharlas para 
cooptar instancias de decisión del Estado en el nivel local o incluso 
central (Garay, Salcedo-Albarán, De León-Beltrán, & Guerrero, 2008). 
Aunque el clientelismo y la financiación de campañas con dineros del 
narcotráfico se han identificado como causas directas de altos nive-
les de corrupción en Colombia (Cepeda, 2000), la asociación directa 
con actores políticos o incluso la creación de partidos y movimientos 
políticos por parte de grupos narco-paramilitares, son ejemplos de 
CiPP relativamente reciente que, a su vez, ha estado acompañada 
por acciones violentas (Garay, Salcedo-Albarán, De León-Beltrán, & 
Guerrero, 2008). En este caso, las acciones violentas complementan 
la estrategia política de consolidación de una especie de para-Estado 
en el que el monopolio de la fuerza se concentra en actores distintos 
al Estado mismo (Romero, 2003). Esto no quiere decir que las aso-
ciaciones entre grupos narco-paramilitares y actores políticos en el 
nivel regional sea un fenómeno estrictamente reciente, ya que, como 
lo señala Romero (2003), la presencia de grupos paramilitares, e 
incluso su conformación, ha estado acompañada del establecimiento 
de relaciones con élites regionales; tan sólo quiere decir que la con-
textualización de estas asociaciones dentro de una estrategia de CdE 
y, sobre todo, de RCdE parece ser un fenómeno reciente. 

Con base en la situación descrita en el presente apartado, que 
evidencia la configuración de un particular escenario de corrupción en 
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un departamento como el de Casanare, en el siguiente apartado se 
exponen algunas características de la estructura social que permitió 
la puesta en marcha de aquel proceso de corrupción y captura que 
afectó el funcionamiento institucional de la administración local.

8.	R edes sociales de captura y reconfiguración cooptada en 	
	 los niveles local y regional: el caso de Casanare61

Cuando se presta atención a los distintos actores e intereses que 
intervienen en los procesos de corrupción en el nivel local, se recono-
ce la posibilidad de que dichos procesos estén orientados a la puesta 
en marcha de procesos de captura y reconfiguración cooptada del 
Estado. Lo anterior, porque las fallas administrativas y técnicas del 
nivel local, que no se encuentran con la misma intensidad en el nivel 
central, hacen que éste sea un nivel propicio para iniciar procesos de 
corrupción sistémica de gran escala y de largo plazo. A su vez, cuan-
do se acepta que algunos procesos de CdE y RCdE se han puesto en 
marcha en algunas regiones de Colombia, entonces también puede 
identificarse la afectación directa e indirecta en el funcionamiento 
institucional de la administración pública en el nivel local. Por este 
motivo, es útil contar con metodologías que permitan caracterizar las 
estructuras sociales que posibilitan dichos procesos. Los escenarios 
de corrupción que se han descrito en las anteriores secciones sólo 
son posibles en el marco de interacciones sociales permanentes entre 
actores que actúan desde la legalidad y la ilegalidad. A su vez, en la 
medida en que dichas dinámicas son el resultado de interacciones so-
ciales, entonces es posible elaborar modelos y analizar la estructura 
de dichas interacciones. 

La aplicación de la metodología de modelaje de redes permite ela-
borar un grafo que es el resultado de una matriz relacional simétrica 
de nxn, en la que n=actor. Esto quiere decir que todas las relaciones 
sociales de un escenario de corrupción pueden representarse en una 
matriz en que se especifican los actores y las relaciones establecidas, 
de manera que cada etiqueta de fila o columna de la matriz es un ac-

61	 Esta sección se basa en: Garay, L. J., Salcedo-Albarán, E. & De León-Beltrán, I. 
(2009). Redes de Captura y Reconfiguración Cooptada del Estado en Colombia: 
Análisis de rutas geodésicas en Casanare y Costa Atlántica. Corporación Nuevo 
Arco Iris en el marco del proyecto de investigación Captura de la Institucionalidad 
Pública por Actores Armados Ilegales en Colombia.
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tor. Una vez establecidas estas etiquetas, se procede a asignar un 1 si 
hay una relación entre los actores, con sentido de relación de colum-
na a fila, y un cero si no hay relación. Después de elaborar la matriz 
y su correspondiente grafo, entonces se pueden calcular indicadores 
que permiten identificar a los actores que más relaciones sociales 
establecieron y a los actores que más intervinieron en los flujos de 
información (acción). El primer indicador se denomina grado de cen-
tralidad directa y el segundo indicador se denomina betweenness. 

Esta metodología se aplicó, por ejemplo, al Sumario 1833, del 3 
de abril de 2007, en el que la Fiscalía General de la Nación, a través 
de su Unidad Anticorrupción, reconstruyó los hechos de los acuerdos 
celebrados entre actores legales y miembros de las Autodefensas 
Campesinas de Casanare (ACC). Dicho análisis se realizó como parte 
del Documento de Informe Final preparado por los autores a través 
de la Fundación Método para la Corporación Nuevo Arco Iris en el 
marco del proyecto de investigación Captura de la Institucionalidad 
Pública por Actores Armados Ilegales en Colombia62. A continuación 
se presentan algunos hallazgos del análisis.

El actor que estableció la mayor cantidad de relaciones sociales 
fue un alcalde

El cálculo del indicador de grado centralidad directa permite iden-
tificar al actor que estableció la mayor cantidad de relaciones sociales 
en la red. Dicho actor, en teoría de redes, puede denominarse hub, 
que es el actor más conectado de la red. De esta manera, se encon-
tró que el hub de la red de corrupción que operó en Casanare no fue 
un actor estrictamente criminal, sino que operó desde el ejercicio de 
funciones legales. El hub de la red es entonces un alcalde elegidores-
petando casi todas las reglas formales del proceso electoral, aunque 
por procedimientos ilegítimos y criminales como fuera el asesinato 
e intimidación de varios candidatos electorales a dicha alcaldía. Esta 
situación constituye un procedimiento denominado Captura Instru-
mental de Partidos y Movimientos Políticos (CiPP) porque ilustra la 
manera como el grupo ilegal, a saber las ACC, utilizó las instituciones 
políticas y electorales para acceder a posiciones legítimas del Estado 
y, sobre todo, a funciones administrativas privilegiadas.

62	 Financiado por la Fundación Ford y la Fundación AVINA. 
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Tres actores paramilitares y un alcalde permitieron la estabili-
zación de la red

Junto al hub señalado en el párrafo anterior, otros tres nodos 
concentran casi la mitad de la cantidad total de relaciones sociales 
establecidas en la red. Así pues, los actores que más establecieron 
relaciones sociales, y por tanto influyeron en la estructura de la red, 
concentraron el 47,8 % de las relaciones sociales establecidas entre 
todos los actores de la red. De este grupo de cuatro nodos, sólo el 
hub es el actor que actuó en ejercicio de funciones legales. Los de-
más nodos que estabilizaron la red, y que actuaron de manera cerca-
na al alcalde/hub, son actores paramilitares.

El actor que más arbitró información fue comandante de las 
Autodefensas Campesinas de Casanare

No siempre es relevante ser el actor más conectado de una red 
social pues, en algunos casos, las redes pueden clausurarse y se 
alcanza un estado de información redundante en el que todos los 
nodos que conforman la red comparten la misma cantidad y tipo de 
información. Por este motivo, en algunos casos es necesario prestar 
atención a aquellos nodos que, aunque no son los más conectados, 
son los que más se “atraviesan” en la cantidad total de trayectorias 
que conectan a todos los nodos de una red. Para identificar a este 
tipo de actor, es útil proceder con el cálculo del grado de between-
ness; dicho indicador permite identificar al nodo que más interviene 
en la cantidad total de rutas geodésicas de la red. Identificar a este 
nodo es importante porque usualmente el nodo con el mayor indica-
dor de betweenness, es aquél que conecta dos subredes que antes 
estaban desconectadas. 

En el caso de la red analizada, se encuentra que el principal puen-
te estructural de la red era el comandante de las ACC; esto, a pesar 
de que dicho nodo no fuera el hub. Esto puede explicarse porque 
dicho actor arbitró el flujo de información entre las subredes legales 
e ilegales. Específicamente, dicho actor ejerció mando sobre el al-
calde quien era el hub, de manera que por medio de dicho alcalde el 
comandante paramilitar pudiera influir en las decisiones de todos los 
nodos que actuaron en subredes puramente legales. Adicionalmente, 
tal comandante también ejerció mando sobre todos los actores que 
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actuaron en subredes puramente ilegales. Por el contrario, el hub, a 
pesar de ser el actor más conectado, no podía tomar decisiones sobre 
los demás actores ilegales, pues ésta era una capacidad restringida 
para el puente estructural. Sólo el comandante del grupo paramilitar, 
en tanto nodo que más aparece en el total de rutas geodésicas de 
la red, arbitraba los flujos de información entre los actores legales e 
ilegales.

Concentración de relaciones sociales

El modelaje de la red social permite categorizar las relaciones que 
los actores establecieron. De igual manera, es posible establecer los 
porcentajes de concentraciones de dichas relaciones para saber cuál 
fue el tipo de relación social predominante en dicha red. Este cál-
culo, para el caso de la red social de Casanare, permitió establecer 
que la relación social predominante es aquella consistente en presión 
violenta, con un 40% del total de relaciones establecidas en la red. 
La segunda relación más común es aquella consistente en los com-
promisos de apoyo y gestión política, con un 31%. La tercera es la 
relación de compromisos de apoyo y gestión administrativa, con un 
16% del total de relaciones. La cuarta y quinta relaciones son la de 
colaboración y gestión interna de grupo y la emocional, sentimental 
o de parentesco, cada una con un 7% del total de relaciones. 

A partir de ello se puede asegurar que la violencia jugó un papel 
preponderante en la configuración de la red social, lo cual, a su vez, 
implicó que a pesar de que los acuerdos y alianzas de índoles política 
jugaron un papel segundario, sí tuvieron cierto papel dinamizador en 
el funcionamiento de la red social. Esto permite identificar un pro-
ceso de CdE relativamente avanzado y de RCdE en gestación en los 
niveles local y regional, entre otras razones porque no se constatan 
decisivos acuerdos políticos con actores relevantes del nivel nacional. 
Ahora bien, podría esperarse el paulatino aumento de acuerdos y 
alianzas políticas a medida que se lograra avanzar hacia estadios de 
mayor consolidación en la RCdE en estos niveles. En contraste con el 
caso de Casanare, se tiene registro de otras redes de corrupción del 
nivel local en la que sí han intervenido actores que tienen incidencia 
en el nivel nacional. Un ejemplo fue la red social de corrupción que 
se configuró en la Costa Atlántica mientras las Autodefensas Unidas 
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de Colombia estuvieron en su auge, ante la existencia de alianzas 
de actores narcoparamilitares con congresistas y de organismos de 
seguridad del Estado, que fueron puestos al servicio de sus intere-
ses al punto de haber logrado consolidar procesos de CdE y RCdE en 
los niveles locales y regionales de ciertos departamentos del país e 
incluso haber avanzado hacia un estadio no despreciable de RCdE a 
nivel nacional (para mayor detalle, ver: Garay, Salcedo-Albarán & De 
León-Beltrán,  2009). Ello se ve expresado en el conocido fenómeno 
de la parapolítica.

9.	 La paradoja del Estado Cooptado

Las anteriores son características determinantes de una red de 
crimen organizado que superó los procesos tradicionales de corrup-
ción, usualmente asociados al soborno, con el fin de avanzar en un 
estadio avanzado de CdE a nivel local y regional e incluso intentar 
incursionar en un proceso de RCdE. La puesta en marcha de estos 
procesos permitió que el grupo narco-paramilitar de las Autodefen-
sas Campesinas de Casanare (ACC) tuviera control sobre instancias 
de decisión de diversas ramas del poder público en el nivel local, de 
manera que parte importante de la actividad ejecutiva, legislativa y 
judicial estuviera orientada entre 1998 y mediados de la presente dé-
cada a favorecer no sólo intereses egoístas y parcializados de grupos 
de poder, sino también propósitos perversos y criminales que iban 
más allá de la mera instancia económica para abarcar las instancias 
política y social. Ahora bien, en otros departamentos de Colombia 
se observaron situaciones similares a la descrita para Casanare. Por 
ejemplo, en otros departamentos que también recibieron cuantiosos 
recursos provenientes de las regalías petroleras, como Meta y Arau-
ca, se ha tenido noticia de la operación de asociaciones entre acto-
res y grupos legales e ilegales con el fin de manipular decisiones de 
las ramas legislativa, ejecutiva y judicial, particularmente en el nivel 
local y regional. A manera de ejemplo, a la fecha se cuenta con ex-
pedientes judiciales que evidencian la injerencia del Ejército de Libe-
ración Nacional (ELN) en la administración pública del departamento 
de Arauca. Por otra parte, también se tiene noticia de expedientes 
judiciales de investigaciones que relatan las asociaciones entre acto-
res narco-paramilitares y funcionarios públicos en el departamento 
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de Meta; ambos departamentos, caracterizados por el manejo de 
elevados recursos provenientes de regalías petroleras.

La existencia de múltiples procesos de RCdE evidencia la puesta 
en marcha de procesos de infiltración y cooptación de la administra-
ción pública en el nivel local, orientados a favorecer intereses egoístas 
de grupos poderosos, así como propósitos criminales. No obstante, 
el avance y la profundización de este proceso resultan preocupantes 
en términos de sus implicaciones para la consolidación del Estado de 
Derecho, más aún cuando se incursiona en el estadio de RCdE en el 
nivel nacional, al afectar la actividad legislativa, ejecutiva y judicial. 
Este peligroso y poco deseable escenario aparece cuando las debilida-
des técnicas y administrativas del nivel local y la presencia de grupos 
ilegales de alto poder criminal propician la reproducción de intereses 
perversos que, gracias a distintos procedimientos como la Captura 
Instrumental de Partidos y Políticos, permiten que, por ejemplo, el 
funcionamiento del órgano central de la actividad legislativa se vea 
infiltrado y cooptado al servicio de determinados intereses perversos, 
ilegítimos socialmente y contrarios a un Estado de Derecho. 

Como se mostró en el desarrollo del presente ensayo, dicho esce-
nario se ha venido dando en el caso del Estado colombiano, particu-
larmente en determinadas regiones, de manera que algunos actores 
políticos que establecieron asociaciones con actores ilegales en el nivel 
local, han llegado al Congreso de la República, influyendo en la formu-
lación de leyes que estuvieron orientadas a favorecer intereses no sólo 
egoístas y excluyentes de grupos poderosos,  sino también criminales.

Esta etapa avanzada de RCdE es la más grave y la menos de-
seable, porque sus implicaciones y consecuencias van más allá del 
favorecimiento de intereses parcializados a espaldas del interés co-
lectivo. En esta etapa, la RCdE va adquiriendo un carácter sistémico, 
estructural y de largo plazo, que afecta no sólo el funcionamiento de 
las instituciones democráticas (en la medida en que permite la mani-
pulación del proceso de formulación de las reglas de juego), sino que 
distorsiona el pilar fundamental de cualquier Estado de Derecho mo-
derno, a saber: la ley en derecho. De esta manera, cuando la RCdE 
afecta la producción de leyes, éstas pueden perder su legitimidad 
social como fundamento del Estado de Derecho y, en general, como 
fundamento de la noción de Estado en sentido moderno. 
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Al menos en ciertos casos, este tipo de situaciones ha sido fa-
vorecido gracias, entre otros factores, a la puesta en marcha de un 
proceso de descentralización en los que no se consideraron debida-
mente (i) las falencias en la capacidad institucional y administrativa 
de las entidades territoriales, la debilidad del Estado en el ejercicio 
de funciones inalienables como la provisión de seguridad y la apli-
cación de la ley en derecho, (ii) la fragilidad de la democracia y falta 
de representatividad de partidos políticos y movimientos sociales, 
y (iii) la presencia y la actividad de grupos ilegales poderosos. Los 
mencionados factores, en conjunto, podrían haber influido seria-
mente en la configuración de instituciones formales e informales, al 
punto de que, desde el nivel local, habrían tenido la capacidad de 
afectar progresivamente la consolidación del Estado de Derecho en 
Colombia.

Ahora bien, cuando resulta posible cuestionar con debido sustento 
la legitimidad social de ciertas leyes clave, se enfrentaría una situa-
ción paradójica bastante grave: por un lado, se mantiene la exigencia 
del cumplimiento a la ley como fundamento del correcto funciona-
miento social del Estado de Derecho pero, al mismo tiempo, podría 
estar favoreciéndose a intereses excluyentes en detrimento del bien-
estar social, incluso de índole estrictamente criminal, al punto de 
llegar incluso a cuestionarse la “bondad social” del cumplimiento de 
esas leyes. Entonces, ceteris paribus, podría llegarse a una situación 
en que la exigencia del cumplimiento de la ley, que es en sí misma 
deseable para garantizar el correcto funcionamiento del Estado de 
Derecho, promoviera la realización de intereses parcializados exclu-
yentes o incluso criminales. En esta situación, los Estados de Dere-
cho se verían en una seria encrucijada: por una parte, no pueden 
renunciar a la exigencia del cumplimiento de la Ley, pues esto por 
definición implicaría renunciar a un principio fundacional pero, por 
otra parte, la exigencia del cumplimiento de la Ley estaría implicando 
el favorecimiento de intereses en contra del bienestar general y el 
imperio de la ley en derecho. Esta situación paradójica que tendría 
serias implicaciones para la consolidación de un Estado de Derecho, 
ha venido siendo observada, al menos hasta cierto punto, en el caso 
colombiano. Ello no pareciera ser ajeno, aunque con profundidad di-
versa según el caso, en otros países del continente americano, por 
ejemplo. Dicha situación, que requerirá mayor análisis empírico y 
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teórico en los años venideros, podría ser denominada “Paradoja de la 
Cooptación del Estado de Derecho”. 

Es entonces deseable que un proceso de descentralización no 
conduzca a una situación de “Paradoja de la Cooptación del Estado 
de Derecho” pues, en este caso, la descentralización estaría condu-
ciendo a un escenario en el que la democracia no solamente no se 
profundiza ni consolida, sino que, por el contrario, se debilita en tér-
minos estructurales. Para evitar este tipo de escenario, es necesario 
reconocer y contemplar la participación no sólo de actores legales 
en la arena política y social, sino de actores ilegales con intereses 
claramente perversos para el bienestar colectivo. Este reconocimien-
to es indispensable porque dichos actores ilegales aparte de poder 
afectar instituciones formales y generar distorsiones en la aplicación 
de normas y reglamentos, pueden incluso influir en la formulación de 
normas y en la conformación de las mismas instituciones. Para ello 
se requiere reformular algunas categorías básicas de la concepción 
tradicional de la descentralización político-administrativa, adecuán-
dolas a las realidades de lo que es un proceso de descentralización 
en Estados con fuerte presencia de crimen organizado como el narco-
tráfico. Esta reformulación debería, entre otros objetivos, dar cuenta 
de las condiciones bajo las cuales podrían reproducirse escenarios de 
“Paradoja de la Cooptación del Estado de Derecho”.

No obstante lo anterior, es de enfatizar que ello no implica de 
manera alguna que la re-centralización a ultranza sería la alternativa 
“óptima”. Si bien la ilegalidad organizada tendría mayores obstáculos 
para avanzar  inescapablemente en la CdE y RCdE del Estado en el 
nivel central, este no sería  insalvable. Y  tanto menos, cuanto más 
frágil la institucionalidad del Estado, más sólidos los grupos ilegales y 
menos desarrollada la democracia real. Por lo tanto, la clave no está 
ni en el retorno a la re-centralización ni en una descentralización des-
regulada, sino fundamentalmente en la construcción de democracia, 
ciudadanía y Estado de Derecho. Así, entonces, una tarea ineludible 
para evitar el progreso de la ilegalidad y de la CdE y RCdE consiste 
en la profundización de la democracia, la participación ciudadana, 
la vindicación de la política como espacio para la tramitación de los 
intereses públicos, la primacía de lo público y el fortalecimiento de la 
institucional del Estado, entre otros.
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Seguridad ciudadana y gobernabilidad  
democrática de la ciudad

Reflexiones a propósito de Bogotá

Juan Manuel Ospina Restrepo*

El propósito del presente artículo es describir y analizar  los cam-
bios que ha sufrido el concepto de seguridad y sus políticas públicas 
correspondientes, como consecuencia de una serie de transforma-
ciones en las dinámicas sociales acarreadas en buena medida por  la 
globalización, los desarrollos tecnológicos en curso, el agotamiento 
de un modelo de Estado centralizado que ha monopolizado la inicia-
tiva pública en el cual la ciudadanía era pasiva, simple demandante y 
receptora de la acción e iniciativa estatal respecto a las políticas pú-
blicas y la generación de bienes públicos,  tales como la seguridad.

 Los procesos descentralizadores y la importancia creciente de una 
ciudadanía activa le han abierto el camino a políticas de seguridad 
ciudadana con un alto componente local y de programas preventivos 
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es fundador de la Fundación Centro Democrático y Social, Presidente de la Junta 
Directiva de Contextos Públicos Ltda. Y columnista del periódico el Nuevo Siglo. 
Ha sido Secretario de Gobierno de la Alcaldía Mayor de Bogotá, Presidente de la 
Sociedad de Agricultores de Colombia y del Consejo Gremial Nacional y Senador 
de la República en donde fue miembro y vicepresidente de la Comisión Quinta, 
Presidente de la Comisión de Paz y de Ordenamiento Territorial. Fue organizador 
y fundador de la Fundación Antioqueña para los Estudios Sociales (FAES), entidad 
pionera en estudios regionales en Colombia; Subgerente Cultural del Banco de la 
República;  Director del Instituto Colombiano de Cultura (Colcultura); Consultor 
del Gobierno Nacional del PNUD y del Banco Mundial  en asuntos de gobierno, 
desarrollo rural y territorio. También se ha desempeñado como columnista de 
los periódicos El Colombiano, La República. Ha sido profesor en las facultades de 
economía de las universidades de Antioquía y Externado de Colombia. 
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para consolidar la convivencia63 al enfrentar las vulnerabilidades so-
ciales que propician la inconvivencia y la inseguridad. Estos cambios 
avanzan cuando las sociedades en el mundo enfrentan la presencia 
creciente  del crimen organizado, que les exige una acción integral de 
prevención y de coerción, a cargo tanto de las autoridades nacionales 
como de las territoriales. Circunstancias estas que hacen obsoleta la 
separación tajante de los asuntos de la seguridad nacional, cada vez 
más interferida por el crimen organizado, respecto a los de la segu-
ridad ciudadana. Se impone una estrategia coordinada que incorpora 
acciones complementarias.

 La experiencia de Bogotá, que se inscribe en la dinámica reseña-
da, es presentada para ilustrar las implicaciones de la descentraliza-
ción establecida en la Constitución de 1991 en el diseño y ejecución 
de una política de seguridad ciudadana distrital y para plantear unas 
recomendaciones para la acción futura, nacidas o corroboradas fácti-
camente por esa experiencia.

1.	U n poco de historia sobre el concepto de seguridad

La seguridad, así sin calificativo, solía ser entendida como un 
asunto exclusivamente de policías, jueces y carceleros, garantizada 
por acciones coercitivas y punitivas. Los reclamos ciudadanos se cen-
traban en más presupuesto para aumentar el pie de fuerza policial 
y construir más cárceles. El tema se abordaba, en Colombia y en el 
mundo, como si se tratara de una película en blanco y negro, donde 
hay unos cuantos malos, “los pillos”, y muchísimos buenos, la “gente 
de bien”. La función de las autoridades – sin caracterizar responsabi-
lidades ni áreas de acción para sus diferentes niveles –, era simple-
mente la de perseguirlos y encarcelarlos.

 Paralela a la seguridad de los ciudadanos - de los individuos y 
sus familias en sus vidas, integridad personal y bienes materiales 
-, se encontraba  la seguridad del Estado, es decir, la seguridad y 
defensa nacional, cuyas amenazas provenían de enemigos externos, 
generalmente otros Estados. Con ella el tema es militar y la demanda 
política es fundamental y crecientemente por armamento –aviones, 

63	 Entendida ésta como el resultado de (con) vivir con el otro, interactuando positi-
vamente, gracias al respeto  y acatamiento recíproco de unas reglas de compor-
tamiento compartidas.
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barcos, tanques y artillería–  y por tecnología. Seguridad nacional 
cuyo escenario ha variado en este cambio de siglo, en la medida en 
que los riesgos externos hoy ya no sólo están dirigidos a naciones 
individualmente consideradas, sino también a grupos de naciones, 
“a Occidente”, amenazados por organizaciones terroristas y no por 
gobiernos. Es la era del terrorismo internacional cuyo manejo sigue 
esperando una estrategia conjunta y efectiva, bloqueada hasta ahora 
por la inexistencia de las instancias y procedimientos de decisión in-
ternacional que los tiempos reclaman. 

A esta situación se le añade la amenaza creciente que representa 
el crimen organizado transnacional, que juega un papel en la seguri-
dad internacional y, en los asuntos de la gobernabilidad, la economía 
y finanzas mundiales, sin hablar de su incidencia al interior de los 
países. Las relaciones entre organizaciones terroristas y el crimen 
organizados son múltiples en sus expresiones y frecuentes en su 
ocurrencia. 

El cuadro se ha  sofisticado, ganando en precisión y detalle. Y 
esto ha sucedido porque las sociedades tanto nacionales como in-
ternacionales,  en un planeta globalizado y sobretodo interconectado 
y liberalizado respecto a la movilidad de los capitales y a la “des-
territorialización” de los procesos productivos, con administraciones 
públicas descentralizadas y una presencia creciente de iniciativas de 
naturaleza pública y carácter no estatal, se han vuelto sociedades 
más densas en sus relaciones y entramado social. Este proceso se 
encuentra reforzado por el acelerado crecimiento de la demografía 
mundial y por los avances espectaculares de la tecnología – la varia-
ble más dinámica en la sociedad contemporánea – que transforman 
las condiciones de vida y de producción de riqueza, pero también las 
de gobernar y las de hacer la guerra. Son todas nuevas condiciones 
marcadas por la automatización, por la realidad de comunicaciones y 
decisiones que se dan “en tiempo real”. Las acciones armadas, tanto 
las de los agentes del Estado como las de los delincuentes organiza-
dos, se hacen cada vez más flexibles, con una mayor movilidad.

Esos cambios en el cuerpo de las sociedades a partir del último 
tercio del siglo pasado, llevaron a que rápidamente se constatara que 
la  visión clásica de la seguridad, simplemente coercitiva y amplia-
mente maniquea en su comprensión de las realidades y las dinámicas 
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sociales,  era  insuficiente para dar las respuestas que la situación 
reclamaba. El debate se inició en el mundo, con especial fuerza en 
Europa. Los sectores más a la derecha (las dictaduras militares, el 
franquismo) y a la izquierda del espectro político (los países “del so-
cialismo real”), que frecuentemente se aproximan entre sí dado su 
común talante autoritario, fueron refractarios en abandonar la visión 
maniquea de buenos y malos (aunque no coincidieran en sus identi-
dades) y pretendieron mantenerla en cabeza de  un Estado centrali-
zado y de tipo simplemente represivo.

 El debate, como es lo normal en las democracias, se ha dado,  
especialmente en el viejo continente, entre un centro izquierda,  de 
corte socialdemócrata  y un centro derecha cercano a las corrientes 
social cristianas y aún libertarias (en tanto que hiperindividualistas). 
Para el centroizquierda, asumir el debate supuestamente era hacerle 
el juego a un discurso autoritario y represivo, propio de la derecha; 
para el centro derecha implicaría caer en la trampa de la permisividad 
social (“la sociedad es la responsable, los ciudadanos son víctimas y 
por consiguiente no responsables…”) que llevaba a que sobre estos 
temas las propuestas de centroizquierda simplemente no fueran creí-
bles, por gaseosas y francamente tímidas.

2.	 Se debilita el predominio del Estado central. 
	 Avanza la descentralización

El debate se da al tiempo – y no es simple coincidencia – con el 
cuestionamiento al centralismo generado por el monopolio del Esta-
do nacional sobre los asuntos públicos. Es la reacción a los naciona-
lismos estatistas de izquierda y derecha que, con sus pretensiones 
imperialistas de dominación, trajeron destrucción y muerte al ocasio-
nar las dos grandes guerras del siglo XX y diferentes guerras civiles 
en distintos países. Cuestionamiento alimentado igualmente por la 
nueva ola globalizadora que avanzó en el escenario mundial. Son los 
tiempos del regreso de la democracia en la Península Ibérica, seguida 
por el fin de las dictaduras militares en el Cono Sur americano y el 
derrumbe del bloque soviético. El debate llevó a un redescubrimiento 
o mejor, a un reposicionamiento de los méritos de lo local, de la di-
mensión territorial de la vida social, que aunque no se había olvidado 
si había sido relegada a un segundo plano. 
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En Europa este proceso se dio de manera amplia y diversa, con 
sus diferentes expresiones nacionales, que van desde las iniciativas 
descentralizadoras y “regionalizantes” surgidas en la Francia poste-
rior a  mayo del 68 con el fallido referendo  sobre regionalización del 
general de Gaulle,  rechazado por el elector y que llevó a su retiro del 
poder; años después, Francois Mitterand lo retomaría.64 En la España 
postfranquista con las autonomías como componentes fundamenta-
les de la restitución  de la democracia. En Inglaterra el proceso se 
expresó en la “desestatización” adelantada por la señora Thatcher  
– proseguida por el “nuevo laborismo” inspirado en una supuesta 
tercera vía –. En Europa Central y los Balkanes, el proceso llevó a 
la recomposición de algunos de los Estados, luego del derrumbe del 
imperio soviético y su centralismo estatista y autoritario. Recomposi-
ciones propiciadas por una dinámica de “nacionalismo descentraliza-
dor”, para diferenciarlo del nacionalismo imperialista que hizo estra-
gos durante la primera mitad del siglo. 

En América Latina el escenario se modificó luego del ciclo de las 
dictaduras. El regreso a la democracia se dio acompañado de un 
espíritu de apertura de espacios para la acción y la decisión política, 
con el consiguiente rechazo al verticalismo centralista que caracterizó 
a los regímenes militares derrocados,  que subsumieron la seguri-
dad ciudadana  en la estrategia de la seguridad nacional y su lucha 
antisubversiva, contra el “enemigo interno”, propio de la lógica de 
la llamada Guerra Fría. Prueba de ello es el componente descentra-
lizador presente en las constituciones expedidas al restablecerse el 
régimen democrático en Brasil y Perú. Colombia igualmente promul-
gó por esos años una constitución con alcances descentralizadores 
que expresó el compromiso de los colombianos con la terminación 
de su largo conflicto interno que, sin duda, ha empobrecido su vida 
democrática. Con la ola chavista del “socialismo del siglo XXI”, Vene-
zuela (en su segunda constitución chavista), Ecuador y Bolivia han 
adoptado constituciones con énfasis en “el poder popular”, donde la 
descentralización queda inmersa en un supuesto potenciamiento de 
la participación como criterio rector del nuevo orden. 

64	 Vale la pena anotar que durante la administración socialdemócrata de Mitterand 
la Comisión Bon Maison planteó la necesidad de que las instancias locales asu-
man responsabilidades en la seguridad ciudadana.
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  El cuestionamiento del monopolio del Estado central le  abrió 
espacio a la iniciativa de las instancias territoriales – regionales y 
locales -, pero también a la iniciativa ciudadana, al crearse las con-
diciones para el surgimiento y consolidación del espacio de lo público 
no estatal y de una ciudadanía activa que no sólo demanda (y es-
pera) sino que propone y asume. La crisis de la organización estatal 
– con sus responsabilidades y políticas - conocida como el estado de 
bienestar (“welfare state”), termina de abrirle el camino a la respon-
sabilidad ciudadana.

 Se trata de un proceso lento que aún enfrenta un panorama no 
plenamente clarificado. Ante la crisis de la democracia representativa 
– de los partidos, de los políticos profesionales, de los cuerpos cole-
giados – hay quienes, en medio de un discurso moralista y con cla-
ro sabor de antipolítica, pretenden de manera un tanto oportunista, 
sustituirla por asambleas ciudadanas abiertas: los consejos comuni-
tarios del presidente Uribe, el Aló Presidente de Chávez…; podrían 
incluirse en la lista los encuentros ciudadanos para discutir los planes 
de desarrollo de las 20 localidades bogotanas, para poner ejemplos 
conocidos 65. 

En los años setenta y ochenta se dio el debate mundial, que aún 
no termina, entre quienes consideran que la seguridad depende del 

65	 El resultado es dejar de lado el camino necesario para responderle a  las exigen-
cias de una democracia abierta, que permita acoplar la dinámica de la represen-
tación con la de la participación, al definirles a ambas unas competencias diferen-
tes y complementarias. Con ello sería posible renovar y relegitimar a los actores  
de la representación ciudadana, atrapados en la búsqueda de perpetuarse en 
el cargo. La realidad es que la reelección indefinida se vuelve el móvil y eje del 
quehacer político. La curul deja de ser el medio, la tribuna, y se convierte en el 
fin, en una clásica y perversa confusión entre fines y medios. A la vez se le abren 
al ciudadano de a pie y a las organizaciones ciudadanas posibilidades para que 
se politicen con el ejercicio de una ciudadanía activa.  Los políticos profesionales 
son necesarios en la democracia pero no deben quedar de únicos jugadores en el 
escenario público y exclusivos intervinientes en las relaciones del ciudadano con 
el Estado y las políticas públicas. La presencia y actuación ciudadana es el con-
trafómeque a la dictadura de los elegidos, que han convertido a los partidos en 
sus clubes privados. Todo esto que es común en el mundo, en Colombia tiene una 
especial gravedad, dado el nivel de hiperpersonalización y atomización que ha 
alcanzado la política, expresada en las microempresas electorales que aún hoy, 
después de reformas legales recientes, siguen vivas, ya no a la intemperie de la 
calle sino bajo el techo de los partidos, convertidos en verdaderos supermercados 
electorales, donde cada uno monta su tenderete.
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sólo uso de la represión, “ a través del aumento de los efectivos 
policiales, del aumento de las penas de prisión y de la aplicación de 
teorías represivas como aquella de la “tolerancia cero” o del toque de 
queda para menores o de la disminución de la edad de responsabi-
lidad penal para los jóvenes” (Prevención de la criminalidad urbana, 
Pp.3) , para lo cual proponen mantener o restablecer la centralización 
de la política. La otra posición impulsa tanto las medidas represivas 
como las preventivas para garantizar la seguridad ciudadana, por 
medio de una estrategia descentralizada que delega responsabilida-
des en las autoridades locales y le abre espacios de participación a 
organizaciones de la sociedad civil. (Prevención de la criminalidad 
urbana, p.3).

Hugo Acero ha analizado cómo en el continente hay países en 
América central – El Salvador, Honduras, Guatemala, Panamá – y 
andinos – Venezuela, Ecuador, Chile -, donde la responsabilidad de 
la seguridad ciudadana permanece en cabeza del gobierno nacional, 
mientras que en otros  – México, Colombia, Brasil, Argentina – el 
régimen de autonomía o de descentralización permite su manejo en 
cabeza de las autoridades locales, hasta el punto de contar con una 
policía local incipiente como es el caso brasileño. En todos ellos hay 
problemas de coordinación entre las autoridades locales, las autori-
dades policiales y las fuerzas armadas.

En Colombia y en la América Latina posterior a la era de las dicta-
duras,  avanza lentamente la consolidación de la política de seguridad 
ciudadana66, estructurada a partir de estrategias complementarias 
de prevención y de coerción67. Política de seguridad ciudadana, que 
además es complementaria y no separada a la de seguridad nacional 
- de seguridad y defensa del Estado -, a la par que tiene su principal 
espacio de aplicación en las ciudades. Entrelaza lo global y nacional 
con lo urbano y, en el caso de ciudades grandes como Bogotá, con lo 
suburbano (las localidades).

66	  Es un componente de la seguridad humana. Hace referencia a un orden ciuda-
dano democrático en el cual no habría espacio para las amenazas a la población,  
pero si para la convivencia pacífica y la vivencia de los derechos individuales y 
colectivos.

67	  Será interesante seguir el desenvolvimiento de la política en el marco de los 
postulados y propósitos del “socialismo del siglo XXI”, donde aparecen rasgos 
autoritarios y centralizadores crecientes.
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Asume la seguridad como una totalidad, no como un mosaico de 
compartimentos estancos. Totalidad estructurada de manera tal que 
cada instancia tiene su papel y sus responsabilidades específicas, 
que en ocasiones se complementan y en ocasiones se refuerzan – en 
operaciones conjuntas por ejemplo –. Política que tiene como uno 
de sus sostenes, la acción en los territorios para propiciar  un clima 
y unas prácticas de convivencia que gradualmente se aclimatan  en 
el cuerpo social, en el seno de las comunidades. Para lograrlo, es 
necesario superar las exclusiones y garantizar la acción de la justicia 
en la mediación del conflicto y en la efectiva sanción del infractor, 
como condición necesaria para derrotar la impunidad que alimenta la 
inconvivencia. Con la convivencia es posible consolidar una concien-
cia ciudadana y societal de aceptación y valoración de lo legal, y de 
sanción y rechazo de lo ilegal.

En torno a la convivencia y la seguridad ciudadana gravitan tres 
tipos de factores. Los objetivos, generados por hechos de violencia o 
delincuencia. Los subjetivos o perceptivos, nacidos de la apreciación 
de los ciudadanos sobre la posibilidad real o imaginaria de ser víc-
timas de un delito o una acción violenta que les genere indefensión 
o vulnerabilidad. El tercer factor es la capacidad efectiva del Estado 
para garantizarles a todos los ciudadanos la seguridad y el goce de 
los derechos y libertades establecidos en la Constitución.

3.	 La apuesta por una política integral de seguridad ciuda-		
	 dana, convivencia y justicia

José Miguel Insulza, Secretario General de la OEA, considera que: 
“El delicado estado de la seguridad pública (ciudadana) constituye 
hoy la principal amenaza a la estabilidad y fortalecimiento de la de-
mocracia y al potencial de desarrollo de América Latina.” (Secretaria-
do General de la Organización de Estados Americanos, 2008,). Esta 
afirmación clara y concisa subraya la importancia de las relaciones 
entre seguridad ciudadana y gobernabilidad democrática.

Para los propósitos del estudio, se entenderá por seguridad ciu-
dadana,  la definición que se adoptó en Bogotá: “El bien público que 
propicia las condiciones estructurales que protegen la integridad físi-
ca y moral de las personas. A la vez derecho y garantía de los demás 
derechos. Prerrequisito de la justicia, la dignidad y el bienestar, la 
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solidaridad y las libertades. Garante de las actividades sociales, eco-
nómicas y políticas desarrolladas por los ciudadanos.” (Libro Blanco, 
2008,) En 2006, en el Manifiesto de Zaragoza, aprobado por el Foro 
Europeo de Seguridad Urbana, se planteó lo siguiente: “La seguridad 
es un bien común esencial, estrechamente vinculado con otros bienes 
comunes como la inclusión social, el derecho al trabajo, a la salud, la 
educación y la cultura”. A renglón seguido se dijo: “El acceso a los de-
rechos favorece el derecho a la seguridad”. (Libro Blanco, 2008,) Para 
UN Habitat “(…) la seguridad es el dispositivo central de la política y 
la gobernabilidad de los territorios (…)” (Libro Blanco, 2008,).

Se está ante una visión integral de la seguridad ciudadana, ubica-
da “(…) en el cruce de caminos de las políticas económicas, sociales, 
de usos del suelo y de los espacios públicos (…)” (Ibid. p. 30). La 
dimensión de la convivencia y la seguridad ciudadana se integra con 
los diferentes ámbitos espaciales y funcionales de la ciudad.

La seguridad ciudadana así entendida requiere que se consoliden 
las condiciones que acrecienten la convivencia y se  enfrenten las si-
tuaciones de inconvivencia que debilitan la seguridad. Se acepta que 
es constitutivo de la vida en sociedad la existencia de conflictos, que 
se deben diferenciar de las situaciones de inconvivencia68. Por estas 
razones, la gobernabilidad de la seguridad está influenciada por las 
relaciones existentes, en un momento dado, entre los actores de la 
justicia y los de la seguridad.

Las situaciones de inconvivencia son, en buena medida, resultado 
de las vulnerabilidades que presenta la ciudad, las unas generales 
para el conjunto, otras específicas para territorios o zonas  determi-
nados de la geografía urbana o para grupos poblacionales dados, que 
habitan en ella. Como se verá al analizar la experiencia de Bogotá, 
el tratamiento de las vulnerabilidades se convierte en la tarea o res-
ponsabilidad mayor de las autoridades locales en el marco del com-
promiso colectivo de construir seguridad, la ciudadana pero también, 
en el mundo actual, componentes de la nacional que tienen raíces en 
lo local. 

68	 Al conflicto debe dársele solución pacífica, rápida y en equidad. La situación de 
inconvivencia por su parte, debe atenderse para resolver aquello que la genera. 
Una situación de inconvivencia no atendida se constituye en caldo de cultivo de 
conflictos y aún de violencia.
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El mejoramiento continuado de las condiciones de convivencia en 
el seno de la sociedad permite la consolidación de la seguridad ciu-
dadana, dada su relación directa con la política social que es com-
ponente fundamental de la estrategia preventiva de la seguridad 
ciudadana. La relación entre política de seguridad y política social, 
para materializarse, requiere que en la política social tengan clara 
presencia, como sujetos de la misma, los grupos poblacionales y las 
personas que estén en riesgo de ser victimizados o de convertirse en 
victimarios.

Una mayor y mejor convivencia “(…) ayuda a legitimar las institu-
ciones y a un mejor funcionamiento de lo público” (Alcaldía Mayor de 
Bogotá, 2008. p. 27). Los avances en convivencia, aunados a la re-
solución de los conflictos y a la acción de las instancias de la justicia, 
permite hablar de “la institución social de la seguridad y su hermana 
gemela la confianza” (Libro Blanco, 2008,). 

4.	 Seguridad ciudadana, gobernabilidad y ciudadanía activa

En torno de la acción sistémica para darle a la ciudad y a sus 
barrios y grupos poblacionales las condiciones apropiadas de seguri-
dad,  consideradas como un derecho y  cuya ausencia, expresada en 
inseguridad, “es una inequidad que hay que corregir” (Alcaldía Mayor 
de Bogotá, 2008.), se consolida uno de los pilares principales de la 
gobernabilidad, concepto amplio que se materializa en espacios y 
circunstancias determinadas. La gobernabilidad no está garantizada 
en todo tiempo y lugar, pues su realidad es dinámica como dinámicos 
son los asuntos públicos a los cuales está asociada y asume las ca-
racterísticas y condiciones propias de los asuntos públicos que com-
prometen a las autoridades correspondientes. Podría hablarse de un 
mosaico de situaciones de gobernabilidad interrelacionadas, que en 
conjunto conforman un cuadro. Se gobiernan temas – los vendedores 
informales en el espacio público, la acción educativa, etc. –, o se go-
biernan territorios con sus poblaciones – la ciudad, sus localidades, el 
Magdalena Medio, Colombia –, de manera tal que cada componente 
logra (o pierde) su gobernabilidad de forma relativamente autónoma, 
pero siempre en el marco del cuadro general mencionado.

Esta estrategia está en la línea de lo establecido en el citado ma-
nifiesto de Zaragoza, que invita a los gobiernos de las ciudades a 
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“(…) sustituir cualquier estrategia que utilice el miedo, por otras que 
favorezcan una ciudadanía activa (…) y el derecho colectivo a la con-
vivencia” (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2008.). Se trata de propiciar la 
aparición de nuevos comportamientos sociales y el reconocimiento 
de que se es miembro de una sociedad y no simples “átomos huma-
nos” flotando en un vacío social, con un Estado lejano y autoritario 
que, con solo su capacidad represiva, le pondría orden a esa danza 
de individualidades. Por esas razones, la política de seguridad ciuda-
dana, al decir del ex alcalde Antanas Mockus, tendría como propósito 
“(…) reconocer en cada habitante un sujeto moral capaz de gober-
narse a sí mismo, un sujeto legal capaz de vincular sus derechos con 
sus deberes y un sujeto cultural capaz de transformar algunos de sus 
hábitos y algunas de sus creencias (…)” (Martin, Ceballos. 2004.). 
Es ese comportamiento individual libremente asumido el que como 
utopía urbana permitiría que la seguridad ciudadana y la convivencia 
fuesen finalmente el resultado del comportamiento de ciudadanos 
verdaderamente adultos, plenamente responsables ante la sociedad 
y respetuosos del otro. Ciudadanos con derechos y deberes/respon-
sabilidades claramente establecidos y asumidos.

Esa posición, a la luz de la realidad presente de la sociedad co-
lombiana y bogotana y me atrevería a generalizar,  del conjunto de 
la sociedad mundial, podría calificarse de utopía urbana. La realidad 
social y humana (a nivel del individuo) de hoy le da la espalda a toda 
responsabilidad, sobre todo si es social; es una realidad desconecta-
da no solo de los valores de la sociedad tradicional sino de los impe-
rantes en el ámbito de la modernidad capitalista. La sociedad actual 
(“postmoderna”) presenta una situación preocupante en la medida 
en que cada día son más difusos, más porosos los límites entre lega-
lidad e ilegalidad, en que crecen las áreas de penumbra entre una y 
otra.

5.	 La cultura de la ilegalidad y el crimen organizado

Tal vez la experiencia más radical vivida por  quien escribe el pre-
sente artículo, en los cuatro años en que se desempeñó como Secre-
tario de Gobierno de Bogotá, fue constatar que el combate de fondo 
que se adelanta en medio de una enorme confusión, en todos los 
frentes de la vida de la ciudad, es el enfrentamiento cotidiano entre 
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la legalidad y la ilegalidad, entre lo constituido y normado – la socie-
dad que está “encima de la mesa”, a la que se dirigen el grueso de 
las políticas y las acciones convencionales de las autoridades – , y el 
mundo de lo no conocido o reconocido, que de una manera dinámica 
e inmensamente recursiva se da al margen de esa sociedad consti-
tuida, con la cual tiene frecuentes y variadas relaciones, aunque sean 
clandestinas. Mundo invisible (o invisibilizado), que a veces es tan 
importante y decisorio como el legal, formal, convencional, como el 
mundo visible. Debajo de esa mesa imaginaria  se mueven personas 
y organizaciones que a los ojos de la ciudadanía y del poder formal 
son enemigos pero con los cuales, a la sombra, frecuentemente se 
hacen acuerdos, inclusive alianzas.

En un país como Colombia y en Bogotá, que bien la resume, de-
bajo de esa mesa opera el crimen organizado que en estos tiempos 
de capitalismo no regulado ha progresado como nunca. Se vive, sin 
duda, la globalización del crimen. El crimen organizado es hoy uno 
de “(…) los principales beneficiarios de la revolución tecnológica y 
de las aperturas democráticas [así como de] la globalización de los 
mercados [y el desarrollo de] las grandes transnacionales [que le 
permite] ocultar y consolidar sus negocios ilícitos y desplazar sus 
bienes cómodamente de un país a otro. [Los desarrollos tecnológicos 
igualmente les facilitan el trabajo, con el]  internet, los teléfonos ce-
lulares y la comunicación satelital (…)” (Salazar, 2002, ). 

Como se podrá apreciar más adelante, tanto la guerrilla como 
las organizaciones impropiamente llamadas paramilitares pueden ser 
consideradas verdaderas organizaciones criminales por su estructura 
y procedimientos, por la manera de relacionarse con los ciudadanos 
y los gobiernos locales y de desarrollar actividades económicas cri-
minales – el narcotráfico, el secuestro y la extorsión principalmente 
– para financiar su aparato armado y operativo y para fortalecerse 
económicamente, así como por su vinculación con el tráfico de armas 
y la sistemática intervención en la inversión pública local, con miras 
a consolidar no solo militarmente, el control de los territorios donde 
operan. Organizaciones criminales que avanzan en su propósito de 
capturar el estado para facilitarles su acción delictiva y,  en asocio 
con actores políticos legales, estarían en la tarea de una reconfigura-
ción mafiosa del estado, como lo viene estudiando, entre otros Luis 
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Jorge Garay. Se trata de una realidad presente en diferentes países 
y continentes. 

Arrumados “debajo de la mesa”, en el mundo invisibilizado, se 
encuentran además aquellos pobres condenados a un rebusque que, 
frecuentemente, es fuente de grandes beneficios para los capitales 
invisibles (por lo menos a los ojos del fisco, de los “ranking” de las 
revistas de negocios, del cotorreo chismoso de las publicaciones o 
secciones de farándula), invisibles porque su éxito depende de no 
llamar la atención pues cuando lo hacen, es el comienzo de su fin. 
Esta situación objetiva hace que ilegalidad e informalidad se presen-
ten con frecuencia como las dos caras de la misma moneda y que los 
pobres sean percibidos “por la gente de bien” como una amenaza, 
generándose un sentimiento de miedo y rechazo que anula cualquier 
impulso que pudiera traducirse en reconocimiento y solidaridad. Ese 
es el caldo de cultivo de las “limpiezas sociales” que cada tanto hacen 
su sangrienta aparición en los centros urbanos. 

Aún las más sofisticadas organizaciones criminales tienen unas 
raíces, unos puntos de apoyo territoriales e involucran a muchas per-
sonas en su empresa criminal, muchos de ellos jóvenes. Sus carac-
terísticas e historia tienen la marca de la región de donde surgen. La 
criminalidad de origen antioqueño tiene sus variantes con respecto 
a la caribeña o llanera. Este componente local debe ser conocido 
y analizado, pues aporta elementos importantes a tener en cuenta 
para estructurar las políticas locales que permitan atender las vulne-
rabilidades que le abren el camino y el espacio a comportamientos 
de inconvivencia, es decir, antisociales y propiciadores en el ámbito 
local, de brotes delincuenciales o del enraizamiento en él de activida-
des de ese corte, procedentes  de otros sitios. 

Vale la pena en este punto del análisis reiterar que una política 
de convivencia y seguridad no puede asumirse como un mosaico de 
compartimentos estancos – la nación por un lado, las entidades te-
rritoriales (en especial las municipales) por el otro; la prevención 
por aparte de la coerción, la seguridad ciudadana de espaldas a la 
nacional… –. Es una política que debe estructurarse como un sistema 
integral, como lo viene adelantando Bogotá, que es, sin duda, uno 
de los principales avances logrados por la ciudad gracias a la des-
centralización que no supone que las entidades descentralizadas se 
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deslinden de la autoridad central ni que ésta simplemente descargue 
responsabilidades y transfiera recursos a departamentos y munici-
pios o, en el caso de Bogotá, a las localidades. 

6.	 Colombia e Italia, dos realidades que enseñan

Cuando un colombiano se asoma a la realidad del crimen orga-
nizado en Italia – Cossa Nostra siciliana, Camorra napolitana… – es 
imposible que no tenga la impresión de estar frente a realidades – 
personajes y comportamientos, violencias y corrupción, “autoridades 
paraestatales”, amenazas y temores, silencios sociales que tienen 
ecos de conformismo con la situación que se vive, en fin, convivencia 
entre actividades legales e ilegales –, realidades que tristemente le 
son familiares porque también hacen parte de la vida diaria colom-
biana.

Esta presencia del crimen organizado “mafioso” que  con sus se-
mejanzas, está presente en dos sociedades aparentemente tan ale-
jadas como la italiana y la colombiana, obliga a mirar con más aten-
ción a una y otra. La mirada comparativa ayuda a entender mejor 
la realidad de la criminalidad colombiana en general y la del crimen 
organizado en particular.

Colombia e Italia, en medio de sus enormes diferencias en to-
dos los órdenes, sin embargo comparten unos rasgos comunes en 
su historia contemporánea. Sus estados nacionales son recientes en 
tanto que realidades consolidadas, pues sólo a partir del tercio final 
del ochocientos emergen en los dos países unos parámetros, unos 
referentes y una institucionalidad nacional que logran finalmente so-
breponerse a la realidad y la dinámica de sus regiones69.

69	 Luis Eduardo Nieto,  en su obra, El café en la sociedad colombiana, demostró que 
sólo en el cuarto final del siglo XIX y gracias al café, en Colombia se consolidó 
un mercado interno que sin embargo no incorporaba (¿no incorpora aún?) al 
conjunto del territorio nacional sino fundamentalmente al centro y occidente del 
país, lo que luego se conocería como “el triángulo de oro”. Igualmente el café le 
da por primera vez a la joven república un producto de exportación permanente 
que permitirá financiar las importaciones de la maquinaria requerida por una 
industria que al cabo encontró condiciones mínimas de mercado para nacer y 
progresar. El Estado central por su parte empezó a tener ingresos ciertos y cre-
cientes. En Italia es el tiempo de Garibaldi y de la unidad nacional.
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 Ambos procesos se adelantan en un contexto y con unas bases 
socioculturales con profunda raigambre rural y fuerte presencia de si-
tuaciones de violencia, especialmente el sur italiano con su epicentro 
en Nápoles, y el centro y occidente colombiano, grosso modo “el país 
paisa”, que hasta los setenta del siglo XX tenía su epicentro amplio 
en torno al “triángulo de oro” – Medellín, Bogotá, Cali -. Territorios 
donde el mundo campesino convive con estructuras latifundistas en 
una convivencia inestable y violenta, y donde irrumpen enclaves em-
presariales modernos que coadyuvan a la destrucción del viejo orden 
natural/rural sin cimentar el nuevo de la modernidad, en un proceso 
que podría definirse como de modernización sin modernidad. En me-
dio de un gran vacío de Estado y de autoridad legítima, que termina 
por abrirle el espacio a estructuras de poder (y a un cierto orden) 
nacidas de esa precariedad institucional y de esa violencia. 

Territorios donde poco o nada se espera de un Estado lejano y for-
mal pero sí mucho de lo cercano y concreto, como son la familia en su 
versión ampliada, la comunidad de los vecinos y una Iglesia Católica 
actuando desde la parroquia y con el cura a la cabeza. Conjunto de 
“instituciones naturales” en cuanto no son obra de gobierno alguno ni 
creaturas de normas positivas, propias de sociedades tradicionales y 
por consiguiente, premodernas. La familia en ambas culturas, latinas 
y católicas, ha sido vehículo de transmisión de valores tradicionales 
impregnados de una religiosidad que perdona al pecador y a la vez 
reclama al cielo favores personales de corte terrenal, sin importar su 
legalidad (o ilegalidad).

En el caso colombiano al menos, una de las principales víctimas 
de la urbanización acelerada y de la transformación del desempleo en 
una realidad permanente, estructural, ha sido la figura paterna, como 
figura de autoridad, con lo cual el vacío de autoridad se amplía.  La 
prevalencia del machismo/patriarcalismo propio de estas sociedades,  
no debe llevar sin embargo a subestimar la presencia e influencia 
de lo femenino, discreta pero en alto grado determinante y cada vez 
más visible en la medida en que en sectores populares de la sociedad 
avanza el desvanecimiento de la figura del padre proveedor. “La cu-
cha” de los sicarios antioqueños, admirablemente descrita por Alonso 
Salazar en su estudio sobre  Medellín (No nacimos pa’ semilla) y las 
jóvenes de “Sin tetas no hay paraíso” están para testimoniarlo.
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El debilitamiento de la familia en un contexto caracterizado por 
un estado limitado en su capacidad para proveer servicios, incluida 
la seguridad, le abre el camino a las organizaciones criminales, y 
para el caso colombiano, a las guerrillas,  al permitirles brindar a sus 
miembros, especialmente a los jóvenes, el sentido de pertenencia y 
la solidaridad que ni la familia debilitada ni la sociedad  les pueden 
proporcionar. La territorialidad de la criminalidad y de las organiza-
ciones refuerza ese sentido de pertenencia en la medida en que “la 
noción de pertenencia al territorio es considerada frecuentemente 
por los jóvenes como el único referente que les queda, el lazo so-
cial más importante” (Álvarez, 2000.). Las guerras entre bandas son 
guerras de territorios, por territorios. El control del territorio es po-
der, es sentido de pertenencia y seguridad.

Los embates de la modernidad descuadernan ese orden, esa esca-
la de valores y de principios de moral religiosa -que no de ética ciuda-
dana-, destronan las figuras tradicionales de autoridad paternal – el 
padre y el cura –, pero sin tener la capacidad para sustituirlas por las 
figuras de autoridad del nuevo orden de la modernidad. El resultado 
es un estado de vacío social y ético, de anomia y “no futuro”, que gol-
pea especialmente a los jóvenes. Vacío donde los proyectos de vida, 
tan claros y definidos hasta el punto de aparecer como inmodificables 
en la vieja sociedad, desaparecen y se termina viviendo en un eterno 
presente que exige ser poseído de afán, por que el futuro no existe. 
Esa pérdida de horizonte vital, ese cierre de los escenarios de vida, 
de socialización y de reconocimiento propios de la cotidianidad tradi-
cional afecta enormemente la convivencia, debilita peligrosamente el 
control y el entramado social que brinda apoyo y alimenta el sentido 
de pertenencia a un grupo –familia, barrio o vereda, parroquia, ami-
gos del café…– .

En ambos casos, la modernidad es tardía y hasta el día de hoy, 
incompleta, con una característica perversa y es que aún con su ar-
caísmo, y de pronto gracias a él, son sociedades que han dado ori-
gen a grupos y actividades que encontraron un nicho criminal y bien 
rentable en este mundo globalizado, donde las fuerzas del mercado 
liberadas por ausencia de regulación, desatan vientos enormemente 
favorables para la criminalidad organizada y transnacional, la cual 
conserva sus raíces y extrae mucha de su savia de esos escenarios 
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locales, descompuestos pero aún con ecos del viejo orden social, 
que con sus características propiciaron su aparición y hoy les dan 
sostén.

En el caso colombiano hay adicionalmente otro actor en todo este 
proceso, las guerrillas –Farc y ELN - que en los últimos 30 años se 
han aliado crecientemente con el narcotráfico, hasta poderlas con-
siderar, para muchos efectos, como organizaciones criminales en la 
medida en que su propósito político, que no se pretende negar, se 
ha ido desplazando y diluyendo con el correr del tiempo hasta ser 
sustituido por el simple afán de permanecer, de durar, cayendo en la 
trampa de que el medio, los dineros para financiar la guerra revolu-
cionaria, acabó convertido en el fin. Se puede hacer esa afirmación a 
partir de la observación de las similitudes que tanto la guerrilla como 
las organizaciones criminales, narcotraficantes en especial, presen-
tan en su forma general de operar, de organizarse, de relacionarse 
con la gente, de imponer su autoridad, de moverse y vincularse con 
actividades ilícitas, de identificarse con los territorios y comunidades 
desde donde operan, del reclutamiento de jóvenes y luego, de las 
dificultades y amenazas para quien pretenda abandonar sus filas, 
para el desertor. El punto de encuentro y de confusión lo fijó la droga, 
la coca, complementado en ciertos casos con secuestros extorsivos 
donde la víctima es “vendida” por la delincuencia a la guerrilla.

En Colombia, el conflicto interno y el crimen organizado del narco-
tráfico, dieron nacimiento a otro grupo armado, los paramilitares70. El 
periplo de los grupos de paramilitares tiene cierto paralelismo con el 
de la guerrilla. Nacieron para enfrentarla en su fase inicial de grupos 
de autodefensa antisubversivos que terminarían captados y luego 

70	 El maridaje que se ha dado en ciertos sectores sociales con el paramilitarismo, 
aunque sea de conveniencia, o la simple complacencia con ellos por parte de 
sectores gubernamentales y de la dirigencia, o la tolerancia y aún “cierta com-
prensión”  de la opinión, no pueden calificarse sino de irresponsables desde todo 
punto de vista, además de suicidas en el tiempo. Hoy, la razón de ser del parami-
litarismo no es ni siquiera la lucha antisubversiva, es la defensa a sangre y fuego 
del negocio de la droga, que corroe al edificio institucional, apunta a la captura 
mafiosa del estado, extiende su manto de corrupción sobre la sociedad y el Esta-
do, penetra la cultura popular y la misma escala de valores, especialmente entre 
los jóvenes, con la complicidad o silencio cobarde de los mayores, que ceden ante 
el dinero fácil o al menos a su expectativa, que no son solo dineros del crimen. 
Anti valores que impregnan el imaginario ciudadano, con una melodía de fondo 
de corte mafioso, en un ambiente complaciente y degradante.
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organizados por capos del narcotráfico para cuidarles el negocio y 
sus inversiones en tierras rurales. En su historia tienen un antes y un 
después,  a partir de sus vinculaciones con el narcotráfico, que los 
catapultó a los primeros lugares del crimen mundial. Este es un caso 
en donde, claramente, la criminalidad organizada tiene implicaciones 
en la seguridad nacional y obliga a asumirla con una visión y una 
estrategia integral. 

La violencia y el conflicto interno difícilmente se terminarán mien-
tras persista el narcotráfico que es, sin lugar a dudas, la mayor ame-
naza a la seguridad en el país y al mantenimiento mismo de la de-
mocracia y el ordenamiento constitucional. Se ha constituido en un 
dinamizador de otros delitos transnacionales – comercio ilegal de ar-
mas, contrabando de mercancías legales, tráfico de personas utiliza-
das para el transporte de la droga, las llamadas mulas -, que inciden 
en la seguridad ciudadana y que se agregan a la violencia desatada 
por las guerras de control territorial que exige el negocio de la droga, 
como condición necesaria para su operación.

Su dinámica permite entender de manera clara, la forma en que 
los temas de la seguridad remiten a las vulnerabilidades de diferente 
tipo que presenta la sociedad, en términos de su dinámica interna, 
de su cultura y valores ciudadanos y que tienen en el ámbito local el 
mejor escenario para ser precisadas y para adelantar acciones públi-
cas y ciudadanas que permitan superarlas. Giovanni Falcone, el fiscal 
italiano inmolado y gran conocedor de las entrañas de la mafia sicilia-
na, anotaba dos hechos significativos que sirven para entender mejor 
a las organizaciones criminales en general, incluidas las colombianas. 
Afirmaba que la mafia “… no es un fruto anormal del subdesarrollo 
económico, sino un producto de las distorsiones del propio desarro-
llo”. En segundo lugar observaba que “(…) en la raíz de la mafia [se 
encuentra] una mezcolanza de anomia y violencia primitiva.” (Falco-
ne, 2006,). 

Una vez consolidada la organización criminal, su supremacía eco-
nómica “(…) no nace [ya]  directamente de la actividad criminal, sino 
de la capacidad de equilibrar los capitales legales e ilegales” (Falcone, 
2006, p. 60). Para el caso colombiano, el narcotráfico está todavía en 
una fase de “acumulación originaria” de su capital, donde el proble-
ma mayor y bien complejo es su lavada, pues la capacidad de absor-
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ción de esos recursos por la economía legal colombiana es inferior al 
ritmo con que los genera la actividad ilegal. El lavado de capitales le 
implica a las mafias colombianas una conexión con las economías y 
sistemas financieros de otros países, en América Latina y el Caribe, 
pero no solamente allí.

7.	 Bogotá explora, aprende y avanza en la senda de la 
	 seguridad ciudadana

La Carta Política de 1991 tiene en su estructura conceptual y pro-
cedimental una serie de elementos aparentemente contradictorios 
que le incorporan una lógica de tipo dialéctico – de síntesis de los 
contrarios o de “relativismo berliniano” 71 -, en la medida en que  no 
reconoce la existencia de valores absolutos, más allá de los derechos 
fundamentales que consagra, y  deja abierto, por consiguiente, el jue-
go en el tiempo y en el espacio, a opciones, prioridades y procedimien-
tos en asuntos tan variados como el sistema económico donde, por 
ejemplo, le abre campo tanto a interpretaciones “neoliberales” como 
de activismo estatal; o la organización del Estado al establecer que 
Colombia está organizada como “República unitaria, descentralizada, 
con autonomía de sus entidades territoriales”, donde pugnan los con-
ceptos de república unitaria con los de autonomía territorial o cuando 
en relación con el ordenamiento del sistema político, junto al régimen 
representativo con su epicentro en el Congreso de la República cuyos 
miembros  “(…) de elección directa representan al pueblo (…)”,  esta-
blece la participación ciudadana al otorgarle a los ciudadanos no solo 
el derecho al voto sino el derecho a utilizar otros seis “mecanismos de 
participación del pueblo en ejercicio de su soberanía”. 

En lo referente al tema de este escrito, la Carta establece que 
“conservar (…) el orden público y restablecerlo donde fuere turbado 
(…)”, es responsabilidad constitucional del Presidente de la Repú-
blica. La policía  es “… un cuerpo armado permanente de carácter 
civil, a cargo de la nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento 
de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y las 
libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia 
convivan en paz”. El alcalde por su parte, tiene entre sus funciones 

71	  Con ello se quiere hacer referencia a los juiciosos análisis de Isaiah Berlin res-
pecto a la relatividad de los valores, a la inexistencia de valores absolutos.
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constitucionales “(…) conservar el orden público en el municipio de 
conformidad con la ley y las órdenes que reciba del Presidente de la 
República y del respectivo gobernador. El alcalde es la primera auto-
ridad de policía del municipio. La Policía Nacional cumplirá con pron-
titud y diligencia las órdenes que le imparta el alcalde (…)”. 

Esa particular estructura constitucional permite desarrollar y pre-
cisar de una manera dinámica las disposiciones constitucionales a 
partir de su aplicación en situaciones concretas, bien por el Congreso 
legislando, o por los ciudadanos con sus iniciativas y ciertamente por 
la Corte Constitucional con sus fallos. Obliga igualmente a avanzar 
en la elaboración de visiones complejas e incluyentes por parte de 
autoridades, ciudadanos y entidades involucradas en los campos pro-
blemáticos, que permitan síntesis conceptuales y acciones basadas 
en la coordinación y la complementación. No sobra advertir que ese 
escenario propicia  roces,  malentendidos e intentos de imponerse 
unas instancias públicas, unos valores, unos desarrollos conceptuales 
sobre los otros. 

A raíz de la Constitución, Bogotá empezó a vivir un período de 
cambios en su administración y en la definición de políticas públicas 
algunas de ellas, novedosas y transformadoras. Gracias a la elección 
de alcaldes y a las medidas descentralizadoras de la Carta – que a 
Bogotá le dedicó seis artículos – la ciudad pudo darle expresión po-
lítica, en lo que a elección de burgomaestre se refiere, al hecho de 
tener un porcentaje de su población “políticamente desarraigada” ,  
ciudadanos que con su llegada a la capital, habían cortado  amarras 
con sus sitios de origen, liberándose así de las lealtades partidistas 
que suelen estar asociadas al terruño y a la familia, lealtades que 
se recubren de sentimientos de solidaridad, identidad y compromiso 
con lo próximo72. Desarraigados políticos abiertos a atender otras 
propuestas, a votar de una manera menos emocional, más reflexiva, 
con independencia de las viejas lealtades y fantasmas.73 

72	  En la Colombia tradicional la lealtad política, es prácticamente un vínculo de 
sangre que la hace pasional hasta la violencia, con altas dosis de irracionalidad y 
de sentimiento primario.

73	  Los amarres políticos con el terruño sobreviven en la gran ciudad, fundamental-
mente a través de las colonias que agrupan a los provenientes del mismo pueblo 
o departamento y que logran mantener vivo el sentimiento de paisanaje y con él,  
las viejas lealtades partidistas.
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Este electorado ha sido definitivo para que en Bogotá  se hayan 
elegido para la alcaldía a personas alejadas del esquema del político 
tradicional, provenientes de formaciones políticas de signo diverso. 
Elegidos por ciudadanos que votan para apoyar a candidatos que les 
dan la confianza de que administrarán juiciosamente el entorno don-
de se desarrolla lo fundamental de su vida y la de su familia: trabajo, 
residencia, estudio de los hijos, uso del tiempo libre y, bien impor-
tante, su seguridad. 

El primer alcalde que empieza a materializar para la ciudad los 
enunciados descentralizadores de la Constitución fue Jaime Castro. 
(1992/1994). Durante su alcaldía construye los fundamentos presu-
puestales e institucionales que sostendrán los avances posteriores. 
Con la actualización catastral y los autoavalúos, Castro no sólo saneó 
las finanzas de la ciudad, sino que le dejó un escenario claro para 
su fortalecimiento y, adicionalmente, la posibilidad de lograrlo con 
respaldo ciudadano, pues durante su administración se aclimata una 
cultura ciudadana de responsabilidad tributaria, que es hoy uno de 
los emblemas de los nuevos tiempos que vive Bogotá. En lo institu-
cional, Castro le dejó a Bogotá el Decreto – ley 1421 de 1993,  que 
es su constitución o carta de navegación. En él, con las limitaciones 
propias de una propuesta pionera en el desarrollo de los principios 
constitucionales de la descentralización aplicados a una entidad terri-
torial, se crean las localidades – con alcalde local, fondo de desarrollo 
local y junta administradora local –, se descentralizan recursos para 
inversiones no recurrentes.

 Antanas Mockus (Alcalde de Bogota:1995 - 1997, 2001 - 2003), 
una voz nueva proveniente de la academia, coloca en el corazón de 
su tarea de gobierno a la cultura ciudadana para “la construcción de 
ciudadanía”. Logra algo fundamental, que a nivel de la subjetividad 
es tan importante para el futuro de la ciudad como lo alcanzado por 
Castro en los campos ya señalados. A saber, que los bogotanos, inde-
pendientemente de su origen o condición, se sientan parte constituti-
va de la ciudad, responsables de su suerte, al entender  que en torno 
del futuro de Bogotá es posible compartir propósitos y sueños. Cultu-
ra ciudadana que genera sentimientos de pertenencia y de confianza 
en que entre todos es posible construir el futuro. Cultura ciudadana 
que implica que la suerte de la ciudad es responsabilidad colectiva. 
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Cultura y responsabilidad ciudadanas son en esa perspectiva las dos 
caras de una misma moneda.

Para Mockus, el fundamento de la seguridad ciudadana está en el 
logro de la convivencia a partir del acatamiento de las normas –las 
legales pero también las morales y sociales, con sus correspondientes 
sanciones –. En ésta línea de pensamiento, no hay comportamiento 
más destructivo de la convivencia y por consiguiente más amenazan-
te para la seguridad, que “la cultura del atajo”, como bien la definió el 
exalcalde74. El acatamiento de la norma permite la transformación del 
ciudadano en sujeto moral, legal y cultural, la utopía urbana mocku-
siana. Esta visión subraya una de las principales vulnerabilidades de 
origen cultural de la sociedad, la del creciente debilitamiento y des-
vanecimiento de los límites entre lo legal y lo ilegal que facilitan (¿es-
timulan?) tanto  la mentalidad como los comportamientos colectivos 
complacientes, del “todo se vale” – voy yo de primero y los demás 
que se…–. Mentalidad y comportamientos que le abren el camino a 
la insolidaridad, al engaño y al abuso, a la disposición de ánimo para 
embarcarse en aventuras premiadas con dinero, mucho dinero.

Para la seguridad ciudadana, el enfoque de cultura ciudadana per-
mite asumirla como un bien público producto del ejercicio de la co-
rresponsabilidad, de la cooperación entre el estado y la ciudadanía. 
De una ciudadanía que es sujeto de derechos pero también de debe-
res. La ley debe armonizarse con la moral y la cultura.

Enrique Peñalosa (Alcalde de Bogotá: 1998 - 2000), acoge y con-
tinúa lo adelantado por sus antecesores. Enfatiza el desarrollo ma-
terial de la ciudad y más precisamente de su espacio público – la 
construcción física de la ciudad pública –, y de la capacidad de éste 
para generar mayor equidad en la vivencia e integración a la ciudad. 
El alma y el armazón de la ciudad están en sus espacios públicos – 
parques, ciclorutas, vías peatonales… – y su puesta a disposición de 
todos es una manera directa y efectiva de enfrentar la discriminación 
en el disfrute de la ciudad. 

Es una decisión de política y de inversión pública para  confrontar 
lo que Umberto Eco ha denominado el nuevo feudalismo que se tomó 

74	 Algo que expresa de manera clara ese comportamiento, es el dicho paisa “consi-
ga plata mijo, consígala”.
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a las ciudades, con sus ejércitos particulares y sus propiedades pri-
vadas amuralladas (incluidos los conjuntos “cerrados”) cual castillos 
feudales, ciudades donde se vive bajo el temor e inclusive la amena-
za “del otro” como si fueran hordas bárbaras o asaltantes de cami-
no.75 La calidad del espacio público genera un urbanismo que facilita 
la convivencia y dificulta los comportamientos delictivos, en la línea 
de la teoría de “las ventanas rotas”, cercana al aporte peñalosista a 
la política distrital de seguridad urbana. 

Inversión pública para construir o refaccionar espacios públicos 
pero también para levantar edificios dignos y de alta calidad (“para 
pobres pero con calidad como para ricos”), colegios y bibliotecas 
puestos al servicio incluyente de las comunidades, ubicados en sitios 
tradicionalmente olvidados por la inversión pública. Inversiones que 
son, en el diseño de la política pública distrital, un paso en la dirección 
de introducirle un componente de inclusión material, para  coadyuvar 
al cierre de las brechas físicas que atraviesan el territorio urbano. 
De esa estrategia de desarrollo urbano hace parte la modernización 
del transporte público, Transmilenio. Divisiones y segregaciones es-
paciales que excluyen a amplios sectores poblacionales del derecho 
a la ciudad y de los beneficios que su progreso le puede (y debe) 
brindar a todos; exclusión que marchita el sentido de pertenencia con 
su impacto sobre la responsabilidad compartida – que sólo se tiene 
frente a aquello de lo que se hace parte – y por consiguiente sobre 
la consolidación de una ciudadanía activa que construya convivencia 
y seguridad.

Llega Luis Eduardo Garzón (Alcalde de Bogotá: 2004 - 2007) a 
la alcaldía cuando ya es verdad sabida que parte de los logros de 
Bogotá nacen de que sus alcaldes con posterioridad a la vigencia de 
la nueva Constitución, han aplicado un principio básico, a saber, que 
las políticas públicas requieren tiempo para dar sus frutos y que, al 
menos las estructurales – salud, educación, urbanismo y manejo 
del suelo y seguridad – deben ser de largo plazo, de estado y no de 
gobierno.

75	 Un nuevo feudalismo que alimenta la polarización, la discriminación social y la 
segregación espacial, creando el ambiente, el estado mental para satanizar al po-
bre, al desplazado, al habitante de calle, al vendedor ambulante o al drogadicto 
y que ante las operaciones de limpieza social que suceden, es indiferente por no 
decir complaciente.
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Luego de la reivindicación de la ciudadanía activa y responsable  
por las dos alcaldías  mockusianas y de la tarea de construcción 
física del espacio y la infraestructura pública del proyecto peñalo-
sista, Garzón plantea la dimensión social de la ciudad – y con ello 
reintroduce la realidad dramática de la pobreza en el discurso y en 
la agenda pública no sólo de Bogotá sino del país,  –. Lo hace desde 
una perspectiva de derechos, que exige que más allá de su solo re-
conocimiento formal, se asuma su protección y restauración cuando 
fuesen violados. Derechos que por acción de la política pública deben 
materializarse progresivamente, de conformidad con los principios 
del Estado Social de Derecho incorporados a la Carta Política.

Desde el plan de desarrollo, “Bogotá sin Indiferencia”, quedó cla-
ro que la política social es necesaria para garantizar una política de 
seguridad realmente preventiva y sostenible. Con un 54 por ciento  
de la población por debajo de la línea de pobreza, las vulnerabili-
dades sociales amenazan la convivencia y pueden comprometer la 
seguridad ciudadana, a la par que le abren posibilidades para que la 
criminalidad, la ordinaria y la organizada, encuentren terreno propi-
cio para enraizarse o al menos para aprovechar la situación para sus 
actividades delictivas. 

La administración Garzón avanzó en el concepto de seguridad, al 
definirla ya no como un servicio público equiparable con el agua, la 
luz o el teléfono, sino como un bien público que no es simplemente 
prestado por el Estado, sino que es una construcción, una coproduc-
ción de la sociedad con el Estado, gracias al ejercicio de la corres-
ponsabilidad ciudadana. Bien público que debe trascender lo policial 
– coercitivo para abordar de manera integral su producción y preser-
vación, en la perspectiva de la seguridad  como  condición necesaria 
y sostenible de la vida en sociedad, de la vida comunitaria.

8.	 La reducción de las vulnerabilidades sociales, responsa-		
	 bi	lidad de las instancias locales

Hechas estas apreciaciones generales sobre las ideas centrales 
de los últimos tres alcaldes de la ciudad y sus implicaciones sobre 
la política de seguridad, vale la pena presentar de manera resumida 
los principales componentes de la política que de manera progresiva 
se fue estructurando en un Sistema Integrado de Seguridad, Convi-
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vencia y Justicia de la ciudad. Es una política que, en su concepción 
misma y en sus perspectivas  hace referencia a una realidad que 
trasciende los límites administrativos del Distrito, para asumir una 
realidad con tamaño de región que está construyéndose en el día 
a día, que es escenario de acciones y actores múltiples, crecientes 
en su diversidad, intensidad e interdependencia. Esa realidad  gra-
dualmente se incorpora al trabajo conceptual y normativo, la ciudad 
región, que para Bogotá se conoce como la región capital.

El objetivo general de la política lo definió el sistema en torno al 
propósito de “reducir las vulnerabilidades, adelantar estrategias para 
controlar las amenazas y prevenir la ocurrencia de incidentes (…)” 
(Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., 2008, p. 45). Las vulnerabilidades 
de la sociedad están determinadas por su “(…) grado de exposición 
(…) a las amenazas, y la capacidad de resistencia y respuesta de sus 
estructuras sociales, económicas y físicas” (Vargas, 2006. p. 51). Esa 
capacidad de resistencia y de respuesta se origina en buena medida 
en factores presentes en las realidades concretas de los territorios, 
en el ámbito de las entidades territoriales, cuyas características han 
de tenerse en cuenta para proceder a “(…) identificar y analizar vul-
nerabilidades, causas y factores de riesgo específicos, cambiando la 
visión genérica y homogénea por una fundamentada en las especifi-
cidades territoriales” (Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., 2008,).76 Aná-
lisis dinámicos que permitan sustentar una política con la flexibilidad 
suficiente para adaptarse a la circunstancia de ser el crimen y el de-
lito fenómenos muy dinámicos y cambiantes en el tiempo.

9.	 Las principales líneas de acción de la política de seguri-		
	 dad ciudadana en Bogotá

De los resultados de las monografías de seguridad realizadas por 
la Secretaría de Gobierno, en 2006, para cada una de las 20 localida-
des de Bogotá es posible extraer insumos para elaborar la lista de las 
principales vulnerabilidades presentes, cuyo conocimiento ha permi-
tido estructurar una política que busca fortalecer a la ciudad para que 
pueda superarlas o al menos neutralizarlas. 

76	 Entre los riesgos surgidos de las vulnerabilidades naturales y sociales de los terri-
torios que se incorporan a la política de seguridad ciudadana, están los produci-
dos por acción de la naturaleza o de manera involuntaria por la acción humana.
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La permanencia del conflicto armado y su creciente asociación 
con el narcotráfico y el tráfico de armas, dinamiza las actividades 
delincuenciales y criminales en general y de manera creciente la de-
lincuencia organizada, con el papel preponderante que en ella juega 
la droga77. Aunque es una realidad que en buena medida le llega a la 
ciudad desde afuera, ésta no se ha quedado esperando la acción del 
gobierno nacional, bajo el supuesto que esos son asuntos del ámbito 
de la seguridad nacional.

Bogotá ha priorizado el trabajo con jóvenes para enfrentar no sólo 
el problema del tráfico y consumo de drogas y la pequeña crimina-
lidad asociada, sino, más generalmente para enfrentar “el malestar 
juvenil”, de búsqueda de afirmación de su identidad en una sociedad 
que no los entiende. “malestar” que se expresa frecuentemente en 
violencia callejera, en violencia intrafamiliar, en embarazos de ado-
lescentes, en deserción escolar y en niveles alarmantes de desempleo 
juvenil. Se trabaja el entorno escolar como punto débil de la ciudad 
que favorece la presencia de actividades criminales que colocan en 
riesgo a los jóvenes. Ha sido necesario adelantar un proceso de iden-
tificación de entidades e iniciativas públicas y privadas que trabajan 
con jóvenes con miras a lograr una coordinación y complementación 
de esfuerzos e iniciativas. Está es una estrategia que requiere una 
clara coordinación con la acción educativa que debe ir más allá de lo 
puramente informativo para ser de verdad formativa abriéndose a 
las actividades extracurriculares, a las actividades por fuera del aula 
y a reforzar la capacidad humana de los colegios, de sus profesores 
y personal especializado, en el asesoramiento y acompañamiento de 
los jóvenes, en estrecha relación con los padres 

Se adelantó una primera concertación amplia para elaborar con 
jóvenes la Política Distrital de Juventud, un primer esfuerzo que debe 
continuarse y profundizarse para lograr llegar al corazón de ese difu-
so “malestar juvenil”. Se puso en marcha el programa distrital frente 
al consumo de drogas. Los jóvenes se movilizan contra la violencia, a 
favor de la reconciliación y el desarme.

La urbanización masiva y sin control que a lo largo de su historia 
ha conocido una ciudad nacida, para usar una feliz expresión de An-

77	 No sólo para la exportación sino crecientemente para el consumo interno, espe-
cialmente entre los jóvenes, cada vez a edades más tempranas.
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tonio García, del “crecimiento aluvional” de su población por efectos 
de la migración campesina, en la cual el desplazamiento ha sido un 
motor importante desde mediados del siglo pasado, esa urbanización 
generadora de informalidad social y de exclusión de zonas de la ciu-
dad y de sus pobladores, que conforman “espacios físicos y mentales 
por fuera del control del Estado.” (General Secretariat Organization 
of American States, 2008.) Exclusión y crecimiento no planeado, in-
vasivo en alto grado, movido no por políticas y planes públicos sino 
por intereses privados, muchos de ellos ilegales (“los urbanizadores 
piratas”) que generan precariedad en las condiciones de vida (hasta 
con amenazas mortales de origen natural, por lo inadecuado de los 
terrenos) y en la tenencia precaria de la vivienda, con todos los pro-
blemas de titulación y de amenazas de desalojo que ello acarrea.

La Secretaría de Planeación con el correspondiente plan maes-
tro, las empresas distritales de servicios públicos, la Dirección de 
Prevención y Atención de Emergencias y la Caja de Vivienda Popular  
trabajan conjuntamente en este asunto que como pocos desnuda la 
realidad de los empresarios de la ilegalidad que se aprovechan de 
la informalidad, marginalidad y pobreza de muchos, para hacer sus 
grandes negocios, al ocupar espacios de gestión y de respuesta a las 
necesidades ciudadanas, abandonadas por el Estado.

Como bien lo dice el Libro Blanco de la Seguridad, el desarrollo ur-
bano es un factor asegurador de seguridad ciudadana en tanto que es 
la principal arma que tiene la ciudad para su “…lucha contra la segre-
gación socio espacial y el acceso inequitativo a los servicios básicos 
de la ciudad”. Este como se dijo, es uno de los mayores aportes de 
la alcaldía de Peñalosa al Sistema integral de seguridad, convivencia 
y justicia de Bogotá. El suelo urbano es además, uno de los bienes 
económicos más amenazados por la presencia creciente del crimen 
organizado y sus operaciones de lavado de capitales.

La lentitud de la respuesta de la justicia y la impunidad en que 
se desenvuelve la conflictividad social y la actividad delincuencial y 
criminal generan una atmósfera social propicia para que aparezcan 
formas de ejercicio de la “justicia por propia mano”,  desconfianza 
generalizada frente a la autoridad,  aumento de las posibilidades de 
que la normal conflictividad de la vida cuotidiana se escale y con ella 
la inseguridad y se presente un resquebrajamiento adicional de las 



166 25 años de la descentralización en Colombia

delimitaciones entre lo permitido y lo prohibido, entre lo legal y lo 
ilegal, en la medida en que se hace incierta, para decir lo menos, la 
ocurrencia de la sanción o de la mediación.

Las cifras de seguridad de la ciudad vienen registrando en los 
últimos ocho años un crecimiento continuado de los delitos cometi-
dos en espacios privados, en el hogar principalmente, en especial la 
violencia intrafamiliar y los delitos sexuales, una nueva realidad que 
la ciudad – sus autoridades y la sociedad misma –apenas empieza a 
asumir, a analizar para definir una estrategia basada en una acción 
integral que coloque a la familia en el corazón de la atención78. Estas 
violencias muy frecuentemente se encuentran en lugar destacado de 
las historias personales de individuos que años después desarrollarán 
comportamientos conflictivos, cuando no abiertamente violentos y 
criminales, con lo cual su impacto social se prolonga en el tiempo.

En ejercicio de la autorización constitucional para que por medio 
de la llamada justicia alternativa o comunitaria, los ciudadanos pue-
dan administrar justicia  como conciliadores, amigables componedo-
res o árbitros, Bogotá  asumió  la tarea desde 1998 con la creación 
de las unidades de mediación y conciliación, y las casas de justicia y, 
en 1999, con el establecimiento de los jueces de paz. Es una justi-
cia a cargo de la ciudad con un impacto directo en la preservación y 
enriquecimiento de las condiciones de convivencia en el seno de las 
comunidades, en el barrio. Esta tarea es especialmente importante 
en momentos en que hacen crisis los “controles sociales de vecin-
dad” (UN Habitat, 2008,) por la ruptura de los vínculos sociales de 
la vida barrial que estructuraban las relaciones y los compromisos 
nacidos del vecindaje, del conocimiento y respeto reciproco nacidos 
de la cercanía. En la vida barrial  empiezan a operar los mecanismos 
tradicionales de cohesión social y es desde ahí, igualmente, donde 
empiezan a debilitarse. En 2003 el Concejo Distrital expidió un nuevo 
código de policía que busca ser un verdadero código de convivencia, 
con los policías comunitarios como verdaderos actores de conviven-
cia; el alcalde Garzón al referirse al personal policial, hablaba de pie 
de convivencia y no de pie de fuerza.

78	 Es posible que parte del aumento registrado en esta modalidad delictiva se deba 
a que la posición de la sociedad colombiana en general y de la capitalina en par-
ticular está cambiando respecto al denuncio de situaciones, que tradicionalmente 
hacían parte de los secretos y las vergüenzas familiares.
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En sociedades como la colombiana en general y la bogotana en 
particular, es destacada su diversidad humana que representa una 
enorme riqueza social y cultural, que por mandato constitucional 
debe preservarse y aprovecharse para beneficio colectivo, la cual co-
existe con desigualdades y exclusiones sociales que, esas sí, deben 
combatirse. Para ello el Distrito diseñó y puso en ejecución una se-
rie de políticas públicas específicas para sectores poblacionales en 
condiciones de vulnerabilidad por amenaza de pérdida o por pérdida 
efectiva de sus derechos ciudadanos – negritudes, discapacitados, 
indígenas, población con opción sexual diversa, desplazados de cam-
pos y ciertos centros urbanos como consecuencia de la violencia –. 
Son políticas sociales de reconocimiento de derechos, de dignifica-
ción y de inclusión socioeconómica, que coadyuvan a cerrar las bre-
chas sociales más profundas, generadoras de vulnerabilidades a la 
convivencia y por esa vía a la seguridad, brechas que alimentan la 
informalidad frecuentemente aprovechada, explotada, por intereses 
económicos ilegales. Adicionalmente, dichas políticas se formulan y 
ejecutan en el marco de una estrategia focalizada de “(…) interven-
ciones institucionales integradas en sectores y poblaciones de alta 
exposición a factores de riesgo [que permitan] generar dinámicas 
locales que contrarresten la alta exposición de sectores vulnerables a 
factores críticos de riesgo (…)” (Libro Blanco, 2008)

La pobreza, la carencia de ingresos y de esperanzas en un horizon-
te económico donde el desempleo ha dejado de ser coyuntural y por 
consiguiente temporal, para convertirse en estructural y permanente, 
crean condiciones propicias para que los referentes de vida, las se-
guridades fundamentales que aún los pobres tenían anteriormente, 
desaparezcan y con ellas las expectativas de un desempeño econó-
mico con futuro, de un proceso que lograría en el tiempo, consolidar 
condiciones de seguridad económica. El excluido sin esperanza, espe-
cialmente el joven, deja de sentirse perteneciente al cuerpo social y 
por consiguiente se ve a sí mismo libre para aceptar cualquier tipo de 
propuestas – contrabando.. ante la ausencia de una salida económica 
legal que el sistema no les ofrece – contrabando, piratería, prostitu-
ción, “mula” o “jíbaro” del narcotráfico, etc. –, independientemente 
del riesgo de una eventual sanción, lo cual, casi con certeza, no suce-
derá dada la impunidad reinante en el sistema judicial y la ausencia 
de sanción social por el quiebre de los controles sociales de vecindad. 
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Quedaría sólo la sanción moral  pero ésta también desapareció del 
seno de una sociedad crecientemente secularizada, donde la moral 
religiosa perdió significación y capacidad sancionatoria y la cual, se-
gún certera expresión de Francisco de Roux actual provincial de los 
jesuitas en Colombia, no construyó una ética ciudadana79.

La ley 418 de 1999 autorizó a las entidades territoriales constituir 
fondos – cuenta para financiar en su jurisdicción, programas de segu-
ridad y convivencia, con un impuesto  del 5 por cienti del valor de las 
obras públicas que se construyan en el municipio. Recursos genera-
dos en el ámbito de las correspondientes entidades territoriales, con 
una destinación específica y para ser administrados por la autoridad 
local. Son sin duda uno de los instrumentos más efectivos para darle 
dientes a la acción local respecto a la convivencia y la seguridad. Son 
dineros para que el municipio atienda directamente necesidades de 
infraestructura y de equipos,  especialmente para la policía.  Es un 
instrumento útil para las ciudades mayores donde el volumen de obra 
pública que se construye le genera a los fondos municipales, recursos 
de alguna significación; para las ciudades de menor tamaño hace fal-
ta establecer un procedimiento que les garantice recursos suficientes 
para atender sus necesidades.

Sin embargo, a pesar de los significativos avances en la com-
prensión de las características y dinámicas de la criminalidad en sus 
diferentes modalidades e interrelaciones e interdependencias y su 
presencia y acción en la ciudad y las tareas y responsabilidades que 
a la autoridad distrital le corresponde adelantar, en asocio y coordi-
nación con la nacional, en Bogotá la tarea apenas empieza. Es claro 
que existe un desfase significativo entre la conceptualización y dise-
ño de la política, y la disponibilidad de medios financieros, humanos, 
tecnológicos, locativos para llevarla a su plena realización. 

79	 Mención aparte merece la venta callejera donde hacen presencia verdaderas ma-
fias que explotan la necesidad del vendedor, muy frecuentemente un desplazado, 
al cobrarles “un arriendo” por el sitio donde se colocan en el espacio público, al 
prestarles para la compra de los productos a intereses exorbitantes o al entregar-
les “en consignación” mercancías a un mayor precio. Parte del trabajo durante la 
administración Garzón fue lograr que se entendiera que el trasfondo de la venta 
callejera es un enorme negocio el cual en la medida en que las administraciones 
de la ciudad no lo han entendido, este ha sido capturado y explotado por “la ile-
galidad”, cuyos capos  sí tienen claro los millones que se mueven en las calles de 
la ciudad, sin duda el  más grande mostrador o vitrina de ventas que esta tiene.
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10.	A manera de conclusión

Con base en la experiencia de Bogotá y para facilitar que ésta 
pueda aprovecharse en otras ciudades, se podrían plantear nueve re-
comendaciones para adelantar acciones descentralizadas en pro de la 
convivencia y la seguridad ciudadanas, las cuales a su vez garantiza-
rán mayor gobernabilidad democrática desde las instancias locales, 
desde los territorios.

PRIMERO. Es claro que la política de seguridad no se puede abor-
dar como si estuviese conformada por compartimentos estancos, 
donde la nación se encarga de la seguridad y la defensa nacional y 
las entidades territoriales, municipios en especial, se encargan de la 
seguridad ciudadana. La seguridad es una realidad atravesada por 
vasos comunicantes, especialmente una realidad como la colombiana 
donde los actores del conflicto armado son crecientemente organi-
zaciones armadas  dedicadas a actividades criminales, narcotráfico 
en especial, con todo tipo de conexiones con la criminalidad urbana. 
La criminalidad necesita territorios, gente, canales económicos para 
operar y es ahí donde confluyen sus diferentes expresiones.

Las responsabilidades y tareas del gobierno nacional y de los te-
rritoriales deben ser específicas a la par que complementarias y co-
ordinadas. Dadas las enormes diferencias – financieras, en personal 
suficiente y capacitado, en equipos – existentes entre los municipios 
del país, debe existir un responsable de apoyarlos y de complemen-
tarlos en recursos financieros y operativos para que puedan hacer la 
tarea. Esa sería una de las  responsabilidades de los departamentos, 
junto con la de coordinar políticas y acciones con las autoridades 
municipales para atender situaciones de orden supramunicipal que 
afecten, en un momento dado la convivencia y la seguridad ciuda-
dana. El departamento actuando como enlace entre las autoridades 
nacionales y las municipales para atender asuntos de seguridad na-
cional presentes en el ámbito subregional.

SEGUNDO. La principal responsabilidad de la instancia territorial 
es adelantar una acción preventiva “de amplio espectro”, obviamente 
sin descuidar la acción coercitiva, cuando ella fuese necesaria. Acción 
preventiva y coercitiva que debe estructurarse a partir de reconocer 
que las “… vulnerabilidades sociales y urbanísticas, problemáticas de 
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convivencia y conflictividad social… suelen tener relación con dinámi-
cas delincuenciales específicas.” (Libro Blanco, 2008).

TERCERO. Por las razones anteriores es equivocada la posición 
que reclama que el gobierno nacional asuma la tarea de garantizar 
la seguridad urbana, al trasladar a las ciudades su política militar de 
seguridad rural y de protección de la infraestructura, la llamada polí-
tica de seguridad democrática. Esas propuestas expresan desconoci-
miento de la naturaleza de la seguridad ciudadana, que es  seguridad 
local. El reclamo indica las limitaciones de las autoridades nacionales 
en su comprensión de la problemática propia de la seguridad urbana. 
Esta necesita del poder central dos cuestiones principales. La prime-
ra, que a las ciudades se les garantice un entorno de seguridad. La 
segunda, que se les facilite y se les acompañe en la generación de 
capacidad local, para poder asumir eficazmente su responsabilidad, 
que no puede transferirle a la nación ni ésta debe pretender retirár-
sela, salvo en casos específicos y extremos y de manera temporal, 
mientras se restablece la normalidad. La autoridad nacional está en 
mora de expedir un nuevo código de policía y de elaborar la ley de 
seguridad ciudadana, que permitirá definir claramente las tareas y 
responsabilidades de las autoridades y los procedimientos para la 
coordinación y seguimiento efectivo de las decisiones. 

La visión integral y sistémica de la seguridad exige que cada ins-
tancia tenga claras sus responsabilidades y cuente con los recursos 
para cumplirlas. Complementario a lo anterior, es condición necesaria 
para el éxito de la política que exista una coordinación permanente 
entre las autoridades nacionales –ministerio del Interior- y las terri-
toriales. La experiencia de Bogotá al respecto es clara y ello permitió, 
por ejemplo, que se trabajara eficazmente entre un presidente, Álva-
ro Uribe, y un alcalde, Lucho Garzón, con claras diferencias políticas 
y de criterio. Fue posible porque no se confundieron las responsabi-
lidades, se hicieron explícitos y se atendieron las diferencias –alber-
gues de reinsertados, recompensas económicas, falsos positivos…- y 
se mantuvo siempre la comunicación necesaria para garantizar una 
coordinación efectiva y oportuna de las acciones y tareas. 

CUARTO. Colombia por su largo conflicto interno y el narcotráfico 
que lo acompaña, ha conocido una evolución importante y propia de 
la fuerza policial hacia un cuerpo armado del tipo de una guardia na-
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cional, en perjuicio de la policía de vigilancia y cercanía. Lo deseable 
sería conservar, redimensionada, la actual estructura para atender 
las zonas rurales, todo lo relacionado con el crimen organizado – na-
cional y transnacional-, las fronteras y la inmigración.  

Con dependencia directa del alcalde estaría un cuerpo policial de 
cercanía y polivalente (tránsito, vigilancia del espacio público, turis-
mo, menores, comunitario…), conformado por agentes guardianes 
de la convivencia en la ciudad y en sus comunidades, dedicados pri-
mordialmente a velar por el cumplimiento de los códigos de policía y 
de tránsito. Harían parte del cuerpo policial nacional, adscritos a los 
municipios. Para Bogotá, se fortalecería la estructura policial descen-
tralizada hacia las localidades. La ciudad ha tenido una experiencia 
muy positiva con la policía comunitaria, que no debe perderse en 
aras a favorecer la simple vigilancia comunitaria. Ello llevaría a debi-
litar la capacidad preventiva del conflicto y la delincuencia que, por el 
contrario, debe fortalecerse siempre en la acción policial.

La vigilancia privada se integraría a la estrategia de seguridad de 
las ciudades, encargada de vigilar los espacios privados (de residen-
cia, de trabajo, centros comerciales) y de colaborar en el control de 
la seguridad perimetral de esos sitios, en lo cual se destaca el papel 
de los circuitos de cámaras para la video vigilancia.  Las empresas 
de vigilancia privada estarían obligadas a cumplir  con los  requisitos 
impuestos por el Estado para la selección y capacitación del personal, 
y a cooperar con la seguridad general de la ciudad.

QUINTO. Por efecto del interminable conflicto interno, lo que fue 
una medida transitoria a mediados del siglo pasado, de asignar la 
policía al ministerio de Defensa, anteriormente de Guerra, se hizo 
permanente y ello ha debilitado enormemente el papel del ministerio 
del Interior, antes de Gobierno, en todo lo referente a la seguridad 
ciudadana. Situación agravada a partir de los noventa por la des-
centralización que  en vez de transformar terminó por debilitar  las 
relaciones entre las entidades territoriales y el ministerio del Interior. 
Urge que las relaciones del gobierno nacional con estas entidades, 
especialmente en lo referente a la seguridad y la convivencia ciu-
dadana, estén en cabeza de este ministerio y no del de Defensa. 
La seguridad ciudadana no se limita al empleo constitucional de la 
fuerza del Estado. Es un asunto relacionado fundamentalmente con 
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la convivencia, con la superación de vulnerabilidades de diferente or-
den, con la gobernabilidad en el territorio, como se ha planteado acá. 
Por esas razones no parece conveniente, por ejemplo, la propuesta 
de crear en las entidades territoriales las secretarías de seguridad, 
segregadas de las de gobierno.

SEXTO. La nación debe garantizar, con un apoyo complementa-
rio de los departamentos, que todos los municipios tengan recursos 
suficientes para apoyar el trabajo de la policía y de la justicia comu-
nitaria: instalaciones, equipos de transporte y comunicaciones, capa-
citación para el personal al cual se debe garantizárseles una perma-
nencia mínima en el municipio. 

Para Bogotá el énfasis deberá hacerse en equipos de vigilancia 
electrónica de sitios de alta afluencia de personas – zonas de comer-
cio,  “zonas rosa”, entornos de centros educativos y universitarios, 
terminales de transporte, centrales mayoristas y de abastos, insta-
laciones del sistema de transporte público; escenarios públicos para 
eventos deportivos o culturales, de asistencia masiva -.

SÉPTIMO. En la localidad, en el barrio o en la vereda, según el 
caso, se concentrará la acción a partir de planes de convivencia y 
seguridad donde esté presente el policía comunitario y la unidad o 
centro de mediación y conciliación. Su trabajo se complementará con 
el desarrollo  de programas con los vecinos, especialmente  mujeres 
y  jóvenes. Con estos se  organizarán actividades y planes de ac-
ción – actividades culturales, foros de debate y discusión sobre sus 
asuntos y los de su entorno, trabajo y actividades medioambientales, 
programación deportiva, trabajo comunitario…- que les facilite el “en-
ganche” con su comunidad, buscando que a ese cierto malestar que 
los invade se le pueda ofrecer una respuesta o al menos abrirle un 
camino de respuesta, al darle juego y posibilidades a su asociatividad 
natural –“los combos” – y a su búsqueda de espacios de vida, en don-
de se les reconozca, valore y respete, y en donde puedan satisfacer 
su necesidad interna de referentes o mojones vitales.

OCTAVO. En Bogotá se reconoció que la protesta social hace parte 
de las garantías democráticas y de los derechos ciudadanos, siem-
pre y cuando ésta no acuda a la acción violenta ni confronte otros 
derechos. En la protesta social  se expresan los conflictos propios de 
las sociedades y permite que sean conocidos y atendidos, con lo cual 
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se fortalece la convivencia y se minimizan los riesgos de ocurrencia 
de episodios o situaciones de violencia. En la secretaría de Gobierno 
durante la administración Garzón se organizó un equipo humano de 
jóvenes con la capacidad y la tarea de mantener una interlocución 
abierta y franca con los líderes de las diferentes movilizaciones de 
protesta social – sindicales, estudiantiles, de desplazados, de pobla-
ción LGBT… -, para garantizar que se respete el derecho a la protesta, 
pero que a la par ésta respete unas reglas del juego que garantizan 
la convivencia y los derechos colectivos. Es una tarea de convivencia 
democrática para hacer compatibles los derechos de una minoría, 
conforme lo establecen las reglas de la democracia, con los derechos 
colectivos. El trabajo  se adelanta en asocio con la Defensoría del 
Pueblo y la cooperación de la policía. Los resultados han sido contun-
dentes sobre la conveniencia y eficacia del programa.

NOVENO. Desde  primera administración  de Mockus, se estable-
ció en la ciudad un sistema de información cuantitativa sobre el delito 
y la violencia, a partir de los delitos de mayor impacto establecidos 
por la policía nacional. Eran estadísticas georeferenciadas y organi-
zadas según las horas de ocurrencia de los hechos. Su propósito era 
poder centrar la atención de las autoridades, policía en especial, en 
aquellos sitios y horas críticas para lograr bajar los índices de vio-
lencia y delincuencia. Durante la administración Garzón el sistema 
se transformó en un observatorio de convivencia y seguridad, donde 
además de los análisis cuantitativos, de evolución de los indicadores 
en el tiempo, se inició el análisis cualitativo de la situación general y 
de los eventos particulares, para conocer las circunstancias, los con-
textos de la delincuencia, su evolución actual y probable, con miras 
a sustentar  una acción preventiva efectiva e  ir más allá del análisis 
epidemiológico que caracterizó el período inicial, en el cual el énfasis 
se hacía en lograr enfrentar los síntomas de manera sistemática. Este 
soporte analítico a la planeación, ejecución y evaluación de las polí-
ticas de convivencia y seguridad es un elemento fundamental para 
garantizar la pertinencia y oportunidad de los programas y acciones 
que desarrollen las autoridades locales.  

Para terminar, debe insistirse en que esta es una batalla contra la 
ilegalidad y la corrupción, y por el imperio de las normas, de la con-
certación, del ejercicio de la corresponsabilidad ciudadana y por la 
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tolerancia democrática frente a las diferencias, que deben ser fuente 
de enriquecimiento y no de conflicto. 
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Conclusiones y recomendaciones

Para evaluar la realidad y las perspectivas de la descentralización 
en Colombia es necesario tomar en consideración aspectos críticos 
pero frecuentemente omitidos acerca de la política y la administra-
ción pública colombiana. El más importante es la variedad de actores 
legales e ilegales que intervienen en los procesos públicos que le dan 
unas características determinadas a nuestra realidad social e institu-
cional,  como es la presencia de una corrupción de naturaleza cuasi 
sistémica en instancias y niveles de la administración; la inclinación 
ciudadana a irrespetar las reglas, a considerar que las instituciones 
son mecanismos manipulables para conseguir fines propios y priva-
dos; la  alianza, cooperación o simple subordinación de intereses le-
gales a otros de índole ilegal o por lo menos socialmente ilegítimos. 

La experiencia de estos años indica que no es posible considerar 
la descentralización como un proceso que se pueda dar de manera 
generalizada y homogénea, avanzando con el mismo ritmo en las 
diferentes regiones que conforman la heterogénea y desigual reali-
dad colombiana. Esas características y condiciones regionales deben 
incorporarse en el rediseño de la política.

Con la elección de los gobernantes subnacionales, los cimientos 
sobre los cuales se asentaba el modelo de intermediación bipartidista 
se debilitaron de manera crítica. El fin del bipartidismo con sus co-
rreas de transmisión políticas, basadas en un modelo clientelar donde 
fuerzas e identidades políticas jugaban un papel central, estuvo aso-
ciado a una transformación sustancial de la estructura del poder terri-
torial en el país. Los dos grandes partidos se han visto reemplazados 
de una manera creciente por nuevas redes de poder que conectan al 
centro con las regiones, en las cuales los protagonistas son coalicio-
nes de élites económicas rurales y de agentes del Estado, articulados 
“a señores de la guerra”, narcotraficantes y bandas criminales. 
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 La combinación de más autonomía territorial y mayores rentas 
públicas le abrió el camino a una red, a un sistema de alianzas que es 
causa y efecto del cambio cualitativo que ha vivido el sistema político 
colombiano a partir de  2002. 

El carácter municipalista de la descentralización no es producto de 
tradiciones endógenas, no está fundamentado en capacidades insti-
tucionales construidas. Muchos municipios son débiles y vulnerables 
ante la influencia de agentes violentos o criminales. La mayoría no 
tienen la capacidad institucional para promover políticas autónomas 
que mejoren la calidad de vida de sus habitantes. 

Las debilidades institucionales anotadas han sido aprovechadas 
por grupos ilegales para avanzar en la realización de sus propósitos 
en el nivel local, incluso, en el nacional, al combinar alianzas con 
actores legales y el empleo de prácticas violentas.  Esta situación ha 
sido caracterizada por algunos analistas como un proceso de captura 
y reconfiguración cooptada del Estado. 

La política de seguridad no se puede abordar como si estuviese 
conformada por compartimientos estancos, donde la Nación se en-
carga de la seguridad y la defensa nacional y las entidades territoria-
les, municipios en especial, se encargan de la seguridad ciudadana. 
La seguridad es una realidad atravesada por vasos comunicantes, es-
pecialmente en una situación como la colombiana donde los actores 
del conflicto armado son crecientemente organizaciones dedicadas a 
actividades criminales, narcotráfico en especial, con todo tipo de co-
nexiones con la criminalidad urbana. La criminalidad necesita territo-
rios, gente, canales económicos para operar y es ahí donde confluyen 
sus diferentes expresiones.

 Las responsabilidades y tareas del gobierno nacional y de los 
territoriales deben ser específicas a la par que complementarias y co-
ordinadas. Es equivocada la posición que reclama que el gobierno na-
cional asuma la tarea de garantizar la seguridad urbana, al trasladar 
a las ciudades su política militar de seguridad  rural y de protección 
de la infraestructura, la llamada política de seguridad democrática. 
La seguridad urbana necesita del poder central para dos cuestiones 
principales. La primera, que a las ciudades se les garantice un entor-
no de seguridad. La segunda, que se les facilite y se les acompañe 
en la generación de capacidad local, para poder asumir eficazmente 
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su responsabilidad, la cual no puede transferirle a la nación ni ésta 
debe pretender retirársela, salvo casos especificaos y extremos y de 
manera temporal, mientras se restablece la normalidad. 

Las recomendaciones que se hacen en los cuatro documentos que 
conforman la publicación, se pueden resumir de la siguiente manera: 

La descentralización reclama con urgencia que se decrete una •	
“emergencia democrática” para que todos los actores que in-
tervienen en el proceso lo repiensen y propongan caminos 
para que pueda superar la actual encrucijada. 

Son necesarias reformas que orienten el proceso hacia un •	
nuevo tipo de relación entre la nación y las regiones. Renacio-
nalizarlo en el sentido de lograr que las autonomías regionales 
contribuyan a la consolidación del Estado nacional. 

Hay que definir y fortalecer a la unidad administrativa y políti-•	
ca intermedia entre el municipio y la nación.

Hay que desarrollar diseños diferenciados de procesos descen-•	
tralizadores a partir de la variedad de problemas, capacidades 
y tradiciones que caracterizan a las regiones colombianas, así 
como del hecho de hacer Colombia parte de un mercado ilegal 
y global.

La descentralización requiere un sistema de incentivos que •	
premie en términos de autonomía y recursos, a aquéllas uni-
dades subnacionales que manejen bien sus recursos y que 
logren disminuir sustancialmente su penetración por agentes 
criminales. 

El actual modelo de intermediación extorsivo es ineficiente, •	
centrífugo y altamente criminalizado, y debe sustituirse por 
otro, que en ningún caso implique regresar al viejo modelo 
bipartidista.

La situación actual de abundantes recursos bajo la forma de re-•	
galías y sin que el Estado tenga la capacidad para orientar y su-
pervisar su empleo, contribuye a fortalecer la ilegalidad, no el 
desarrollo territorial. Debe rediseñarse el Fondo de Regalías.

Debe revisarse el sistema general de participaciones para ge-•	
nerar un esquema tributario más equitativo que permita entre 
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otras una mayor autonomía de las regiones en el manejo de 
sus ingresos propios y una mayor comprensión de la nación 
para que los planes de desarrollo enfaticen en lo territorial.

Urge revisar las normas que rigen la administración territo-•	
rial, algunas de las cuales fueron fundamentales para superar 
crisis, pero que ahora se han vuelto un impedimento para la 
buena gestión territorial, que se ve obstaculizada cuando su 
administración debe concentrarse más en cumplir con una se-
rie de normas y decretos que les impone la nación, pero que 
ésta no cumple. 

Debe crearse una comisión de descentralización y ordena-•	
miento territorial, conformada por representantes de los tres 
niveles del gobierno, de la academia y de la sociedad civil con 
la tarea de concertar las políticas de descentralización y de or-
denamiento territorial y de hacerles seguimiento y evaluación. 
Debe ocuparse prioritariamente del proyecto de ordenamiento 
territorial, al tenor de lo planteado por la constitución de 1991 
en términos de competencias y recursos.

Debe trabajarse para fortalecer la participación ciudadana y •	
estimular nuevas formas que sean creativas, y no simplemen-
te formales. 

Las relaciones del gobierno con los entes territoriales, espe-•	
cialmente en lo referente a la seguridad y la convivencia ciuda-
dana, deben estar en cabeza del ministerio del Interior.

 La seguridad ciudadana es un asunto relacionado fundamen-•	
talmente con la convivencia, con la superación de vulnerabili-
dades de diferente orden, con la gobernabilidad en el territo-
rio. Por esas razones no es conveniente crear  secretarías de 
seguridad, segregadas de las de gobierno.

La visión integral y sistémica de los temas relacionados con la •	
seguridad exige que cada instancia tenga claras sus responsa-
bilidades y cuente con los recursos para cumplirlas. Comple-
mentario a lo anterior, es condición necesaria para el éxito de 
la política que exista coordinación permanente entre las auto-
ridades nacionales – ministerio del Interior- y las territoriales. 
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La autoridad nacional está en mora de expedir un nuevo Códi-•	
go de Policía y de elaborar la ley de seguridad ciudadana que 
permitirá definir claramente las tareas y responsabilidades de 
las autoridades y los procedimientos para la coordinación y el 
seguimiento efectivo de las decisiones. 

La nación debe garantizar, con el apoyo complementario de •	
los departamentos, que todos los municipios tengan recursos 
suficientes para apoyar en su jurisdicción, el trabajo de la po-
licía y de la justicia comunitaria en términos de instalaciones, 
equipos de transporte y comunicaciones, capacitación para el 
personal al cual debe garantizársele una permanencia mínima 
en el municipio.




